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EL CASO HAYA DE LA TORRE

•
Consideramos de importancia suminstrar a los lectores de

"Estudios de Derecho", tanto del país como del extranjero, una
información amplia y ordenada sobre el conflicto surgido entre
Colombia y El Perú a raíz del asilo diplomático otorgado por el
Embajador de nuestra país al Iíder aprísta doctor Víctor RaÚlI
Haya de Ia Torre.

Se trata de un problema internacional de vastos al-
cances, en el que se debate una institución típicamente americana
o que por lo menos se haya incrustada en el sistema institucional
internacional del hemisferio occidental y que tiende. en primer
término. a proteger la suerte de la persona humana en aquellas
situaciones en que el mismo desarrollo de da institución exige su
aplicación.

Nuestro país se exhibe en la presente emergencia como un
abanderado de las libertades y de las garantías de [a persona hu-
mana, entre las cuales figura el derecho de asjlo diplomático y ha
demostrado una vez más su apego a los sistemas de derecho in-
ternacional, sobre los cuales descansa la convivencia pacífica de
los estados. La profunda admiración que ha despertado en el mundo
fa conducta airosa y justa de Colombia es motivo más que sufi-
ciente para que 1a información que presentamos acontinuaci6n
sea un motivo suficiente para renovar esos sentimientos de sim-
patía hacia nuestra República que ha sabido siempre observar una
conducta internacional que es ejemplar dentro del hemisferio a-
mericano.
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ESQUEMA DE LOS HECHOS

El día 3 de octubre de 1948 estalló una rebelíón militar en
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el puerto peruano de El Callao, la que fue velozmente reprimida
por el Gobierno.

. El Gobierno del Perú sindicó inmediatamente al partido
aprísta de ser sus jefes o directores los responsables del movimien-
to y el 4 del mismo mes y año expidió un decreto por medio del
cual se declaraba ilegal toda actividad política del partido aprista.

El cinco de octubre, el Ministro de Gobierno dirigió al Mi-
nistro de la Marina un oficio de denuncia contra el doctor Víc-
to.r Raúl Haya de la Torre, calificado jefe del partido y otros
miembros, como directos responsables de la rebelión de El Callao
y de delitos conexos al de rebelión que el gobierno peruano consí-
der.ó desde un principio como comunes. Haya de La Torre fue
considerado como reo ausente y por medio de edictos publica-
dos en periódicos de Lima se le ordenaba su comparecencia al
despacho del juez de Instrucción para que respondiera de los
cargos que le habían sido formulados por el Ministerio de Go-
biern~ .Y cuya inves.tigación había sido encomendada a su vez por
el Ministro de Marina a un Juez de Instrucción.

Haya de la Torre no compareció y el 3 de enero de 1949-
solicitó .y obtuvo el asilo diplomática pOI' parte del embajador de
Colombia de ese entonces doctor Carlos Echeverri Cortés y opor-
tunamente comunicado al Gobierno Peruano, conforme se des-
prende "de las notas cruzadas entre nuestro embajador en Lima y
el Presidente de la Junta Militar de Gobierno y e:l señor Canciller
de la República del ~rú.

-II-

DERECHO APLICABLE

El asilo otorgado por la embajada colombiana al doctor
Víctor Raúl Haya de la Torre se hizo de conformidad con las es-
tipulaciones de los tratados públicos sobre la materia y que ex-
tractamos a continuación:

CONVENCION DE CARACAS SUSCRITA EN 1911

Artículo 16. -El asilo es inviolable para perseguidos por delitos
políticos; pero la nación de refugio tiene el deber
de impedir que los asilados realícen en su territo-
rio actos que pongan en peligro la paz pública de
'la nación contra la cual han delinquido.
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Ar,tídulo 17. -El reo de delitos comunes que se asílase en una
legación deberá ser entregado por el Jefe de ella
a las autoridades locales, previa gestión del Mi-
níesterío de Relaciones Exteriores, cuando no lo
efectuare espontáneamente.

Artículo 18. -Fuera de las estipulaciones del presente acuerdo,
los estados signatarios reconocen la institución del
asilo, conforme a los principios del derecho inter-
nacional.

CONVENCION SOBRE ASILO 'SUSCRITA EN LA HABA-
NA EN 1928.

Artículo 10. -No es lícito a los estados dar asilo en legaciones.
navíos. de guerra, campamentos o aeronaves mili-
tares, a personas acusadas o condenadas por de-
litos comunes ni a desertores de tierra y mar.
Las personas acusadas o condenadas por delitos
comunes que se refugiaren en algunos de los luga-
res señalados en el parágrafo precedente deberán
ser entregadas tan prontamente como .10 requiera
el gobIerno local.
Si dichas personas se refugiaren en territorio ex-
tranjero se efectuará mediante la extradición y so-
lo en 'los casos y en la forma que establezcan los
respectivos tratados y convenios o la constitución
y leyes del país de refugio.

Artículo 20. -El asilo de delincuentes políticos en legaciones, na-
víos de guer·ra, campamentos o aeronaves milita-
res, será respetado en la medida en que, como un
derecho o por humanitaria tolerancia, 10 admítíe-
ren el uso, las convenciones o las leyes del país
del refugio y de acuerdo con las disposiciones si-
quientes:
Primero.-El asilo no podrá ser concedido sino
en casos de urgencia y por el tiempo estrictamen-
te indispensables para que el asilado se ponga de
otra manera en seguridad.
Segundo.-El Agente diplomático, Jefe de navío
de guerra, como campamento o aeronave militar,
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inmedi~ta~ente d:s~ués de conceder el asilo, lo
comunicara al Ministerio de R 1" E 'e aciones xterio-
r~s de~ estado del asilado, o a la autoridad ad r;
nístrativa del lu . 1 h h mi

1
, gar SI e ec o ocurriere fuera de
a capital.
Tercero.-El gobierno del estado1 '1 podrá eXIgIr
q~e e aSI ado sea puesto fuera del territorio nacío-
cíonal dentro del más breve plazo posíble: y el
aren~e diplomático del país que hubiere a;ordado
e. asilo, podrá a su vez exiqir las garantías necesa-
rras para que el refugiado salga del paí '
tánd Ia I 1 b ars, respe-

OSe a invio' a ilídad de su persona.
~uarto.-, Lo: asílados no podrán ser desembarca-
, os en nmqun punto del territorio nacional ni
lugar demasiado próximo a él. ,en

Quinto.-Mientras dure el asilo no se
1 1

permitirá
a ,~s asi ados practicar actos contrarios a la tran-
quílídad pública.

Sexto.-Los estados no están bli d1 o Iga os a pagar
os gastos por aquél a quien se concede el asilo.

CONVENCION SOBRE ASILO SUSCRITA EN MONTE-
VIDEO EN 1933.

Artículo 10.- Sustitúyese el artículo 10 de la 'C n .. dL H . . o veneren e
a abana sobre el dereho de asido. de 20 de fe-

brero de 1928, por el si'guiente: No es lícito a los
estados dar asilo en legaciones naves d, e guerra,
~ampament?s a aeronaves militares, a los inculpa-

os de delitos comunes que estuvieran procesados

b
en forma o que hubieran sido condenados por Tri-
unales ordinarios '

d
' ' aSI como tampoco a desertores

e tierra o mar,
Las personas mencionadas en el párrafo preceden-
:,e, que se refugiaren en algunos de los lugares se-
nalados.en él, deberán ser entregados tan pronto
.lo requiera el gobierno local.

Artículo 20.-LA CALIFICACION DE LA DELINCUEN-
CIA POLITICA CORRESPONDE AL ESTA-
DO ASILANTE.
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PROTOCOLO DE RIO DE JANEIRO SUSCRITO EN 1934.
ENTRE COLOMBIA Y EL PERU.

Artículo 70.-Las partes contratantes se obligan a no hacerse la
guerra, a no recurrir a la fuerza. Toda diferencia
se resolverá conforme a los estatutos de la Corte
Permanente de Justicia Internacional.
Pronunciada la sentencia, las dos partes contra-
tantes acordarán los medios de su realizaci6n y, a
falta de tal acuerdo, se otorgan a la Corte las fa-
cultades necesarias a fin de que haga efectiva la
sentencia en que haya declarado el derecho de
una de las altas partes contratantes.

ESTATUTOS DE LA CORTE PERMANENTE DE JUSTI-
CIA 'INTERNACIONAL.

.Artículo 37.-Cuando un tratado o convención estipula para un
asunto la jurisdicción de la antigua CORTE PER·
MANENTE DE JUSTICIA INTERNACIO-
NAL, dicho asunto, por 10 que respecta a las par-
tes en este estatuto, será sometido a la Corte In-
ternacional de Justicia.

-III-

'PRIMERAS NOTAS CRUZADAS ENTRE EL EMBAJADOR
'COLOMBIANO EN LIMA Y LA JUNTA MILITAR DE GO-

BIERNO Y LA CANCILLERIA DE EL PERU.

Lima, enero 4 de 1949-No. 2/1.

:'Señor MInistro:
Tengo el honor de informar a Vuestra Exce-

lencia, de conformidad con lo dispuesto en el act.
20., parágrafo 20., de la Convención sobre Asilo
firmada por nuestros dos países en la ciudad de
La Habana en el año de 1928, que el señor don
Víctor Raúl Haya de la 'Toree se halla asilado en
la sede, de la misión a mi cargo desde el día de
ayer, a las 21 horas.

Por 10 expuesto, y en vista del deseo de esta
embajada de que el asilado señor Haya de la To-
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rre salga del Perú lo antes posible, ruego de la
manera más atenta a Vuestra Excelencia, ordenar
la ex?ediCión del salvoconducto .respectivo que le
permita abandonar el país con las facilidades usu-
les establecidas por el derecho de asilo diplomático.

Me valgo de esta oportunidad para reiterar
a v~e~tra ~xcelencia el sentimiento de mi más alta
y dístínquida consideración.

C'arlos Echeverri Cortés-Embajador de Colombia

~l Ex~elentísimo señor Contralmirante don Fede-
rico Díaz Dulante, Ministro de Relaciones Exterio-'
res y Culto.-Ciudad.

Lima, enero 14 de 1949.-No. 8/2.

Señor Ministro:
Por instrucciones recibidas de la Cancillería

de m.i país, tengo el honor de manifestar a Vues-
tra Excelencia que el Gobierno de Colombia, de
conformidad con el artículo 20., de la Convención
so~re asilo diplomático suscrita por nuestros dos-
p~~ses en la ciudad de Montevideo el 26 de di-
ciembne de 1933, ha calificado al señor don V'ic-
tor Raúl Haya de la T '1 d '1' ., orre corno aSI'a o po itico,

Valgome de la oportunídad para reiterar a-
Vuestra Excelencia los sentimientos de mi más
alta y distinguida consideración

Carlos Echeverrí Cortés, Embajador de Colombia

Al Excelentísimo señor Contralrnirante don Fede-
rico Diaz Dulante, Ministro de Relaciones y
Culto.-Ciudad.

Lima, febrero 12 de 1949 .-N o. 26/¡4.

Señor Ministro:

Por instrucciones expresas que he recibido de
mi Gobierno, tengo el honor de dirigirme a Vues-
tra Excelencia, con el fin de .reíterar la solicitud
hecho en mi nota No. 2/1 de 4 de enero pasado,
referente a la expedición de salvoconducto para'

( I
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que el señor Víctor Raúl Haya de la Torre, asi-
lado en esta embajada, pueda aba.ndonar el país
con las seguridades que de acuerdo con la Conven--
ción de la Habana sobre asilo deben otorgársele.

Considera mi Gobierno que Ias razones a-
ducidas para demorar :la expedición del salvocon-
ducto, y que Vuestra Excelencia me ha expuesto'
en diferentes oportunidades en que hemos trata-
do el asunto, han variado fundamentalmente Y que'
por lo tanto, habiéndose ya cumplido treinta y
ocho días del asilo del señor Haya de la Torre'
en esta embajada, no existen ya motivos parra no,
permitir la salida de nuestro asilado, más si se
tiene en cuenta que vuestra excelencia me ha ma-
nifestado en varias ocasiones que el salvoconduc-
to sería otorgado en la debida oportunidad, y que
el Gobierno del Perú ha hecho ,la expresa. declara-
ción de que cumplirá sus compromisos internacio-
nales: y en materia de cumplimiento de obligacio-
nes la demora indefinida puede equivaler a una
negativa.

V'álqome de la oportunidad para reiterar a
Vuestra Excelencia los senti'mientos de' mi más
alta y distinguida consideración.

Carlos Echeverrl Cortés, Embajador de Colombia

Al Excelentísimo señor Contralmirante don Fede-
rico Diaz Dulante. Ministro de Relaciones Exte-
riores y Culto.-Ciudad.

Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.-
Lima, 22 de Febrero de 1949 No. 6-8/2.

Me es honroso dar contestación a sus atentas notas de 4·
y 1,4 de enero y í2 de fehrero del año en curso, relativas al asílo-
concedido, en esa embajada a Víctor Raúl Haya de la Torre.

Sabe muy bien Vuestra Excelencia que el gobierno del Pe-
rú ha considerado, con la atención debida, las comunicaciones an-
tedichas y que ha aplazado su respuesta por la: necesidad en que'
se hallaba de estud.iar del modo más objetivo la condición [uridi-
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-ca efe,ctiva del asilado. No podría existir otro motivo, dada la re-
SOlUClOlldel Perú de cumplir estrictamente sus compromisos in ter-

<nacionales vigentes.
_ En su nota de 4 de enero, funda Vuestra Excelencia el

pe,dldo de salvoconducto en el parágrafo segundo de la Conven-
cion sobre Asilo, firmada por nuestros dos países en la ciudad de
La Habana, en 1928. Vuestra Excelencia ha fijado acertadamen-
te _el status juris vigente entre el Perú y Colombia en materia de

,asl~o_: es el Tratado de La Habana, suscrito por ambos países y
ra~Iflcado por _sus respectivos Conqcesos. Este tratado excluye el
asilo a los delincuentes comunes e impone Ia obli'gación de entre-

--gadas, a la brevedad posible a las autoridades del Estado' y .
t 1 '1 r ,SI

.acep a e asi o para los delincuentes políticos, lo hace invocando
razo~es hu~anitarias y condicionándolo a circunstancias de ur-

-qencia y ala seguridad del asilado,
Dadas las disposiciones del derecho vigente entre el Perú

? Colombia, se _i~poní~ como un deber de estricta justicia y de
_respet~ a la opirnon publica peruana, hondamente conmovida por
la serie de hechos delíctuosos, de actos terroristas y de propagan-
da totalitaria llevada a cabo por el Apra y que comprometían di-

_rec~amente la responsabilidad de su jefe único y omnímodo, el es-
tudiar con ~odo detenímíento el caso que se presentaba a fin de
,¡est:b1ecer claramente la calificación que correspondía a Víctor
Rau1 Haya de ~a Torre. Por lo mismo, no dejó de causar penosa
sorpresa al gablerno del Perú la nota de 14 de Enero de 1.949.
en 1~ que Vuestra Excelencia, cumpliendo instrucciones de su

-cancillerfa, calificaba como "asilado político" a Víctor Raúl Ha-
ya de la Torre, manifestando que, 10 hacía "en el ejercicio del de-

_r,e~ho que le otorqara el artículo II la Convención sobre Asilo Po-
Iítico suscrita en Montevideo el 26 de diciembre de 1933".

Debe recordar Vuestra Excelencia que esa Convención
a~nque suscrita por los Delegados del Perú, no ha recibido la in-
dIspe~sab1e ratificación de nuestro Congreso y, por 10 mismo, no

-constítuye derecho vigente entre el Perú y Colombia.
La calífícacíón del asilado como delincuente político o co-

mo delincuente común es materia de suyo grave y constituye el
punto esencial que debe examinarse para otorgar o negar el asi-
lo. Esta materia queda a la apreciación de los dos gobiernos, de
ac~e~do con Ios hechos y los documentos que reflejan la realidad

-objetiva, dentro del régimen del Tratado de 1928. El Tratado de

1933 no ratificado por el Perú, ha innovado en esta materia entre-'
gando la decisión sobre ella a la opinión unilateral del gobierno-
que concede el asilo. Esta opinión por respetable que sea, no im-
porta una obligación jurídica respecto del Perú.

Pendiente la discusión sobre este asunto, cúmpleme mani-
nifestar que la calificación de simple asilado político, de Haya de"
la Torre, esto es, de simple delincuente político, se debe a infor-
maciones inco:mp1etas o inexactas respecto de la actividad delíc-
tuosa desplegada, especialmente en los últimos tiempos, por el Je-
fe del aprismo, y de la obra realizada por su partido bajo su di-

rección incontrastable.
No se trata de una organización política, como las que ac--

túan únicamente en el campo leal y caballerezco de la propagan-
da o de las lides políticas, aunque éstas lIeg.a,ran a acciones de.
fuerza. Se trata ciertamente de un organización de carácter verti-
cal. que ha venido perturbando profundamente no solo 'la vida po-
lítica, sino la vida económica, social y aun educacional de la Re-
pública, mediante procedimientos que importan un régimen de
coacción, mal llamado de disciplina, contrario a la ley en el que
se llega hasta la aplicación de penas "ultimativas", como la muer-'
te y la marca. El gobierno de Vuestra Excelencia no ha de ignc--
r.ir la publicación que se hizo del "Código de Disciplina Apri~t,,",-
que estatuye esas Y otras penas, Y que pretende para ese partido-
un t égimen fuera del jurídico general del Estado.

Este régimen no ha sido puramente teórico; ha sido lleva-
a la práctica, llegando a extremos que determinaron las denuncias"
formuladas por el propio Presidente de la República, su ex-aliado
político doctor Bustamante y Rívero en dos Mensajes a la Na--
ción Peruana, mensajes cuyas gravísimas imputaciones no pudie-

ron ser nunca desvirtuadas .
La acción revoluciona,ría de Apra, en consonancia con su'

estructura totalitaria, se diferencia fundamentalmente de la activi-
dad tradlcional de los partidos políticos. Esa acción revd1uciona--
ria ha estado unida a la perpetración de asesinatos en masa Y a una
obra terrorista que no 'puede haber pasado inadvertidas a vuestro :

Gobierno.
La Alianza Popular Revolucionaria Americana (Apra) fue

fundada en París en el año de 1924. Es un partido internacional to-
talítario y antiperuano, de ídeoloqía marxista, que pretende crear:
el "Estado de Indoaméríca", fusionando las Repúblicas la tirioa-' :
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.mericanas, para cuyo objeto trata de establecer células en todos
los países de este Continente, excluyendo a los Estados Unidos y

..al Canadá. Entre los cinco puntos que comprende su programa
máximo que preconiza la lucha contra el imperialismo yanqui, re-

o sultan la interniilización del Canal de Panamá, la nacionalización
de las tierras y la lucha de clases.

Este programa ha sido ratificado en la última Convención
del Partido Apri'sta, realizada en Lima en 1948.

El Apra es una agrupación de estructura y procedimientos
totalitarios. Su organización es vertical y la voluntad o el caprí-

ocho del "Lider Máximo" se acata ciegamente, so pena de sufrir
-castíqos terribles, indusive la muerte. Su decantada disciplina es-
·tá fundada en el terror y dentro del partido hay organizaciones
especiales encargadas de ejecutar las sentencias que dictan sus

·consejos de disciplina con arreglo al Código ya mencionado.

De la misma manera que el nazismo, el Apra organizó tro-
·pas de asalto denominadas "búfalos" "Dorados", escogidos mu-
-chos de ellos en los bajos estrados sociales, que se han uti,lizado en
múltiples ocasiones para realizar ataques a las personas y propíe-

. dades Sus fuerzas de choque, organizadas en diversas ciudades
de la República y por el sistema de división sectoral, eran adíes-

. tradas en el manejo de armas y en la confección de ,explosivos pa-
: ra utilizarlos en una obra de .amedrentamiento o de terror organi-
zados. Este sistema de acción que negaba las garantías del Es-

-tado, fue propagado en el territorio nacíons'l y su labor criminal
desarrollada en múltiples ocasiones. Vuestra Excelencia conoce-

-rá seguramente, por las informaciones de la prensa, CÓmo la ac-
-ción preponderante del Apra pretendió imponerse al sentir de la
,ciudadanía en muchas ocasiones, reclamando esta actitud la enér-
gica intervención de las autoridades para restablecer el equilibrio

-jurídico derivado de la vigencia de la ley y sus garantías.

El Apra introdujo, además, sus procedimientqs sectarios y
,disolvenites en las escuelas primarias, en los colegios de ínstruc-
-cion secundaria, nacionales y particu:¡ar,es, en las universidades
-y los institutos de enseñanza especializada, trastornando su régi-
men legal, incitando al desconocimiento de la ley, introduciendo

-el aislamiento o el odio en las mentes 'estudiantiles, pretendiendo
imponer una dictadura demagógica en masa sobre las autoridades

"de esos e5'tablecimientos,

Es público y notorio, cómo el Apra subrepti'ciamente, prí-
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mero, abiertamente, después, se introdujo en 10s sindicatos obre-
ros apoderándose mediante fraude y violencia de las juntas direc-
tivas, aprovechando esas organizaciones gremiales para fines se~-
.tarios. Lltílizó a los grupos obreros fanatizados por la demaqoqía
y atraídos por promesas de exclusiva propaganda. El derec~o de
huelga que es instrumento del trabajador para alcanzar Justas
reivindicaciones fue empleado sistemáticamente para frustrar el
'libre desarrollo de la idea nacional, al entorpece! el funcionamien-
to de sus medios de progreso, Se llegó a utí'lizar la huelga llamada
"política" con fines por cierto muy distantes de las reivin~icacio-
nes obreras, creando en el ambiente público, un estado de Justa a-
larma.

Es conocido, además, cómo la acción de [os representantes
.aprístas en el parlamento se tradujo en un trasplante mecánico de
la dictadura de .su organización interna. a lo que conforme a .la
voluntad ciudadana y al espíritu de la constitución y Ieyes nacio-
nales debe ser una alta función de libertad. La llamada Célula
Parla'mentaria aprista integrada por delincuentes califiCado~?
presidiarios prestaba juramento ante el jefe máximo y suscríbía
.ante él renuncias anticipadas, siendo así que, por su naturaleza,
la función oarlamentaria es irrenunciable, 'En su labor parlamen-
taria esos ,;epresentantes estaban sometidos a Ia disciplina del A-
pra antes que a los Reglamentos de sus respectivas Cámaras. C~-
mo no alcanzaron la mayoría en el seno del Parlamento, orqaru-
zaron un sistema de coacción de 'las leqítimas mayorías por me-
dio de "barras" regimentadas, especialmente dedicadas a imponer
el silencio a las voces contrarias, o a graviar la función parlamen-
-taria en la persona de sus representantes. •

Desde su aparición en el escenario político del Perú, el A-
pra ha cometido infinidad de crímenes: sus afiliados han asesin~-
·do por consigna a soldados, clases, oficiales, y jefes de. los Instí-
tutos Armados y de la Policía; y para colmo de barbarie, no han
respetado siquiera la condición de prisioneros, masac-rándol~s, con
íncahfícables crueldades. Así en Julio de 1932 cayeron víctíma-
dos en Trujillo muchos oficiales de nuestro ejército y gran núme-
-ro de soldados. Así también en 1935, en Huancavélíca, fueron ase-
.sinados un sacerdote y varios miembros de la Guardia Civil.

El General Luis M. Sánchez Cerro, Presidente Constítu-
cíonal de la República, fue atacado y herido de bala gravemente,

.en la ig'lesia de Miraflores cuando asistía a una ceremonia relíqío-



406 -

sa, por el afiliado aprista José Melgar y, posterirmente, el 30 de-
abril de 1933 cayó asesinado por el fanático sectario Abelardo
Mendoza Neyva. El Teniente Coronel Segundo R. Morales Ber-
múdez, jefe del Batallón No. 19, acantonado en Trujíllo, fue igual-
mente víctímado por criminales apristas encabezados por el Se-
cretario General de la Región del Norte Alfredo Tello, que hoy
se encuentra acusado y procesado por el asesinato de Francisco
Graña Garland ante los Tribunales de la República. El 16 de Fe-
brero de 1948, líderes y búfalos sectarios de Cerco de Pasco, a-
motinaron al populacho aprista y asaltaron la Prefectura victí-
mando al Prefecto Francisco Tovar Belmont cuyo cadáver arras-
traron por las calles de la ciudad.

Miembros del Partido Aprista, en fin, fueron condenados
por la perpetración de delitos como el asesinato del periodista
doctor Antonío Miró Quesada y su señora esposa, o se hallan a-
cusados o procesados en el asesinato de don Frnacísco Graña
Garland y en otros crímenes de la misma naturaleza que han con-
movido profundamente la conciencia nacional.

Han victimado igualmente a muchos de sus propios afilia-
dos, por orden de sus "Consejos de Disciplina".

Los crrmenes vcornetidos por el Apra rebasan, pues, todos-
los 'límites de las luchas políticas. Los líderes y sus fanáticos no
s610 han cometido delitos en momentos de beli'gerancia política y-
en una forma no igualada en toda la historia del Perú, sino tam-
bién en plena paz interna, sin mediar causa alguna, como en el pe-
ríodo de í945 y 1948. Han perpetrado criminales actos de violen-
cia, de modo sistemático, cumpliendo fríamente un plan de terro-
rismo organizado.

A raíz del motín del 3 de octubre del año pasado, que ha
motivado el juicio en el cual se halla incluído y públicamente ci-
tado Víctor Raúl Haya de la Torre, el gobierno de esa época des-
cubrió millares de bombas que deberían estallar en Lima, y que-
fueron distríbuídas en diveras partes de la Ciudad; y recíentemen-
te se ha descubierto la existencia de millares de' puñales, especial-
mente fabricados, que deberían usarse aprovechando el estallido
de un movimiento revolucionario.

Este motín fue la culminación de la campaña criminal del
Apra para ganarse a las clases subalternas de los Institutos Ar-
mados, mediante una propaganda llevada a cabo en los cuarteles
en la que se invitaba al asesinato de oficiales y jefes, sin dístín-
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cion y sin excluír a su familiares. De todo esto tuvo pruebas do-
cumentadas el gobierno de entonces que llegó a conocer los pla-
nes subversivos del comando del Apra y de la ola de terrorismo
que se iba a desencadenar en la capital y en la República para elí-
minar a todos los que consideraban como enemigos.

No cabe hacer recaer sobre simples adherentes fanáticos
la tremenda responsabilidad de todo un sistema que no ha podido
crearse, dada la rígida disciplina del partido y el poder omnímo-
do de su jefe, sino bajo su inspiración y con Ia aprobación de éste.

La simple diferenciación entre delitos comunes y delitos po-
líticos ha tenido que ser superada por la fuerza de los hechos en
la historia y en el Derecho Americano y aun mundial.

En efecto, antiguamente, la categoría de política cubría los
delitos comunes que, incidentalmente, podían cometerse sin com-
prometer la responsabilidad de los jefes del movimiento. Después
de la propagación de doctrina como la anarquista, primero, mar-
xista, luego, y totalitarista o nazi-fascista, finalmente, en el com-
plejo de los movimientos, elementos de criminalidad común cons-
tituyen la característica más saltante. Este punto de vista motivó
una corriente en .el sentido de que se estudiara el delito territorís-
ta distinguiéndolo de delito político y del simple delito común; y
dentro de este criterio es evidente que no procede el asilo a favor
de los políticos complicados en movimientos que envuelven delin-
cuencia totalitaria o terrorista.

En el derecho panamericano se dejó sentir Ia necesidad de
tomar medidas contra los métodos que implican un serio peligro
para la organización política y social y para la misma vida civi-
lizada. Esta corriente inspiró la Convención contra el anarquismo
votada en la II Conferencia de México y ha inspirado la Revolu-
ción XXXII de la Conferencia de Bogotá, que respondiendo al
clamor de Ia opinión pública americana, condenó no sólo las acti-
vidades comunistas, sino cualquier totalitarismo.

La finalidad política en los movimientos revolucionarios de
índole totalítaría, no suprime ni atenúa, sino más bien agrava la
culpabilidad en los delitos comunes que se realizan y, por 10 mis-
mo, no puede determinar la exención de responsabílídad para los
jefes reconocidos de dichos movimientos.

Todas estas consideraciones habrán de llevar al ánimo de
Vuestra Excelencia y del Gobierno colombiano la convicción de
que no cabe calificar como asilado político al Jefe de una organi-
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zación respecto de la cual se sigue ante los Tribunales de la Re-
pública procesos que envuelven una definida responsabilidad pe-
nal. El jefe y a los líderes que han constituído y organizado ,el A-
pra, preparando a su afiliados intelectual, moral y materialmente
para realizar metódicamente tantos crímenes y causar tantos ma-
les al Perú no puede dejárseles sin que recaiga sobre ellos la res-
ponsabilídad que, serena pero enérgicamente, Declama el país en-
tero: y no habría gobierno alguno que sin hacerse de muy grave
y merecida reprobación ciudadana, osara admitir que el Derecho
de Asilo. creado exclusivamente para 'amparar a meros políticos
en desqracra se hiciese blandamente extensivo, con enorme lesión
de elementales principios. de justicia, a criminales comunes, como
el que me ocupa: fríos y sin escrúpulos, calcados sobre el modelo
de los que ensangrentaron hogares, talleres, escuelas, cuarteles y
templos bajo la feroz dominación nazi-fascista en Europa y termi-
naron por ensangrentar el mundo. Sería atentar no sólo contra la
propia seguridad del Estado peruano, sino contra la seguridad de
los demás pueblos y gobiernos del Continente. El Apra es un peli-
gro para el Perú y para la América toda. Por eso, prevísoramen-
te, la combatió Sánchez Cerro; por eso, también, Ia combatieron
Benavides y Prado y hasta su aliado político Bustamante y Rive-
ra, se vio obligado 'a denunciada como un peligro nacional y tra-
tó de contenerla, Por eso, finalmente, Ios Institutos Armados de '¡a
República. en gesto unánime, se han visto en la necesidad de po-
ner fin a tantos crímenes y males, para salvar al Perú.

El actual gobierno del Perú, al poner estos hechos en co-
nocimiento del Gobierno de Colombia, los denuncia también an-
te la América toda por cuanto ellos, revistiendo carácter terroris-
ta, amenazan sus instituciones básicas, su orden jurídico, su régi-
men democrático, y aún su misma existencia y soberanía.

En vista de la exposición anterior, el Gobierno del Perú
no se cree obligado, dentro del estricto cumplimiento de la Con-
vención vigiente entre el Perú y Colombia, a otorgar el salvocon-
ducto solicitado; y así considera procedente dilucidar en una dis-
cusión franca y amistosa, el presente caso a la luz objetiva de los
hechos. Por lo mismo me es grato invitar a Vuestra Excelencia a
la consideración de los que he mencionado y de otros que mi Go-
bierno puede invocar.

Deploro que la declaración en genera.] y en principio he-
cha por este Ministerio de que cumpliría sus acuerdos internado-

.-'- 409

males sobre el asilo, haya sido interpretada por Vuestra Excelen-
da como una promesa de que el salvoconducto solicitado sería con-
Ieri'do incondicionalmente, Mi Gobierno reitera, una vez más, su
.decisíón de cumplir los compromisos vigentes en la extensión y
.dentro de las condiciones establecidas por ellos.

Aprovecho la oportunidad para reiterarle, señor Embaja-
.dor, las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.

(Pdo.). FEDERICO DIAZ DULANTE

Al Excelentísimo señor don CARLOS ECHEVERRI COR-
'TES, Embajador de Colombia.

Lima, marzo 4 de 1949.
Señor Ministro:

Tengo el honor de acusar recibo de la nota de Vuestra Ex-
.celencia No. (D) 6-8/2, de 22 de febrero de 1949 destinada a
.dar contestación a mis notas de 4 y 14 de enero y 12 de febrero
.de este mismo a1ño, en las cuales se solicitaba el salvoconducto
para el doctor Víctor Raúl Haya de la Tome, asilado en esta Em-
bajada. En dicha nota Vuestra Excelencia, después de exponer
.dííerentes consideraciones, tanto acerca de la posición del Perú
.ante las normas del derecho de asilo establecidas en Américaco-
mo acerca del caso mismo del Doctor Haya de la Torre, declara
en conclusión que el Gobierno del Perú no se cree obligado a o-
torgar el salvoconducto solicitado. Añade Vuestra Excelencia
que por esta razón el Gobierno "considera procedente dilucidar
-en una discusión franca y amistosa el presente caso a la luz ob-
jetiva de los hechos" y termina invitando al suscrito a la conside-"
ración de éstos y de otros, agrega, que su Gobíerno puede invocar.

Aunque es de observar que [as consideraciones y la con-
-clusíón a que acabo de refefi.rme cambian el terreno en que se en-
-con traba situado el asunto, por cuanto la expedición del salvo-
<conducto había sido presentado por Vuestra Excelencia como de-
pendiente de una cuestión de oportunidad y no de una cuestión
-de principio, en las líneas que siguen examinaré sucintamente [as
'consideraciones y la cdnclusíón de que se trata.

En 'la nota referida, Vuestra Excelencia, para explicar que
-el Gobierno del P,erú no se cree obligado a otorgar él salvocon-
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dueto en cuestión, hace una serie de argumentaciones encamina-
das a demostrar:

10.-Que por no haber ratificado el Congreso peruano la
Convención sobre esilo político suscrita en Montevideo en 1933,
al Gobierno del Perú no le obliga la norma jurídica consagrada
explícitamente en el artículo 20. de dicha Convención, según la
cual la ca'lífícacíón de la delincuencia política corresponde al Es-
tado que presta <elasilo;

20.-Queel doctor Víctor Raúl Haya de la Torre, jefe del
partido Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA), es
un delincuente común y no un asilado político.

El Gobierne; de Colombia lamenta no estar acorde con 'la
tesis de que al Gobierno del Perú, por no haber ratificado la ci-
tada Convención de Monteviedo, no le obliga, en materia de asi-
lo, la regla según la cual la calificación de la delincuencia políti-
ca corresponde al Estado que preste el asilo, y ello por las síquíen-
tes razones:

1) .-Esa regla jurídica es anterior al Tratado de Montevi-
deo y no deriva su obligatoriedad solamente de éste, sino tam-
bién: a) del derecho consuetudinario; b) del Tratado y Conve-
nios diferentes del suscrito en Motevideo en 1933, y c ) de la na-
turaleza misma de las cosas.

En efecto, antes que se celebraran los Convenios multila-
terales sobre asilo, ya el derecho consuetudinario había creado'
esa institución, por razones de humanidad, para los delincuentes
políticos, sobre la base de que naturalmente la calificación de la
delincuencia no podría ser hecha pore el Gobierno interesado en
castigar al asilado, sino por el gobierno asilante en quien hay que'
suponer completa imparciali'dad. El derecho de asilo es en la A-
mérica Latina una institución que se impone obligatoriamente a
todos los Estados en virtud de la costumbre, que es una de las fuen-
tes más importantes del De,recho Internacional. Cuando los Con-
gresos de Montevideo de 1889, de La Habana de 1928 y nueva-
mente de Montevideo en 1933 y 1939 consagraron en sendos
Tratados la obligación de respetar el derecho de asilo en las Em-
bajadas, y Legaciones de los Estados signatarios, no hicieron
otra cosa que cristalizar en cláusulas convencionales principios
que ya existían anteriormente con carácter obliaatorio en virtud
de la costumbre. Entre esos principios se encuentra, -porque de
10 contrario Ia institución carecería de sentido y de eficacia-, el'
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.de que es el Estado asilante quien decide si se trata de un asila-
do perseguido por motivos polítícos o reclamado por delitos co-
munes.

Los Tcatados y Convenios sobre asilo anteriores o poste-
riores al de Montevideo de 1933, han consagrado, unas veces de
manera explícita y otras de manera implícita, o han considerado
sobreentendida, la norma según la cual corresponde al Estado
asílante calificar la delincuencia. La Convención de La Habana
de 1928, al establecer que "el asilo de delincuentes políticos en
Legaciones, navíos de guerra, campamentos o aeronave s militares
.será respetado en la medida en que como un derecho o por hu-
manitaria tolerancia: lo admitieren el uso, las Convenciones o las
Leyes del país de refugio", sienta la misma regla consignada en
-el artículo 20. de la Convención de Montevideo, por lo menos pa-
ira un caso como éste, en que el país asilante ha sostenido y prac-
ticado invariablemente dicha regla. Lo propio puede decirse del
artículo 18 del Acuerdo Bolivariano de 1911 que al hacer expre-
sa .alusíón a los principios del Derecho Internacional para la regla-
mentación del asilo, implícita pero elocuentemente inciuyeentre a-
quellos los establecidos por la costumbre y por pactos multilatera-
les de tanta trascendencia en la formación del Derecho Internacio-
nal Americano como los de La Habana y Montevideo. De manera
mucho más explícita y terminante, 'la Convención sobre asilo apro-
bada por el Segundo Congreso Sudamericano de Derecho Inter-
nacional que se celebró 'en Montevideo en 1933 -Convención
suscrita por el Perú, estableció en su artículo 30. que "[a calífí-
-cacíón de las causas que motivaron el asilo corresponde al Esta-
-do que 10 concede" . Finalmente, el artículo 27 de la Declaración
Americana de los Derechos y' Deberes del Hombre aprobada por
la Novena Conferencia Panamericana fue mucho más allá al esta-
blecer que toda persona "tiene derecho de buscar y recibir asílo
en terrítorio extranjero, en caso de persecución que no sea moti-
vada por delitos de derecho común y de acuerdo con la legislación
de cada país y con los Convenios internacionales". Es evidente
que esta cláusula se aplica al silo que una Legación o Embaja-
da otorga a las personas que se encuentran en aquél caso, por
cuanto dicho asilo constituye ordinariamente [a fase inicial de la
protección concedida a tales personas y la condición previa del
'paso de éstas a territorio extranjero.

Pero no es sólo, como se ha dicho, del derecho consuetu-
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dinario y de los Tratados y Convenciones citados de donde se de-
riva la obligatoriedad de la reqla según la cual corresponde al Es-
tado asílante la calificación de la delincuencia. Esta regla la irn-
puso la naturaleza misma de las cosas: admitir el asilo :y negarle-
al país que lo presta el derecho de calificar la delincuencia condu-
ciría senci11amente a desconocer en da práctica 10 que se admite
en teoría.

2) .-El Perú, inclusive bajo su actual gobierno, ha reco-
nocido y aplicado siempre la norma jurídica consignada en el ar-
tículo 20. del Tratado de Montevideo, como es fácil comprobarlo
con la enunciación de los siguientes casos: a) asflo de los Ex-Mi-
nistros del Presidente Pezat en la Legación de Francia en Lima,
en 1865, o sea muchos años antes que se celebraran las primeras
Convenciones sobre asi'lo: b) asiló, en 1914, al doctor Alberto
Ulloa Cisneros, en la Legación de Bolivia en Lima; c) asilo, en
1930, del señor José Leguía en la Legación del Brasil en Lima; d)
asilo, en 1930 del doctor Alberto Salomón en la Legación de Bo-
livia en Lima; e) actuación del Embajador peruano, doctor Víc-
tor Maúrtua, en La Habana, en 'relación con el asilo del ex-pre-
sídente Menocal-en la Legación del Brasil: asílo, durante la gue-
rra civil español. de varias personas en la Legación y en el Con-
sulado del Perú en Madrid; g) asilo, en 1944 al señor José B. Lí-
nares y otros ciudadanos guatemaltecos, en la Legación del Pe-
rú en Guatemala; h) asilo, en 1946, de varios miembros del Go-
bierno del General Vi'llaroel en la Embajada del Perú en La Paz;
i) asilo, en 1948, del señor Ricardo Franceschi en la Embajada
del Perú en Panamá; j) asilo, del }efe aprista doctor Manuel Seao-
ne en la Embajada del Brasil en Lima en 1948; k) asilo, en 1948
del doctor Luis Alberto Sánchez, otro reconocido jefe aprísta, en
la Embajada del Paraguay en Lima; 1) asilo, en 1948 del Diputa-
do aprista Javier Pulgar Vídal en la !Embajada de Colombia en
Lima; m) asilo, en 1948 del ex-ministro de Gobierno doctor Ju-
lio César ViIlegas en la Embajada de Colombia en Lima.

Si el Gobierno del Perú, sin necesidad de ,ratificar la Con-
vención de Montevideo de 1933, ha aplicado o sustentado o res-
petado en todos esos casos Ia regla consignada en su artícuo 20.
es porque reconoce que ese principio no deriva su obligatoriedad
de dicho texto, sino que, como ya se expresó, la deriva del dere-
cho Internacíonal, del canjunto de las Convenciones Internacio-
nales sobre asilo y de la naturaleza misma de las cosas.
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3) El Gobierno del Perú no se ha limitado a dar aplicación
práctica a la mencionada regla, en los casos enumerados" sino que
no ha vacslado en proclamar públicamente el carácter imperativo
de dicha norma, como se desprende de la información oficial del
Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú, publicada en el Co-
mercio de Lima el 26 de octubre de 1948.

A ese comunicado oficial pertenece el siguiente párrafo,
que no requiere comentarios: "Conforme a los Convenios Inter-
nacionales vigentes ya referidos, corresponde al Estado que pres-
ta el asilo calificar si el hecho que lo ha motivado es un delito 'co-
mún o un delito político, y el Perú ha sostenido antes de ahora
que en el caso de que un representante diplomático no entregue

. a un asilado por no consideralo reo de delito común, procederá
sólo a conceder la extradición después de que el asilado haya sali-
do del territorio del País y siguiendo los procedimientos estable-
cidos en las Convenciones Intrnacionales que norman [a materia,
tesis esta que es aceptada y reconocida por todos los países de A-
mérica.

r40.-En el caso concreto del doctor Víctor Raúl Haya de
la Torre el Gobierno del Perú aceptó, en una forma implícita pero
inequívoca. la facultad del Gobierno de Colombia de calificar la
delincuencia. Esa aceptación la hizo en dos formas diferentes: a)
absteniéndose de hacer reparos, reservas u observaciones cuando
le fue comunicado el asilo el día 4 de enero; b) prometiendo tanto
al Embajador de Colombia como a varios otros jefes de Misión.
en repetidas ocasiones, y especialmente en los días 22 de enero y
5 de Febrero. que sería otorgado el salvoconducto para el doctor
Haya de la Torre, sin que en esas conversaciones se expresara
ninguna duda sobre la obligación del Gobierno del Perú de' entre-
gar tal salvoconducto.

50.-Es de la naturaleza del derecho de asilo tal como lo
definen la costumbre y los pactos internacionales que su otorga-
miento no puede estar sujeto a ninguna discusión entre el Esta-
do de refugio y el Estado a que pertenece la persona asilada. 'El
asilo se concede o no se concede y esta determinación la toma so-
beranamente el Estado asílante. Al otro Estado no le compete
más función que la de dar las facilidades necesarias para que la
persona asilada sea puesta en seguridad. Si pudiera empeñarse un
debate 'entre los dos Estados sobre esta materia, las Convencio-
nes sobre asilo serían totalmente inoperantes. Y sabido es que un
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principio universal de derecho manda que las leyes y los Trata-
dos sean interpretados en un sentido que los haga operantes.

60.-Si, desconociendo la obligatoriedad de la costumbre,
se pudiera admitir que en materia de asilo el único vínculo jurí-
dico existente entre el Perú y Colombia es el Tratado de La Ha-
bana, no seria menos cierto que al Gobierno de Colombia le corres-
pondería la facultad, en este caso, de calificar la delincuencia. En
efecto, aparte de que allí se establece que el asilo será respetado
en la medida en que 10 admitiere el uso del país de refugio -que
en este caso es Colombia, cuyo uso invariable ha sido el de re-
conocerle al país asílante el derecho de calificar ial delincuente-, _
es incuestionable que ninguna de :¡as reglas cosignadas en el artí-
culo 20. de dicha Convención tendría sentido ni posible aplica-
ción si no estuviera sobreentendida la norma consignada en el ar-
tículd 2'0. del Tratado de Montevideo. Conforme a dicho texto
cuando el agente diplomático que concede el asilo por estimar que
se trata de un delincuente político 10 comunica al MInisterio de
Relaciones Exteriores del Estado del asilante, lo único que éste
puede hacer es exigir que el asilado sea puesto fuera del territo-
rio nacional dentro del más breve plazo posible, sin que se le de-
je desembarcar en ningún punto de dicho territorio ni en lugar
demasiado próximo a él y sin que se le permita practicar actos
contrarios a [a tranqui'lidad pública mientras dure el asilo, En
ninguna parte establece esta Convención que sea el Estado del a-
silado el que tenga derecho de calificar la delincuencia ni que es-
ta haya de ser calificada por los dos Estados de común acuerdo.
Hay que considerar sobreentendida entonces la regla impuesta
por la costumbre y consagrada por el Derecho Internadonal. Esa
reqla es la de que [e corresponde al Estado asilante calificar la
delincuencia, porque así 10 han establecido las Convenciones mul-
tilaterales que se han referido explícitamente a esa cuestión y la
práctica constante de los Estados signatarios de esas Convencio-
nes, las cuales aun sin haber sido ratificadas por alguno o algu-
nos de 'dichos Estados, constituyen una fuente indiscutible y obli-
gatoria del Derecho Internacional. Cuando las Convenciones de
Montevideo de 1933 corisaqraron la referi'da norma, no hicieron
sino confirmar un principio ya existente y ratificar la interpreta-
ción que ya se había dado en la práctica a la Convención de La
Habana.
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Pasando ahora a la serie de cargos que en la nota de Vues-
.tra Excelencia formulan contra la Alianza Popular Revoluciona-
ria Americana, por sus actividades políticas, así como contra al-

I,gunos miembros de ese partido, debo limitarme a observar que el
-Gobíerno de Colombia no puede entrar a analizar esos cargos ni
a empeñar una discusión sobre el particular sin inmiscuirse en la

,política interna del Perú. Pero esta misma consideración, obvia
por 10 demás, muestra que la larga exposícíón de carácter histó-
-rico-político que contiene la nota de la Cancillería peruana sobre
las actividades del APRA sólo puede conducir a hacer resaltar el
hecho de que el caso del doctor Haya de la Torre, reconocido je-
'fe de ese partido, es un caso típico de asilo político.

Por otra parte, -parte por cierto principalísima- en la
'nota de Vuestra Excelencia no se menciona ninguna providencia
'judicial de la cual aparezca el doctor Haya de la Tome como "per-
sona acusada o condenada por delitos comunes" con anterioridad

.a la fecha en que le fue concedido el asilo, según lo requiere el
.artículo lo de la Convención de La Habana de 1928, Convención
que, según Vuestra Excelencia, constituye el status juris entre el

'Perú y Colombia en esta materia.
Si no me extiendo en comentarios sobre la parte de la no-

"-Ía de Vuestra Excelencia en que se hace una exposición sobre Ias
actividades de la APRA es por la inquebrantable voluntad del

"Gobierno y Pueblo de Colombia de cumplir escrupulosamente con
la obligación que tienen de mantenerse completamente ajenos a
las cuestiones de política interna del Perú y de no contemplar el
caso del asilo del doctor Haya de la Torre sino a la [uz de los
principios, 'con abstracción de las personas que puedan aparecer

'interesadas.
Al Gobierno de Colombia no 10 guía, en efecto, en este ca-

so, sino el celo por el mantenimiento de un principio constante en
-el Derecho Americano. Por razón de las circunstancias, se consi-
dera obligado a defender ese principio en nombre de la comunidad
americana, Colombia no tiene en este caso un interés propio ni
'pide nada para sí ni está animada por sentimientos egoistas. No
hace otra cosa que sostener con indiscutible desinterés una noble

'tradición jurídica americana que en su concepto no podría que-
brantarse sin grav,e menoscabo para la solidaridad y el prestigio

-del Continente.
Por todas las anteriores consideraciones, mi Gobierno me
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encarqa insistir, como lo hago por medio de la presente 'comuni-·
cación, en solicitar del Gobierno de Vuestra Excelencia la prono.
ta expedición del salvoconducto de que se trata, en la esperanza
de que ese Gobierno, continuando la honrosa tradición ya aludi-
da, y a la cual mi Gobierno se complace en tributar merecido ho-
menaje, dé su asentimiento a esta amistosa solicitud, que se ins-
pira únicamente en los principios jurídicos y humanitarios a que
me he referido.

Aprovecho esta oportunidad para reiterar a Vuestra Exce-
lencia las seguridades de mi más alta y distinguidas consideracio-'

Carlos Echeverri Cortés, Embajador de Colombia.

Al Excelentísimo señor Contralmírante don Fede-
rico Díasz Dulanto, Ministro de Relaciones y
Culto.-Ciudad.

Lima, 19 de marzo de 1949 No. D 6-8/4.
Señor Embajador:

Me es honroso dar respuesta a la nota de Vuestra Exce--
lencia del 4 del presente mes para discutir los aspectos pendien-
tes del asilo de Vrctor Raúl Haya de la Torre. El Gobierno del
Perú deplora que Vuestra Excelencia se haya limitado a estudiar'
la regla de la calificación de la delincuencia prescindiendo de'
otros puntos fundamentales que constituyen el fondo de la cues-
tión planteada. Sostiene la nota de Vuestra Excelencia: a) Que'
la regla de la calificación unilateral o subjetiva de la delincuen-
cia es de derecho consuetudinario; b) Que la ha aplicado e invo-
cado el Perú; c) Que existe en otros Tratados, y d ) Que la re-
gla es necesaria porque sin ella el asilo sería inoperante.

Cúmpleme contestar a Vuestra Excelencia sucintamente, en
el orden indicado.

1. La afirmación de Vuestra Excelencia de existir un dere-
cho consuetudinario sobre la calificación unilateral se halla defi-
nitivamente desvirtuada por los antecedentes oficiales de la ne-
gociación de la Convención de 1933. N o pudo establecerse una'
costumbre porque se constató que habían surgido gmndes ..desa-
cuerdos sobre todo en la calificación de la delincuencia común o
política o conexa, que se han atribuído unílateralmente los gobier-
nos de los países convulsionados o las Legaciones que han conce-
dido el refugio". Tomamos la frase citada del informe presentado
por el Instituto Ameoícano de Derecho Internacional que, con el'
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proyecto respectivo, sirvió de base a los trabajos de la Conferen-
cia de Montevideo.

De otro lado, los considerandos de dicha Convención con-i :
firman la preexistencia de posiciones contradictorias pues hablan
de la necesidad de una reg'la para Ios casos de violencia o pertur-
bación ordinaria y de conservar la cordialidad y la buena armo-
nía. Como medida expediti'va se adoptó, entonces, parte del tex-
to del Instituto Americano de Derecho Internacional, dándose a
la regla un sentido demasiado absoluto, y, por 10 mismo, con de-
fectos que dete:r,minaron la modificación introducida por la Con-
vención de 1933 como veremos luego.

De este oportuno recuerdo deduce esta Concillería las si-
guientes consecuecias; l.-No ha existido derecho consuetudina-
rio para la calificación unilateral de la delincuencia.-2.-La re-'
gla adoptada por la Convención de 1933 era incompleta y ,r~su~-
tó por ello inconveniente; Y 3.-El carácter absoluto y antítecní-
co de la fórmula aprobada explica la falta de ratifi,cación de la"
Convención de 1933 por parte del Perú.

11. Esta Cancillería ha revisado cuidadosamente todos 'los·
casos que menciona Vuestra Excelencia y ha veri'ficado que,' ex-
cepción hecho de los asilos de la época del Presidente Bustaman-
te y Rívero, en todos los demás no ha funcionado la regla, de la.
calificación unilateral del país asilante: a) Bl asilo concedido a
los ex-Ministros del Presidente Pezat, en la Legación de Francia
en Lima, en 1865, acabó por ser aceptado, no porque el Minis-
tro francés M. Vion invocara una regla que no podía existir cuan-
do apenas se iniciaba la institución en América, sino por el arqu-
mento poderoso de que el tribunal que requería a dichos Minis-
tros se había constituído después del asilo. b) En el asilo del se-'
fior don Alberto Ulloa y Císneros no hubo discusión dada da per-
sonalidad del político peruano. c ) Respecto del caso del señor Jo-
sé Leguía el gobierno del Perú se resistió al asilo, invocando el
hecho de estar el asilado sometido a un proceso común y acce-
dió porque el gobierno de! Brasil se comprometió a retenerlo du-
rante un plazo a fin de que el 'Perú pudiera formular un pedido
de extradición; d) En el asilo de don Alberto Salomón en la Le-
gadón de Bolivia, el Perú lo aceptó en consideración a que e! asi-
lado había dado garantías al tribunal de sanción que lo reclama-
ba por responsabilidades de carácter 'económico. e) En el casa
del ex-Presidente de Cuba, el señor Menocal, fue asilado en la
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.Embajada del Brasil en ese país y no del Perú. f) Los asilos en
España se realizaron de un modo excepcional, extendiendo la in-
munidad diplomática a diferentes locales para proveer a ,la salva-
ción de la vida de un considerable número de personas, a veces
extrañas a la política, en momentos de caos y de extrema violen-
cia que dieron al asilo un sentido metajurídico. g) El asilado se-
ñor Linares abandonó la Legación del Perú en Guatemala.

Observará Vuestra Excelencia que no se trata en ninguno
de estos casos de la aplicación automática de la calificación uní-
lateral. En los asilos posteriores que menciona la nota de Vues-
tra Excelencia realizados en la época del Doctor Bustamante y
Rivera, si bien se invocó la calificación unilatera] su aplicación
fue subordinada a que no existiera juicio previo. N o cabe afir-
mar, pues, que aún respecto de estos asílos el Perú haya aceptado

'el carácter imperativo de dicho principio, como dice Vuestra Ex-
.celencía en el párrafo 3 de su nota.

El propio comuncado que está fragmentariamente citado
por Vuestra Excelencia, declaró que la calificación unilateral no
podía aplicarse cuando había un proceso anterior al asilo. Dice,

.en efecto, el comunicado en la parte pertinente omitida:

"Es entendido que si anteriormente all he-
cho del asilo se hubiera instaurado un procedi-
miento penal de acuerdo con normas legales pre-
establecidas en el que se comprenda como reo de
delito común a alguna persona, ésta no puede a-
cogerse al derecho de asilo, y el representante di-
plomático tendrá en cuenta esta circunstancia, pa-
ra definir su línea de conducta en el caso de que
se le pida amparo, o de que sin su previo consenti-
miento, penetre el reo en la sede de la misión".

Nocibstante la aplicación de la reg1a unilateral al caso de
los jefes apristas y con la salvedad de no existir proceso previo d

que alude el comuníncado transcrito, el otorgamiento de salvocon-
ducto originó enérgicas protestas de parte de la opinión peruana
y fue uno de los puntos del programa del movimiento revolucio-
nario que constituyó el presente gobierno, con el apoyo de la na-
ción. En el caso del señor Villegas, su enjuciamiento fue también
posterior al hecho del asilo. En síntesis, los casos de asilo con-
templados por Vuestra Excelencia, o se han realizado sin lfa aplí-
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cacion de la calificación unilateral y por otras razones poderosas •.-
o, cuando se le ha invocado, el gobierno tuvo especial cuidado de
expresa,r que la regla no podía aplicarse existiendo un proceso -
previo por delito común.

Hl. En cuanto a la afirmación de que el principio figura
en otros Tratados, conviene recordar que la Convención de Cara-
cas de 1911, a que alude Vuestra Excelencia, se limitó a referir..
de un modo general, el asilo a Ios príncípíos del Derecho Interna-
cional, y que la Convención de 1939 establece una regla distinta
de la calificación unilateral limitada y discrecional que sostiene'
Vuestra Excelencia.

El artículo 2 de la Convención de 1933 decía de modo en-
fático: "La califícacíón de la delincuencia política corresponde al
Estado que presta el asilo". El carácter absoluto de esta disposi-
ción se prestaba a interpretaciones peligrosas, pues aparecía como
una disposición independiente y no subordinada a ningún criterio-
objetivo. El gobierno argentino, en 1937, en su proyecto, propu-
so modificar la redacción para precisar y Iimdtar el principio es-
tablecido. Este criterio predominó en el tratado de 1939 a rnéri-
to de esta redacción: "No se concederá asílo a los acusados de de-
litos políticos que previamente estuvieran procesados o que hubie-
ran sido condenados por delitos comunes y pOT tribunales ordina-
rios. La calificación de las causas que motivan el asilo corresp~n-
de al Estado que lo concede". De este modo el criterio subjetivo
de la calificación se detienen ante la realidad de un proceso por
delito común y sólo se aplicaria. en verdad, a casos dudosos no'
funcionando en la forma amplia y automática que le da Ia inter-
pretación de Vuestra Excelencia.

Frente a un proceso por delito común, previamente íncca-
do, hecho notorio y público, no cabría sino la discusión sobre la
naturaleza del delito y, por consiguiente, la calificación unilateral
tendría que Ser motivada y no discrecional. Vuestra Excelencia,
al citar la Convención de 1939, transcribe solo el segundo párra-
fo que establece el derecho de calificar las causas más que el pro-
pio delito, pero ha omitido la primera parte que establece la prima-
cía del criterio objetivo de un proceso anterior.

Interpretad~ la regla de la calificación unilateral, sin lími-
tes de ninguna clase y sin aceptar discusiones sobre los hechos,
que hemos llamado, en nuestra pcímera nota, realidad objetiva,
conduce a la doctrina de que el asilo Se produce y se consolida co->
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smo un derecho perfecto desde ell instante en que la Embajada lo
J comunica al Gobierno. Este asilo, que podría llamarse automático,
sería una institución original, pero absolutamente insostenible en
el dercho americano, dentro de la recta interpretación, no sólo de
la Convención de 1939, sino de la misma Convención de 1933.

IV. N o puede aceptar mi gobierno la teoría de que sin la
. calíficacíón subjetiva y discrecional de parte del Estado de refu-
gio, el! asilo sería inoperante. En 'la evolución jurídica de Amérí-

,ea, todos los países han incorporado una buena calificación de
los delitos sobre la cual actúa una eficaz estructura judicial. De

.tal manera que la existencia de un proceso inaugurado previamen,
'te determinará el criterio para la calificación. Si no hay proceso,
y quedaren sólo frente a frente las apreciaciones subjtivas del

, Estado asílante y las del gobierno territorial, es claro que en [os
'improbables casos de duda, tienen la obligación moral y jurídica
.'de agotar todo procedimiento para exclarecerla o dilucidar los he-
,chos, lo cual dista mucho de la Iorma discrecional a que condu-
-ce el asilo automático.

V. Afirma Vuestra Excelencia que el Perú prestó su acep-
.'tación a ,la calificación del asilado en forma implícita pero inequí-
voca, y la deduce de la abstención de todo reparo y de presuntas
promesas verbales al Embajador de Colombia y a otros jefes de
misión. Y de presuntas promesas verbales no cabe después de

.'mi primera nota esta interpretación, creo mi deber manifestar: 1)
que la aceptación no puede ser nunca implícita, sino expresa y ea-

'tegórica tratándose de una materia de tanta importancia, 2) que
mi gobietrno se abtuvo de hacer reparos porque quiso formularios
en su oportunidad después de meditados estudios y con Ia acos-

. tumbrada reunión de la Comisión Consultiva de Relaciones Exte-
riores; y 3) que las promesas a que alude Vuestra Excdencia son
simples apreciaciones subjetivas de la declaración mía de que el

'Perú cumpliría sus compromisos internacionales.
La ;regla de la calificación unilateral, como precepto de de-

recho escrito no puede obliqar al Perú, que no ratificó la Conven-
ción de 1933. Han pasado 16 años. Nuestra renuencia a ratificar-
la es prueba de nuestro rechazo que, por otra parte ha coincidi-
do con -las modificaciones y limitaciones hechas por la Conven-
ción de 1939.

VI. El gobierno del Perú no puede aceptar el criterio de
- Vuestra Excelencia de limitar esta discusión, de tan honda ím-
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.portancia por los temas que comprende, al punto procesal de la
vigencia de un tratado, punto resuelto definitivamente por la prue-
ba inconcusa de la no ratificación.

El problema que plantea el asilo de Haya de la Torre es
e! siguiente: el asilado es el jefe de una organización de carácter
tota~itairid que viene practicando, en forma sistemática, el terro-
rismo en el Perú, y que ha sido incluido y citado públicamente
en un proceso de rebeldía y sedición en el que se han acumulado
hechos concomitantes, anteriores y posteriores, que acreditan el
carácter terrorista del delito imputado. En una palabra, descarta-
da la calificación unilateral, Incontestable es el hecho del proceso
y su anterioridad a~ asilo, el punto en debate entre este gobierno
y el de Vuestra Excelencia en la cuestión jurídica planteada por
el Perú en mi nota anterior: ¿el terrorismo puede estimarse como
un simple delito político o como una agravada modalidad de la
.criminalidad común?

Cuando surgió el asilo, de acuerdo con nuestras tradicio-
nes humanitarias, 10s' movimientos políticos trataban simplemente
-de cambiar el personal de los gobiernos o de introducir formas
más avanzadas de la concepción democrática y se realizaban den-
tro de los principios de la ética universal. 'El clima político ha cam-
'bíado en los últimos tiempos por la propaganda anarquista, los
asesinatos de jefes de Estado, el uso de explosivos y la intimida-
-cióri totalitaria soviética y nazista, creando una situación com-
-pleja que eminentes juristas se han visto obligados a estudiar a
la luz del criterio de la defensa social, de la personalidad y de la
-estructura del Estado, Se perfiló, desde entonces, la figura jurí-
dica del delito contra la s-eguridad del Estado y la organización
'Social, que empleaban no solo las modalidades de un programa,
-sino la destrucción de la estructura soda'! o estatal y la creación
de una nueva forma en la lucha política con disciplina y ética
distintas; los métodos no reconocen 'limitación de ninguna clase,
el impulso heróico caudillesco ha sido reemplazado por la acción
directa de las masas, por la intimidación colectiva y el uso de to-
dos los medios destructívos, homicidios, explosiones, incendios,
inundaciones y cesación de los servicios índispensables para la
Vida.

Esta nueva criminalidad, que junta la política y ~la común
agravando ambas, ha sido estudiada por los juristas europeos, co-
mo un ataque no solamente al Estado nacional sino, a la comuni-



422

dad internacional. y, por consiguiente, con repercusiones en el de--
recho interno de los Estados y en el derecho de gentes. Tales re-
percusiones se dejaron sentir desde Jueqo en lo que se refiere a
la extradición en que regía la calificación subjetiva del Estado re-
querido, pero siempre bajo la garantía del criterío técnico judi-
cial. Para impedir la abusíva aplicación de esta regla, se estable-
ció en algunos tratados que no quedaban exceptuadas en la ex-
tradícíón ciertos delitos conexos, como el asesinato del jefe del
Estado y atentados como explosiones e inundaciones.

El Código Bustarnante estableció que no quedaba excep-
tuado de la extradición el atentado contra el jefe del Estado. Ya
en 1919 'el Tratado de extradícíón suscrito por el Perú y por el
Brasil hacía, a la reqla de que la extradición no procedía en los
casos de delitos políticos o infracciones mixtas, la siguiente ímpor-
tante reserva que conviene transcribir: "A menos de que se tra-
ta de hechos graves, en relación a la moral y al derecho común,
como asesinato, homicidio, envenenamiento, rnutilaciones, heridas-
graves voluntarias y premeditadas, tentativa de estos delitos, a-
tentado a la propiedad pública o privada, por incendIo,explosión
o invasión y robos, especialmente los cometidos a mano armada o
con violencia".

En este movimiento jurídico, que se inicia prácticamente
en el Instituto de Derecho Internacional,en su sesión de Ginebra,
en 1880, lo importante era la definición del nuevo delito. Tal la-
bor se emprendió en diferentes conferencias o asambleas, culmi-
nando en una comisión nombrada por la Sociedad de las Naciones
en 1935, -autora de la Convención firmada en 1939, que, si--
bien no pudo ser ratificada debido a la segunda guerra mundial.
tiene un inmenso valor. que nadie puede negar; desde el punto'
de vista de Ias definiciones jurídicas. consideraba como manífesta-
ciones del terrorismo 10s hechos íntencíonales dirigi'dos contra la
vida, la integridad física, la salud, la 'libertad de los jefes de Es-
tado, cualquier hecho intencional que pudiera poner en peligro
vidas humanas por la creación de un peligro común y "la fabri
cacíón, obtención, provisión de armas, municiones, sustancias ex-
plosívas con el propósito de ejecutar 'en cualquier país que fuese-
una infracción prevista" en el articulado de la Convención.

La nueva tendencia. así como modificó la extradición, pre-
cisando los límites de la calificación del Estado requerido, -tenía
que reflejarse en el punto relativo al asilo, tanto más cuanto que
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en Europa, como no existe de modo general el asilo, no podía a-
cogerse bajo su cubierta el terrorismo y sí lo podría en' América,
en que el asilo se había concedido a los simples delincuentes polí-
ticos. Se imponía una discriminación de acuerdo con la nueva
técnica jurídica y así sucedió en efecto. Cúpole al gobierno argen-
tino el honor de tomar la Iniciativa al respecto. En su proyecto so-
bre asilo de 1937, el artículo 3 incluyó este dispositivo terminan-
te: "Los terroristas no podrán ser beneficiados por el asilo", Si-
guió el Brasil cuya alta cultura jurídica todos admiramos.

"En una circular, bajo el número 123,1. dirigida 'el 15 de
Julio de 1938, a las misiones diplomáticas extranjeras en Río de
[aneiro, el gobierno brasileño Insistió en su opinión de que el asi-
lo, en principio, "no constituye un derecho aunque la práctica 10
haya admitido en ciertas circunstancias, como medida razonable.
determinada por razones puramente humanitarias". Hizo resaltar.
además, que no se puede admitir su concesión" a criminales comu-
nes, especialmente si ya se hallan debidamente procesados o con-
denados, ni a los desertores de tierra y de mar". Agregó que el
asilo, siendo acto de pura tolerancia. "no debe ser ofrecido", y
es admisible solamente para suministrar una protección temporal
a una persona amenazada de un peligro efectivo e inminente pa-
ra su vida o de actos evidentemente ilegales contra su persona.
Declaró además considerar "injustificable la concesión del asilo
a individuos que hayan practicado actos que, si miran a fines po-
líticos. constituyen principalmente delitos comunes o actos que re-
presentan francas manifestaciones de anarquismo o tiendan a de-
rribar las bases de la organización social común a los Estados ci-
vilizados, o finalmente actos de terrorismo, tales como dos defini-
dos en el artículo 20. de la Convención internacional firmada en
Ginebra el 16 de noviembre de 1939" ,-(H, Accioly, Tratado de
D. 1. P .. T. 11,P. 347-348.

El gobierno del Perú no pudo ser extraño ra 'esta justifica-
da corriente jurídica, Sometido el proyecto argentino al estudio
del Asesor Jurídico de esta Cancillería, -doctor Alberto Ulloa.
presentó reste un dictamen en 1937, fijando la posición peruana,
del cual tomamos los párrafos pertinentes: "La calificación del te-
rrorismo no es suficiente para comprender todos los crímenes que
en algunos casos, aun teniendo ciertos aspectos políticos, no de-
ben ser cubiertos por el asilo" ... "Un país como el Perú, donde
tales crímenes se han realizado con caracteres específica mente po-



424 -

Iíticos, cometería grave error si no aprovechara de su dolorosa
experiencia para oponerse a un Convenio que no dejara clara-
mente establecida esta excepción". Se refería el señor Ulloa a la
necesidad de que la nueva concepción exceptuara expresamente
del asilo a los delitos territoristas y exigía únicamente como con-
dición que existiera un proceso judicial anterior al hecho del asilo.

Han fijado pues, su posición en esta importante materia
los países europeos y 'los países americanos citados. La tradición
jurídica de Colombia es no menos bríllante que la de los países re-
feridos y, por lo mismo, tenemos que presumir que el gobierno de
Vuestra Excelencia 'no abrigará ninguna duda acerca de. que la
Hnaiídad política de algunos actos terroristas no pueden darles el
caráctef de delito político susceptible de ser amparado por el a-
silo. Refuerza nuestro convencimiento la declaración que hizo el
gobierno de don Rafael Núñez, fiqura prócer de Colombia -y de
América, el 16 de febrero de 1885, y que conviene citar: "Reco-
nocido como está por sabios expositores, que el derecho de la pro-
pia conservación y de la suprema defensa de los Estados, es su-
perior a culesquiera otras consideraciones, y aún a las inmunida-
des de que gozan los agentes diplomáticos, mi gobi'erno procederá,
llegado el caso, en verdad felizmente muy remoto, inspirándose
en aquella regla; pero confía desde luego en que el respetable
cuerpo diplomático 'residente en la capital. del cual es Vuestra
Excelencia miembro muy distinguido, no dará lugar a la eventua-
lidad de reclamarle individuos asílados en sus residencias, a quie-
nes por cualquier motivo busque la autorídad 'legal, siendo de su-
ponerse que no tratándose de amparar a nadie contra rigores bár-
baros, no quiera mezclarse en nuestras desgraciadas contiendas
domésticas" .

VII. Establecida, con palmaria evidencia, la doctrina jurí-
dica que no permite incluír en el asilo el terrorismo y [os delitos
contra la sequrídad social y la personalidad del Estado, la díscu-
Sión. queda circunscrita a saber si el asilado Haya de la Torre
está incurso en un proceso incoado annteriormente al asilo.

Sabe bien Vuestra Excelencia que en el proceso sobre el
movimiento del 3 de octubre de 1948, por delitos de innegable ca-
rácter terrorista, se ha citado a Víctor Raúl Haya de la Torre.
Ese proceso se sigue ante los Tribunales ordinarios de la juris-
dicción de la Corte Suprema. El proceso se inició en octubre del
año pasado, y el asilo se produjo el mes de enero del presente año.
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Los códigos penales consideran como delitos contra la seguridad
pública el inoendío, [a explosión y el simple hecho de fabricar o
procurarse explosivos o bombas casti'gándose 'estos delitos con pe-
nas severas. Nuestros códigos legislan expresamente sobre esta
materia; y cuando éstos y otros crímenes son cometidos con mo-
tivo de la rebelión, se juzgan y castigan considerándolos indepen-
dientes de la propia rebelión, pero por los mismos tribunales pre-
establecidos. La finalidad política en el delito de rebelión, de acuer-
do con la legislación peruana, no priva del carácter común a lo-s
hechos delictuosos como el uso de los explosivos u otros actos pe-
nados por nuestra ley. Por 10 que se refiere a la culpabilidad,
nudstra legislación establece la responsabilidad de los jefes del
movimiento revolucionario.

No eS la Junta Militar de Gobierno la que ha incoado este
proceso. El se Inició por el gobierno del doctor Bustamante y
Rivera, el que, a su vez, fue el que descubrió la enorme provisión
-de explosivos que deberían utilizarse en 'Lima como consta 'en las
publicaciones de esa época que Vuestra Exce1encia no puede ig-
norar.

De otro lado, las imputaciones al -APRA de 'sus delitos co-
munes y por su organización terrorista fueron hechas en forma
definitiva pOT los gobier'nos anteriores al del doctor Bustamante
y Rivera.

El 28 de diciembre de 1938, el general Benavi'des dirigió
un cablegrama a distinguidas personalidades de América formulan-
do contra el APRA las gravísimas acusaciones a que hemos aludi-
do en nuestra primera nota y que nadie pudo en esa época desau-
torizar.

y no es dable afirmar que sobre esos tristes hechos ha caí-
do el manto del olvido y el perdón, del indulto y de la amnistía,
porque se repitieron sin excusa alguna, cuando el país generosa-
mente le dio al APRA la oportunidad de convertirse en un verda-
der'o partido político, dejando de ser una secta, y a sus jefes la
de evolucionar de demagogos a verdaderos hombres de Estado.
Aquella transformación no se realizó, El APRA continuó, desde
el poder, usando los métodos totalitarios y terrorístas que empleó
en ,la oposición. No bastaron las admoniciones del Presidente Bus-
tamante y Rivera. Tuvo este que pasar a las denuncias formales
y, a pesar de ellas, como estaba previsto. estalló el movimiento



426 -

del tres de octubre, en que corrió la capital del Perú el peligro de-
ser destruida.

La abrumadora y trágica evidencia de estos hechos obli-
gó al Presidente Bustamante y Rivera a poner fuera de la 'ley al.
APRA en un decreto cuyo fundamento principal transcribo:

"Que el partido aprísta por el empleo persistente de méto-
dos de violencia, por el fanatismo que inculca a sus adhentes, por
su organización vertical. sobre las bases de la obediencia com-
pulsiva, de la agrupación de sus afiliados en células regimentadas
y del mantenimiento de bri'gadas de choque, ha puesto en eviden-
cia que su funcionamiento está fundado en un sistema de fuerza
típicamente antidemocrático, que contcaría la esencia y la letra
del artículo 10. de la Constitución del Estado".

VIII. Vuestra Excelencia afirma que no puede entrar a
ana'lízar los cargos formulados contra el APRA en mi primera no-
ta sin inmiscuirse en la política interna del Perú. Respondo a
Vuestra Excelencia que no es intromisión juzgar hechos que un
país somete voluntaria y confiadamente a la apreciación del go-
bierno de otro país hermano. En cambio, debo observar que con-
ferir a Haya de la T'orre el carácter de asilado político es califi-
car los hechos desestimando, al mismo tiempo, el valor de los do-
cumentos y de las pruebas. Hay alqo más: Vuestra Excelencia
pasa un juicio sobre los hechos puntualizados, al decir que ellos
están aprobando su carácter político y el hecho de ser Haya de
la Torre reconocido jefe de un partido, y por consiguiente es el
caso tÍlpico de un asilo político.

Debo recordar a Vuestra Excelencia que la finalidad polí-
tica de los hechos no les quita su carácter de criminalidad terro-
rista y, por 'lo tanto, común; y que el reconocimiento de la Jefa-
tura de un partido que comete tales actos no Ilevaria, en verdad,
a ·Ia caracterización del asilo, sino simplemente a la fijación de la
responsabilidad del jefe de la organización totalitaria mal llamada
partido.

IX. Esta cancillería deduce de la presente discusión las si-o
guientes conclusiones:

l.-El Perú no está obligado jurídicamente a aceptar la ca-
lificación unilateral del asilado, hecha por Vuestra Excelencia.

2.-El delito terrorista no puede ser considerado como de-
lito polítíco, y por 10 mismo, no debe ser amparado por el asil.o.

3.-Existe un proceso previo al asilo que va a examInar
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las actividades terroristas del APRA y la responsabilidad de su
Jefe, incluído desde el primer momento en dicho proceso.

Por lo que se refiere al proceso judicial instaurado, bajo la
soberanía nacional. debo afirmar que el Tribunal 'responde a la
organización general y permanente del poder judicial peruano y
que tiene la garantía de la resolución final de la Corte Suprema
de la República, como ya lo he manifestado.

X.--'El Perú comparte con el Gobierno de Vuestra Exoe-
lencía Ios sentimientos a favor del asilo que ampara a 'los acusa-
dos de simples delitos políticos. El Gobierno del Perú se precia
de haber defendido esa institución por razones humanitarias. Pe-
ro hay que reconocer que el asilo no puede extenderse a ciertos
aspectos de la realidad presente de América. Y no se diga que
esa realidad, grávida de posibilidades de violencias y de actos te-
rroristas, exista solamente en el Perú. Otros pueblos de América
'han sufrido trágicamente experiencias acerca de las nuevas moda-
lidades de la criminalidad terrorista. Las razones humanítacías
'que inspiraron el asilo deben invocarse hoy, para impedir que se
'extienda a los delincuentes terroristas que ,recibirían aliento y
confianza, en su obra de sangre y de ruina, si van a contar con
el amparo del asilo diplomático. Las víctimas que el terrorismo
produce y los indecibles daños que puede irrogar son, también,
dignos de piedad y humanidad. Los trastornos que aquellos deli-
tos han ocasionado o pudieran ocasionar a la estructura política
'o social de la república son de tal magnitud y grav'edad que po-
nen en peligro su régimen democrático, sus instituciones funda-
mentales y hasta su existencia misma como Estado. Es, por tan-
to, deber ineludible e indeclinable del gobierno peruano prevenir
todos estos' males y peligros para que el país no vuelva a sufrir-
los.

América, ciertamente, tiene interés en conservar intangi-
ble el asilo, en su prístina finalidad y en su tradición caballeresca.
Pero tiene aún mayor interés en defender la estructura del Esta-
do, la organización social, los derechos y las garantías individua-
les y la vida civilizada en el Continente. La solidaridad moral que
existió siempre sobre estas materias entre dos países de nuestra
América, se ha convertido en una solidaridad jurídica desde la
declaraoíón de Buenos Arres sobre la defensa del régimen demo-
crático. Se ha consolidado en el acuerdo de diversas conferencias
como el de La Habana sobre represión de actividades subversí-
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vas y ha culminado en la Declaración de Bogotá que ha conde-
nado el comunismo y el totalitarismo y sus métodos de coación y
de terror. La civilización está hoy, como siempre, unida a la de-
fensa de la personalidad y seguridad del Estado. ¿Qué efecto prác-
tico tendrían los acuerdos a que me he referido si el asilo pudiera
cubrir al terrorismo y si éste pudiera ser considerado como sim-
ple delito político en virtud de una generosa pero equivocada ca-
lificación unilateral?

El Gobierno del Perú aprecia la elevada intención de Co-
lombia al sostener el asilo invocando razones que no obligan ju-
rídicamente al Perú como lo acabo de demostrar en esta nota. A-
demás, 10s casos en que ,se inspira el Gobierno de Vuestra Exce-
lencia, se refieren a delincuentes políticos y no a terroristas del
grado de ternibílidad de los que pertenecen a la secta aprista en,
el Perú. Se trata. pues, de un asunto nuevo y distinto que impor-
ta para d Perú la cuestión vital de defender su estructura políti-
ca y social.

El ,gobierno del Perú declara en estos momentos que no
10 inspira interés pequeño alguno ni pasión mezquina de odio o de
venganza política. Lo inspira simplemente un sentimiento de jus-
ticia y el propó-sito de defender los más sagrados intereses de la
patria, en particular, y de América, en general

Espero que. en la discusión en que estamos empeñados,
V uestra Excelencia y el Gobierno colombiano tomarán en debida
consideración los argumentos expuestos en esta nota.

Aprovecho la oportunidad para reiterar a Vuestra Exce-
lencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.

(Fdo.) FEDERICO DIAZ DULANTE

Al Excelentísimo señor CARLOS ECHEVERRI CORTES, Em-
bajador Extraordinario y Plenipotenciario de Colombia.

Lima. marzo 28 de 1949.
Señor MInistro:

Tengo el honor de acusar recibo de Ia nota de Vuestra Ex-
celencia No. 6-8-/4, de 19 de los corrientes, destinada a dar con-
testación a la mía de 4 de marzo por medio de la cual insistí en
solicitar del Gobierno de Vuestra Excelencia la pronta expedi-
ción del salvoconducto para el doctor Víctor Raúl Haya de la
Torre, asilado en la Embajada de Colombia.
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Comienza Vuestra Excelencia, en dicha nota, haciendo
consideraciones tendientes a demostrar que "la regla de la califi-
cación unilateral, como precepto de derecho escrito, no puede 0-

blígar al Perú, que no ratificó la Convención de 1933".
A este respecto me permito observar a Vuestra Excelen-

cia 10 siguiente:
1. Hace exactamente setenta años que el Gobierno del Pe-

rú viene suscribiendo Convenciones Internacionales sobre asilo y
extradición en las cuales se estipula el principio de que la califi-
cación de la delincuencia corresponde al Estado asilante o reque-

rido.
En el año de 1879, suscribió el Tratado multilateral de ex-

tradición celebrado en Lima el 27 de marzo en el seno del Con-
greso Americano de Jurisconsultos. Tratado cuyo artículo 70., al
hablar de los delitos políticos, dice, en su parte pertinente: "Co-
rresponde al Gobierno de la República del asilo calificar la natu-
raleza de todo delito de este género, y no concederá la extradi-
ción, aunque resulte cometido en conexión con algún crimen o
delito que pudiera motívarla".

En el año de 1889 el Gobierno del Perú, por Resolución
Ejecutiva de 26 de octubre, aprobó el Tratado de -Derecho Pe-
nal Internacional del Congreso de Montevideo, que en su artícu-
-lo 23 (título III) estableció: "La calificación de estos delitos (-
los políticos) se hará por la nación requerida con arreglo a la ley-
que sea más favorable al reclamado".

En el año de 1899 celebró el Gobierno del Perú con el de
los Estados Unidos de América el Tratado de extradición de 28
de noviembre, ratificado el 23 de enero de 1901 y aprobado por
Resoluciones Legislativas de 11 de diciembre de 1899 y 25 de oc-
tubre de 1900 y cuyo artículo VI, después de establecer las nor-
mas relativas a los delitos polítícos, dice: ..Si se suscítare alguna
divergencia sobre si algún caso está o no comprendido en las dis-
posiciones de este artículo, será final y concluyente la decisión al
respecto de Ilas autoridades del Gobierno a quien ha sido dirigi-
da la demanda de extradiccíón, o que la haya concedido".

En el año de 1911 el Gobierno dd Perú firmó el Acuerdo
sobre extradición celebrado el 22 de julio en el Congreso Boliva-
riano de Caracas y lo aprobó ulteriormente, por Resolución Le-
gislativa No. 2154, de 22 de Octubre de 1915. El artículo 40. de
dicho Acuerdo, que se refiere a los delitos políticos. estatuye en
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su parte Iínal: "Si surgiere alguna cuestión sobr-e si un caso está
comprendido en [o previsto en este artículo, será definitiva la
decisión de! las autoridades del Estado al cual se haga ;la deman-
da o que haya concedido la extradición".

En el año de 1919 celebró el Gobierno del Perú con el del
Brasjl un Tratado de extradícíón que fue ratificado el 22 de ma-
yo de 1922, después de haber sido aprobado por Resolución Le-
gis:lativa número 4t462, de 7 de enero de 1921. El artículo 40. de
ese Tratado dice en su parte pertinente: "La apreciación del ca-
rácter de 1a infracción es de la competencia de la República re-
querída" .

En el año de 1932 celebró el Gobiernno del Perú con el
de Chile un Tratado de extradición firmado en Lima el 5 de no-
viembre y en cuyo artículo 111 se lee: "La apreciación del carác-
ter de la infracción es de Ia competencia del país requerido".

En el año de 1933 suscribió el Perú la Convención sobre
asilo político celebrada en Montevideo durante la VII Conferen-
cia Internacional Americana. El artículo 20. de esa Convención
dispone que' "la calificación de la delincuencia política correspon-
d_~a1 Estado que preste el asilo",

Finalmente, en el año de 1939 el Perú suscribió la Con-
vención sobre el derecho de asílo y de refugio celebrada en Mon-
tevideo el 4, de agosto con ocasión del Segundo Congreso Intera-
mericano de Derecho Internacional. El artículo 30. de dicha Con-
vención dice que "la calificación de las causas que motivaron el
asilo corresponde al Estado que 110 concede".

Fuera de las Convenciones que acaban de citarse, el Pe-
rú ha suscrito muchas otras en las cuales el mismo principio de
la calificación unilateral se encuentra claramente sobreentendido.
a saber: Convención de Extradición entre el Perú y Bélgica, ce-
lebrada en Bruselas el 23 de noviembre de 1888 y ratificada por
el Perú el 24 de agosto de 1890; Tratado de Extradición entre el
Perú y España, celebrado en Lima el 23 de julio de 1898 y rati-
ficado el 26 de julio de 1901 ~ Tratado de Extradición entre el Pe-
rú y la Gran Bretaña, celebrado en Lima el 26 de enero de 1904
y ratificado el 30 de noviembre de 1906; Convención unilateral
sobre derecho de asilo celebrada en La Habana el 20 de Febre-
ro de 1928 y Fírrnada y ratificada por el Perú.

11. El Perú no sólo ha venido suscribiendo desde hace se-
tenta alños C'onvencones Internacionales en las cuales se consa-
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gra el principio de la calificación unilateral de la delincuencia, si-
no que en reptídas oportunidades ha practicado esa norma, la ha
proclamado y la ha invocado en su favor, como 10 comprueban

.los siguentes casos:
En el año de 1946 el señor Juan Luis Gutiérrez Granier

enjuiciado y reclamado por los delitos de asesinato y homicidio.
sé asiló en fa Embajada del Perú en La Paz. A pesar de que
existían órdenes de arresto contra Gutiérrez dictadas por los jue-
ces penales bolivianos, el Embajador del Perú, en nombre de su
Gobierno y conjuntamente con los demás miembros del Cuerpo
Diplomático, representado por el Decano de éste, invocó el artí-
culo 23 del Tratado de Derecho Penal Internacional, firmado en
Montevideo en 1889 y agregó que de acuerdo con él "la califica-
ción de los de'litos se haría por la nación requerida" (Memorán-
dum presentado al la Cancíllerta de Bolivia el 6 de Agosto de
194'6)

La .actual Junta Militar de Gobierno ha expedido salvo-
conducto a los señores Hugo Otero Latorre, asilado en la Emba-
jada de Chile, Andrés Tousendan, asilado en la Embajada de Ve-
nezuela, Luis Carnero, asilado en la Embajada de México, y Ma-
nuel Vásquez Diaz, astlado en la misma Embajada, a pesar de
que todos ellos habían sido "Citados" como el señor Haya de la

"Torre, con annterioridad al asilo, en procesos de desacato y 're-
belíón. Así mismo la actual Junta ¡Mi.Jitar de Gobierno expidió sal-
voconducto el 17 de Febrero de este año a los señores Gutiérrez
Aliaga y Luis Rodríguez, asílados en la Embajada del Uruguay

-en Lima y "citados", junto con el doctor Haya de la Torre, con
.motivo de 'la rebelión del 3 de octubre.

En el año de 1936, durante Ia guerra civil española, el Pe-
rú tuvo numerosos asíiados en su Legación en Madrid y Negó a
extender el asilo diplomático a la sede consular. El Mínístro del
Perú, en nombre de su gobierno y conjuntamente con [os demás
miembros del Cuerpo Diplomático, representado por el Decano
de éste, invocó la Convención de Montevideo diciendo que el de-
recho de asilo .... refleja una necesidad que las Convenciones a-
mericanas de La Habana de 1928 y de Montevideo de 1933 han
tratado de traducir en un texto cuyo espíritu habría que encon-
tra~ 'en sentimiento protectores de afligidos e indefensos y no en

"la propia Ietra de los artículos" (Nota número 115/779, de 19 de
-octubre de 1936, suscrita por el Decano del Cuerpo Diplomático.)
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En el año de 1944 se asilaron en la Legación del Perú en
Guatemala los señores José B. Línares, Humberto Solís Gallardo
y Raúl Rodad M. Antes que el señor Linares abandonara Ia Le-
gación del Perú, el gobierno de Vuestra 'Excelencia, por conduc-
to de su representante diplomático, invocó en su favor las Con-
venciones de Montevideo y de La 'Habana sobre derecho de asi-
do para. pedírle a la Junta Revdlucionaria de Guatemala que "den-
tro de las dísposiciones de estas Convenciones" otorgara a los a-
silados "las garantías allí estipuladas, disponiendo lo necesario,
para que puedan salir con destino a [a República de México, ba-
jo Ia protección de esta Legación" (Nota sin número suscrita el
20 de octubre de 1944).

En el año de 1948 se asiló en ¡la Embajada del Perú en Pa-
namá el señor Luís Ricardo Franceschí. IBl gobierno del Perú
por medio de su Embajador, solicitó salvoconducto para el asíla-
do panameño y citó expresamente, en apoyo de su demanda, las
Convenciones sobre asilo de La Habana y Montevideo. Esto cons-
ta en la nota 5-20 M/34, de 28 de octubre de 1948, dirigida al-
Canci1'ler panameño. Según memorándum de la Cancillería de Pa-
namá, fechado ell 16 de marzo de 1949 y cuyo texto oficíal tengo
a la vista, el Embajador del Perú manifestó verbalmente al Mi-
nistro de Relaciones Exteriores de Panamá "que aun cuando el
Perú no había ratificado la Convención de Montevideo de 1933;
su Gobierno practicaba el asilo en 'la forma contemplada en di.
cho instrumento y por tanto correspondía al gobierno peruano la'
calificación del delito que se atribuia a Franceschí".

IIL Al hablar de la calificación unjlatera] de la delincuen-
cia, Vuestra Excelencia se abstiene de ensayar una réplica a la-
argumentación que presenté en mi nota anterior para demostrar
que si, desconociendo 'la obligatoriedad de la costumbre, se pu-
diera admitir que en materia de asilo el único vínculo jurídico
existente entre el Perú y Colombia es el Tratado de La Habana,
no sería menos cierto que al Gobierno de Colombia Ile correspon-
dería la facultad, en este caso, de ca'lificar la delincuencia. Debo
suponer, por consiguiente, que Vuestra Excelencia acepta que la
Convención de La Habana de 1928, al establecer que ..el asilo de
delincuentes políticos en legaciones, navíos de guerra, campamen-
tos, o aeronaves militares será respetado en Ila medida en que co-
mo un derecho o por humanitaria tolerancia 10 admitieren el uso.
las Convenciones o las Leyes del País de refugio", sienta la mis-
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ma regla consignada en el artículo 20. de la Convención de Mon-'
tevideo, por lo menos para un caso como éste, en que el país así->
lante ha sostenido y practicado invariablemente dicha reg-la.

IV. Afirma Vuestra Excelencia que Ios consíderandos de'
la Convención de Montevideo de 1933 "confirman la preexisten-
cia de posiciones contradictorias" en cuanto a la calificación uní-
laterad del asilo, pero 10 cierto es que dicha Convención carece de
"considerandos" y que, en consecuencia, el argumento que Vues-
tra Excelencia presenta apoyándose en la supuesta existencia de
ellos falla completamente por su base.

V. Bl hecho de que en el comunicado del Ministerio de Re-'
lacíones 'Exteriores del Perú, publicado en El Comercio de Lima'
el 26 de octubre de 1948, se diga que "si anteriormente al hecho'
del asilo se hubiera instaurado un procedimiento penal de acuer-
do con las normas legales preestablecídas en el que se compren-
da. como reo de delito común a alquna persona, ésta no puede a-"
cogerse al derecho de asilo", no -le quita en forma alquna tras-
cendencia a la declaración solemne, consignada pocas líneas más'
abajo en el mismo comunicado, de que "conforme a los convenios
internacionales vigentes ya referidos corresponde a,l Estado que
presta el asilo calificar si el hecho que lo ha motivado es un deli-
to común o un delito político". Nadie ha discutido que el1reo del'
delíto común le está vedado acogerse al asilo. Lo que Vuestra
Excelencia ha puesto en duda es la regla de Ila calificación unila-
teral de la delincuencia, sobre la cua-l no puede ser más explícito'
y terminante el comunicado de esa misma Cancflleria a que acabo
de referirme.

VI. Vaddría la pena ampliar y desarrollar las explicacio-
nes presentadas en mi nota anterior sobre la obligatoriedad que
la costumbre le da a Ia regla de la calificación unilateral de la de-
'líncuencia si tla lista de los Tratados firmados por el Perú en los
cuales se incluye esa norma y la enunciación de los casos en que
él la ha practicado, proclamado o invocado en su favor no hicieran
completamente innecesaria toda nueva alusión' al derecho consue-
tudinario. Lo que sí es del caso notar es que la existencia de ese
derecho consuetudinario no puede desconocerse, como parece ha-
cerlo Vuestra Excelencia, con la cita de una frase incidental con-
tenida en un informe redactado por un distinguido internaciona-
lista peruano cuando se adelantaban 'los trabajos preparatorios de'
'la Conferencia de Montevideo de 1933. Por lo demás, es obvio"
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que la institución del asilo, como lo demostré en mi nota mencio-
nada, carecería totalmente de sentido y de eficacia si se descono-
ciera la regla a que me vengo refiriendo.

Establecido en forma clara, documentada e incuestionable
el hecho de que el Gobierno de Vuestra Excelencia ha venido sus-
oribiendo, ratificando, practicando e invocando en su favor, des-
de hace setenta años, la reg1la de que el país asilante o requerido
[e corresponde calificar 'la delincuencia, me es difícil comprender
cómo pueda ella ser desconocida ahora en el caso del señor Ha-

. ya de la Torre.
Aunque el Congreso peruano no haya ratificado la Con-

vencíón de Montevideo de 1933, la regla es de una obligatorie-
dad evidente para el Perú, como queda claramente demostrado.

Pero aun suponiendo que así no fuera, !la obligación de
otorgar el salvoconducto para el señor Haya de Ila Torre no po-
dría siquiera ponerse en duda ahora, dados los términos de la no-

.ta de Vuestra Excelencia.
En efecto, de acuerdo con [a Convención de La Habana

de 1928, que es .la que Vuestra Excelencia considera aplicable al
caso, no se le podría negar el salvoconducto al doctor Haya de 'la
Torre sino en cuanto hubiera aparecido acusado o condenado por
delitos comunes con anterioridad a 'la fecha del asilo. Y Vuestra
Excelencia se ha encargado de demostrar que el doctor Haya de
la Torre no estaba acusado o condenado por delitos comunes en
el momento en que se asiló en la Embajada de Colombia: no sólo
se ha abstenido Vuestra Excelencia de mencionar una acusación
o condenación contra el doctor Haya de la Torre por delitos co-
munes, sino que ha manifestado explícita e inequívocamente que
el delito por el cual éste ha sido citado es el de rebelión y sedí-

'. cíón, que es un delito típicamente político.
A falta de una acusación o condenación proferida contra

el doctor Haya de la Torre, por delitos comunes, ha considerado
oportuno Vuestra Excelencia relacionar la situación jurídica de
éste con la tesis de la existencia de un nuevo delito autónomo -el

. terrorismo-- del cual serían cu'lpables el APRA y su jefe en con-
cepto de Vuestra Excelencia. Con este fin entra Vuestra Exce-
lencia en Iarqas consideraciones sobre el terrorismo y sobre Ias
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actividades del partido aprista, para desprender de ellas estas dos-
conclusiones:

1) Que "no se permite incluír en el asilo el terrorismo":
2) Que el doctor Víctor Raúl Haya de la Torre, como je-'

fe del partido aprista, es responsable de ter-rorismo.
Respecto de la primera de esas conclusiones me permito

observar:
a) Que aun cuando es cier-to que en Europa, debido a la

ola de anarquismo que conmovió el continente a fines del XIX,
surgió una tendencia a limitar la noción del delito político, de-
jando de incluir en este las infracciones complejas o conexas
cuando se trataba de .los crímenes más graves (Dec'laracíón del
Instituto de Derecho Internacional), ese movimiento no prosperó
en el Derecho Americano por 'la notoria diferencia de círcunstan-
cia~ sociales y políticas, como lo demuestra el hecho de que las
Convenciones multilaterales sobre extradición celebradas en A-
mérica con posterioridad a ,la mencionada declaración se abstu-
vieron de acoger la doctrina proclamada por dicho Instituto. En
efecto, tanto en la Convención Bclívariana sobre ex-tradición de
1911, como en la de Montevideo de 1933, se adoptó un criterio
completamente diferente del adoptado por el Instituto de Dere-
cho Internacional, Según éste, deben reputarse delitos políticos Ias :
infracciones complejas o conexas a delitos políticos, a menos que
se trate de los crímenes más graves desde el punto de vista de la
moral y del derecho común, tales como el asesinato, el homicidio,
ell envenenamiento, las mutí'laciones, las heridas graves volunta-
rias y premeditadas, las tentativas de crimen de este género y las'
aqresiones contra la propiedad como los incendios, explosiones,
inundaciones y también [os robos más graves, especialmente aque-
llos cometidos a mano armada o con violencia. En cambio, 'las ci-
tadas Convenciones ameri'canas sobre extradición, después de sen-
ta-r como regla general la de que no entregará al asna do si el delito
que se 'le imputa es "un delito político o hecho conexo con él", se
limitaron a establecer que no consideraría delito político ni hecho
conexo el atentado cumplido en cualquier forma o por cualquier
medio contra la vida o 'la persona de un jefe de Estado. Las pala-
bras textua,les empleadas por Ia Convención de Montevideo son
las siguientes: "El Estado requerido no estará obligado a conce-
der la extradición" . . . a) Cuando no se trate de delíto político o
de los que le son conexos. No se reputará delito político el aten- .
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-tado contra la persona del Jefe del Estado o de sus farnídíares",
_.Esta estipulación es idéntica en sustancia o Ia consignada en el
Acuerdo Bolivariano de 1911 y fundamentalmente diferente de
la declaración del Instituto de Derecho Internacional;

b) .-Que la misma diferencia de criterios se observa, co-
mo es natural, en lo relativo a 'la institución del asilo y más con-

.cretamente en lo concerniente a la tendencia e excluír del asilo el
llamado "terrorismo". En efecto, entre los antecedentes de la Con-
vención de Montevideo de 1939 figura ell proyecto argentino de
1937, a que se refiere Vuestra Excelencia, según el cual "los te-
rroristas no podrán ser beneficiados por eIl asilo" (inciso 30. del

. artículo 30. del proyecto). Ahora bien, esta reqla no fue aceptada
ni incorporada en la Convención, la cual se limitó a reafirmar el

.derecho de asilo para los delincuentes políticos en general, sin ex-
'.cepciones ni salvedades. Si se desechó la excepción propuesta por
la Argentina, fue sin duda porque se pensó, por una parte, que en
América no existía el' fenómeno anarquista que había conmovido
a Europa y, por otra parte que dada esta circunstancia, se ponía
en grave peligro [a institución del asilo si se les brindaba a los
gobiernos la oportunidad de presentar con caracteres de terroris-
mo cualquier delito político para reclamar a'l asilado;

é).-Que de la Convención de Ginebra de 1937 no pue-
. den sacarse las conclusiones que Vuestra Excelencia deduce, si-
no precisamente las contrarias, pues en esa Convención quedó

-claramente establecido que las estipulaciones vigentes entre 10s
.países contratantes, en 'lo concerniente al derecho de asilo para
los delincuentes políticos, subsisten en toda su plenitud y no que-
dan en forma alguna afectadas por la regla sobre el terrorismo.

'Precisamente ai proyecto de 1936 se le introdujeron modificaciones
substancial:es para no quitarle amplitud y eficacia a la institución
del asilo político. Así lo explica el Secretariado de la Sociedad de
las Naciones ("La Sociedad de las Naciones en 1937") cuando
al informar sobre la Convención para [a Prevención o la Restric-
cíón del Terrorismo, dice lo siguiente: "Si el autor de una de Ias
infracciones mencionadas en' los artículos 2 y 3 huye a otro país
contratante, deberá, según la Convención, Ser extraditado o per-
'seguido y castíqado: pero estas obligaciones están 'restringidas
por las disposiciones que manti'enen el derecho de asilo para ros
delincuentes políticos y por 'las reglas de derecho penal en vigor

. en el país de refugio". Y más adel1ante agrega el mismo informe:
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·"Se tuvieron en cuenta las críticas hechas al proyecto de 1936
.al definirse de manera más precisa los actos puníbles y modificar-
se las disposiciones concernientes a los delincuentes fugitivos a
fin de destacar el hecho de que las reg1las existentes en 'los países
contratantes, en lo que concierne 811 derecho de asilo para los de-
,lincuentes políticos, no quedan afectadas";

d) .-Que, en consecuencia, cuando el Perú firmó la Con-
vención de Ginebra, aceptó, por ese mismo hecho, que las reglas
sobre prevención y restricción del terrorismo no limitaban ni res-
tringían la obligadón que la Convención de la Habana [e había
impuesto de reconocer el asilo por delitos políticos sin excepcio-
nes de ninguna clase y sin salvedades derivadas de la lucha con-
tra el terrorismo;

e) .-Que si Vuestra Excelencia considera que la 'Conven-
ción de Ginebra de 1937, a pesar de no haber sido ratificada.
"tiene un inmenso valor que nadie puede nega'r desde el punto de
vista de las definiciones jurídicas", con mayor razón debiera ad-
mitir que un instrumento ínternaciona'l de tanta trascendencia co-
mo el Tratado de Montevideo de 1933, ratificado por casi todos
los países siqnatarios. merece por lo menos igual' respeto al que
Vuestra Excelencia reclama para la Convención de Ginebra;

f) .-Que en el Derecho Internacional Americano, según
se desprende de todo lo expuesto, d terrorismo no existe como de-
lito autónomo o independiente, como delito tipo, sino como una
modalidad agravante del delito político, que no quita a éste su ca-
rácter de tal ni 10 excluya de la institución del asilo;

g) .-Que frente a las doctrinas invocadas por Vuestra
Excelencia sobre terrorismo, ha habido en Europa otras de no
menor autoridad cíetífíca. Pueden verse por ejemplo, a este res-
pecto las objecciones de Lawrence, profesor de las Univesidades
de Cambridge y de Brasil, a las conolusiones del Instituto de De-
recho Internacional sobre el terrorismo (Lawrence, Principales of
Internacional Law). Tampoco coinciden con las tendencias des-
tacadas por Vuestra Ex.ce1encia los profesores de la Universidad
de Harvard que prepararon un Tratado tipo sobre extradición, en
cuyo artículo 50. están claramente formuladas las doctrinas en
que mi Gobierno se apoya (Américan Journal of International
Law. Vol. 29. 1935).

No esta demás añadir, por lo que respecta a la Convención
de Ginebra -elaborada, como 10 sabe Vuestra 'Excelencia, a raíz
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del asesinato del rey Alejandro de Yugoeslavia y del Ministro de
Barthou, para atender al caso específico de atentados contra Je--
fes de Estado, preparados en país extranjero- que fueron preci-
samente las naciones totalitarias las que más se empeñaron en
restringir el concepto de delito político mediante reglas tendien-
tes a reprimir el terrorismo, y que las naciones democráticas se
empeñaron, por el contrario, en mantener la amplitud de dicho.
concepto para que no desapareciera en la práctica el derecho de
asilo.

En cuanto a la segunda de Ias mencionadas conclusiones.
debo hacer notar a Vuestra Excelencia:

a'). Que de acuerdo con un principio que es fundamental
en la ciencia penal -el de la indíviduaiidad e intrasmisibi'lidad
del do'lo- no es admisible que para apreciar el caso de'! señor Ha-
ya de la Torre se involucren y confundan los actos que le puedan
realmente ser imputados a él con los que puedan haber cometido-
otros miembros del partido aprista u otros sujetos que, sin perte-
necer a ese partido, aparezcan sindicados con motivo de Ia revo-
lucíón de octubre;

b) .-Que, en consecuencia, la simple aseveración de que
en el proceso por rebelión y sedición al cual ha sido citado el se-
ñor Haya de la Torre "se han acumulado hechos concomitantes. an-
teriodes y posteriores, que acredítan el carácter terrorista del
delito imputado", ningún alcance tiene contra el señor Haya de'
la Torre, desde que no se pueda afirmar- y Vuestra Excelencia
no lo afirma-que el, personalmente, aparece acusado o condena--
do por un delito distinto del de rebelión y sedición, que es un de-
lito típicamente político:

c) .-Que los partidos. las asociaciones. las organizaciones-
y en general las personas morales no son criminalmente responsa-
bles y que, en consecuencia, son improcedentes todas las conside-
raciones tendientes a establecer que el doctor Haya de la Torre.
como jefe de ·la APRA y por este concepto, sea crminalmente res-
ponsable de actividades atribuidas a ese partido en genera.};

d) .-Que el terrorismo de que habla Vuestra Excelencia.
según se desprende de la única afirmación concreta que la nota'
contiene al respecto, es harto distinto del que quisieron reprimir
los autores de la Convención de Ginebra de 1937. En efecto, en
la nota de Vuestra Excelencia no se menciona concretamente co-
mo acto de terrorismo imputado al APRA sino el del almacena-
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miento de explosivos para la revolución de octubre. Pero es ob-
vio que esto no 'le quita carácter político a la rebelión. ni convier-
te al doctor Haya de la Torre en delincuente común. auncuando
se hubiera establecido incontestablemente que el referido almace-
namiento de explosivos fue obra de la organización aprísta:

d).-Que a este propósito Vuestra Excelencia menciona
acusaciones hechas por el señor Mariscal Benavídes y por el doc-
tor Bustamante y Rívero contra dI APRA por las actividades polí-
ticas de este partido, pero sin concretar ningún cargo de terrorismo.
fuera del mencionado en el párrafo anterior. y sin afirmar que le
sea personalmente imputable al doctor Haya de la Torre acusado
o condenado por un delito común con anterioridad al asilo por el
aludido almacenamiento de explosivos; .

f) .-Que todas Ias afirmaciones y suqestiones contenidas
en la nota de Vuestra Exceiencía sobre las 1I1amadas actividades
terroristas del APRA se desvirtúan en el caso que contemplamos.
ante la ímposibflidad de dnformar concretamente de qué manera
y en qué forma aparece el señor Haya de la Torre acusado o
condenado por un delito común con anterioridad al asilo;

g) .-Que habiendo hecho Vuestra Excelencia la expresa
afirmación de que el delito por e!l cual fue citado el doctor Víctor
Raúl Haya de la Torre es un delito por rebelión y sedición y ha-
biéndose Vuestra Excelencia abstenido de informar y mencionar
una acusación o condenación contra el doctor Haya de ~la Torre.
anterior al asilo y por delitos comunes. todas las consideraciones
sobre actividades colectivas del aprismo y sobre el carácter te-
rrorista de ellas resultan improcedentes.

h) .-Que si bien es cierto que en algunos paises, para los
efectos puramente internos de la sanción del delito no se admite
o se atenúa 'la reqla de la equiva'lencia entre los delitos simples y
los conexos o los complejos, no es menos cierto que para los efec-
de la extradición y del asilo la norma invariable es la de que se
equiparan a los delitos políticos simples tanto los conexos como
los complejos, para que no desaparezca el beneficio del asilo cuan-
do se une a la infracción política, por el vínculo de [a conexídad,
una de carácter común (Véase Billot, Tratado de la Extradición,
pág. 14 Y siguiente);

i) .-Que, en cuanto atañe a 'la legislación del Perú. es del
caso observar, como lo hace el profesor [Iménez de Asúa, que
ejla reconoce el así'lo para los delitos político-sociales (Código
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Penal, artículo 60., ordínal 20. * ). A este respecto vale la pena
transcribir aquí 10 que el eminente penalista italiano Ferri, quien
creó esa denominación de delitos políticos-sociales no puede en-
centrarse en la diferencia "objetiva del hecho, sino en un elemen-
to secundario y accesorio: También frente a ,la ley escrita resulta,
por una parte, que los hechos contemplados en el título lo del Ií-
bro 20. del Código de 1890 (de Italia), como delitos contra [a se-
guridad del Estado no pueden considerarse como delitos políticos
si han sido cometidos por motivos egoístas, por ejemplo, de afán
de lucro (como la traición con fin de lucro); y por otra parte, los
delitos comunes pueden considerarse como delitos político-socia-
les si son determinados exclusivamente por motivos políticos, sean
o no conexos con un delito político principal. El elemento decisi-
vo es siempre el psicológico y personal de los motivos determi-
nantes en el autor del delito" (Enrico Ferrí, Principios de 'Dere-
cho Criminal, Traducción de José Arturo Rodríguez Muñoz Ma-
drid, 1933).

Me parece que las anteriores consideraciones no dejan du-
da alguna sobre el hecho de que el doctor Víctor Raúl Haya de
la Torre es un asilado político y que ninguno de los argumentos
formulados por Vuestra Excelencia conduce a demostrar que
aquel estuviera acusado o codenado por de'litos comunes con an-
terioridad al asilo. Como sólo en este último caso se le hubiera
podido negar legítimamente el salvoconducto, se justifica plena-
mente la insistencia del Gobierno de Colombia en pedir que se le
otorgue.

No puedo dejar de referirme ahora a la frase que Vuestra
Excelencia cita como del doctor Rafael Núñez para demostrar
que "Ia finalidad política de algunos actos terroristas no puede
darles el carácter de delito político",

Debo anotar, en primer término, que esa frase no es del
doctor Núñez, sino de don Vicente Restrepo, Secretario de Esta-
do en el Despacho de Relaciones Exteriores, quien dirigió el 16
de febrero de 1885 una circular al cuerpo diplomático con el úni-
co objeto de evitar la falta de pago de los impuestos en las
Legaciones decretados con motivo de la guerra civrl. Y en segun-
do término, debo observar, que jamás pretendió el Gobierno de
Colombia, con la circular que Vuestra Excelencia transcríbe in-
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.completamente, sostener la tesis que Vuestra Excelencia le atri-
buye. Para convencerse de ello basta leer en su integridad el tex-
to de la circular mencionada y el de Ia nota complementaria diri-
gida al Cuerpo Diplomático el 27 de febrero de 1885, que contie-
ne aclaraciones sustanciales a Ias cuales no se dfgnó referirse
'Vuestra Excelencia.

Respondiendo a Ia declaración contenida en mi nota acer-
.ca de la voluntad de mi Gobierno de abstenerse de toda discu-
.sión relativa a los hechos políticos internos del Perú, Vuestra Ex-
celencia observa que tal discusión es lícita de parte de dicho Go-
.bierno puesto que es el Gobierno peruano mismo quien voluntaria-
mente somete esos hechos a su consideración. Agrega Vuestra
Excelencia que, por lo demás, atribuir al señor rIaya de la Torre
el carácter de asilado político, como mi gobierno lo hace, es una
.manera de calificar aquellos hechos.

Vuestra Excelencia me permitirá hacer notar, en primer
término, que mi Gobierno, al considerar 'los hechos de que se tra-
ta, se ha limitado a expresar su naturaleza política, [a que se des-
-prende de la enunciación misma de ellos contenida en la nota de
Vuestra Excelencia y en la que se basa precisamente la aplica-
-ción del derecho de asílo, En cuanto al examen de tales hechos
en sí, debo, apesar de la autorización aludida arriba, mantener la
actitud de absoluta abstención que mi Gobíerno ha asumido al
respecto. Esta se funda, en efecto, en una constante tradición ob-
servada por mi país frente a la política doméstica de los demás
pueblos y que se explica, entre otras cosas, por su oposición irre-
ductíble a ajenas intervenciones en su propia política interna.
Sería difícil. por 10 demás, en este caso, proceder al análisis de
los hechos y circunstancias expuestos por Vuestra Excelencia en
relación con las actividades de'! aprismo y de su jefe, sin entrar
en consideraciones sobre los recientes sucesos acaecidos en el Pe-
TÚ, que mi Gobierno desea de todas maneras evitar.

AII final de su nota, Vuestra Excelencia invoca en favor
de la tesis del Gobierno peruano en el caso presente las necesída-
-des de propia defensa que crea pa'ra el Perú, y de un modo ge-
neral para los países americanos, el desarrollo de actividades sub-
versivas que tienden, por el empleo de medios de coacción y de
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terror, a derríbar la estructura política y social del Estado, y re-
cuerda con esta ocasión el deber de solidaridad moral, consagra-
do por los acuerdos y declaraciones interamericanos, que obliga
a los países del Continente a cooperar en Ia defensa del régimen
democrático. Vuestra Excelencia se servirá dispensar que, en es-
te punto también prescinda de exponer los conceptos de mi Go-
bierno, que pueden, por cierto, deducirse sin dificultad de los prín-
cipios fundamentales de [a legisladón del país y del criterio cons-
tante con que ellos son aplicados por sus autoridades. Un examen
del punto suscitado por Vuestra Excelencia a propósito de Ia pre-
servación de la democracia sólo conduciría probablemente a ha-
cer resaltar discrepancias de concepción en 10 concerniente a es-
te tema.

Como consecuencia de 'las consideraciones que anteceden,
fuerza es reconocer que el canje de notas que ha venido efec-
tuándose entre Vuestra Exce!lencia y el suscrito no ha servido pa-
ra crear perspectivas de acuerdo entre el pensamiento del Gobier-
no de Vuestra Excelencia y el Gobierno de Colombia. Esta situa-
ción adquiere particular intensidad en razón de las declaraciones
públicas y reínteradas hechas al pueblo del Perú por el Jefe del
Estado señor General Odria, en el sentido de que no será concedi-
do aJl señor Haya de la Torre el salvoconducto reclamado por el
Gobierno de Colombia. IEn estas condiciones, eS de presumir que
las consideraciones que el Gobierno de Vuestra Excelencia se
sirva aportar en adelante al debate así iniciado sólo tendrían por
objeto justificar y 'reforzar Ia posición ya adoptada por él y a la
cual 10 ligan ante la opinión interna las expresas declaraciones del
Jefe del Estado.

Por consiguiente, debo comunicar a Vuestra Excelencia
que el Gobierno colombiano estima inútil continuar el presente
cambio de notas. Mi Gobierno considera que ha llegado el mo-
mento de adoptar, dentro del! sistema Interamericano, un procedi-
miento que resuelva sin más dilaciones la controversia y defina
la situación del doctor Haya de Ia Torre, en su condición de asi-
lado en la Embajada de Co.lombia.

Confiado en la justicia de 'la causa que defiende en benefi-
cio de una institución tradicional del Derecho Americano mi Go-
bierno propone al de Vuestra Excelencia escoger entre [os varios
recursos jurídicos que están abiertos a los Estados Americanos-
la conciliación e investigación, el arbitraje, el recurso judicial.
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la Reunión de Consulta de Cancilleres-aquel que el Gobierno de
Vuestra Excelencia prefiera.

A Colombia le es indiferente el pracedimiento. Mi Gobíer-
no tiene hasta tal punto arraigada la convicción de que le asiste
la razón en este caso, que no vacila en dejar a la elección de Vues-
tra Exce'lencia la vía jurídica que haya de adoptarse.

Reitera a Vuestra Excelencia las seguridades de mi más
alta y distinguida consideración.

Fdo.). CARLOS ECHEVERRI CORTiES, Embajador de
Colombia.

Al Excelentísimo. señor Cantra'lmirante dan FEDERICO
DIAZ DULANTE.-Ciudad.

Lima, 6 de abril de 1949. No. (<O) 6-8/6.

Señor Embajador:

Tenga la honra de dar respuesta a la nota de Vuestra: Exce-
lencia que contesta a la mía del 19 de marzo. Al hacerla, esta
Candllería cumple can un imperioso deber, pues no estima que
pueda dar Vuestra Excelencia por terminado este debate sin que
acaben de esclarecerse algunos punto.s esenciales y defínírse con
plena responsabilidad, las respectivas posiciones de ambos Go-
biernos sobre tan graves temas doctrínarios y por último, sin dar
al Perú la oportunidad de refutar la aseveración de que al no a-
ceptar la calificación unilateral imperativa en e'l asilo, desconoce
un principio que figura en los Tratadas, que viene suscribiendo
hace setenta años.

I. La elemental diferencia entre 'los Tratados de Extradición
y los de asilo, basta para desvirtuar la argumentación, que quiere
derivarse de 'la larga e inconducente enumeración de aquellos ins-
trumentos jurídicos.

!El asilo ha sido objeto de pactos internacionales sólo des-
de 1889; los Tratados o Convenciones sobre Asilo son los, siguien-
tes: la de 1889, en Montevideo; la General de Caracas, en 1911; la
Convención de La Habana, en 1928; la Convención de Monteví-
deo en 1933, y la Convención de 1939. El Perú ha ratificado la
inicial de 1889, la General de 1911, Y 'la detallada y puntualizada
de 1928, que no establecen la calífícación unilateral, pero no. ha
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prestado su ratificación a las Convenciones de 1933 y 1939, en
en que aquella aparece.

Está fuera de discusión
tra nota anterior-que en la
Estado requerido.

Lo que se debate es la calificación unjlateral imperativa pa-
ra el asilo, que es cosa enteramente distinta.

La extradición es una institución ínobjetable del Derecho
Internacional, consagrada en centenares de Convenciones, y qUI!
tiene por objeto asegurar la cooperación de los Estados para cas-
tigar la criminalidad común. En tanto que el Asilo es una excep-
ción, admitida por tolerancia y humanidad, al principio funda-
mental del derecho de jurisdicción del Estado, y tiene por tanto
un carácter 'extraordinario y excepcional

Estando el 'reo en el caso de extradición, en el territorio
del país requerido, se halla de plano bajo su jurisdicción. En el
caso del asilo en una Embajada, el asilado se sustrae a la jurisdic-
ción territorial por razones de humanidad.

Esta diferencia explica que en la extradición predomine la
calificación del Estado 'requerido y tenga que ser, en el asilo, fru-
to de un acuerdo entre los dos Estados. Sólo puede 'ser obligato-
ria, como una nueva limitación a la jurisdicción nacional, .Ia calí-
Iícacíón del paísasilante para los Estados que expresamente hu-
bieran suscrito esta obligación restrictiva.

Además, en la extradición, la calificación del Estado reque-
,rido está sometida al examen objetivo de sus técnicos en un pro-
ceso que se sigue ante el Poder Judicial en unos países y ante el
Poder Administrativo en otros. De modo que la ca'lifícacíón tiene
la garantía de imparcialidad y de objetividad y serenidad de que
carece .en el asilo por circunstancias evidentes.

Descartada la argumentaación que Vuestra Excelencia de-'
1iva de la total equiparación de los Tratados de Extradición y A-
silo, antes de pasar al segundo punto de este debate, permita
Vuestra Excelencia que llame su atención acerca de que Ia Cap-
vención de 1879 que al 'tratar de [os delitos políticos dice "que
ccr responde al Gobierno de la República del Asilo, calificar la
naturaleza de todo delito de este género", es Tratado de Extra-
dición y no de Asilo. Conviene precisar que el asilo a que se re-
fiere no es el asilo de la Embajada, sino el asilo terrítorial. Tra-

y así 10 hemos reconocido en nues-
extradición rige la calificación del
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tancicse de estas materias no huelga la más acuciosa precisión de
los dos términos.

II. Mi Gobierno ha opuesto a la teoría de Vuestra Exce-
lencia de que antes de la Convención de 1933, existía la regla de
la calificación unilateral imperativa, como derecho consuetudina-
rio, 'la prueba de 'los antecedentes son del más alto valor porque
provienen del Instituto Americano de Derecho Internacional,
máxima autoridad en la materia en el Continente y a quien la
Llnión Panamericana consideró como el Organismo técnico al ser-
vicio de las Conferencias Panamericanas. Con el testimonio de
esta autoridad incontestable, mi Gobierno tiene el derecho de afir-
mar que en el período anteri~r a 1933, en materia de la califica-
ción de la delincuencia había dos tendencias: la de atribuír al Es-
tado así'lante, para favorecer al asilado, y la que la asignaba al
Gobierno terrrtorial, en defensa de la jurisdicción nacional,

Las aseveraciones del Instituto de Derecho Internacional
Americano están confirmadas por la evolución del asilo. Los des-
acuerdos habidos son innegables; ellos forman la parte dramáti-
ca en la historia de la institución y Vuestra Excelencia no puede
negar que se 'reflejaron muchas veces en discusiones graves, o en
situaciones que llevaron al llamado Asilo Indefinido.

La existencia de esos conflictos está reconocida en los con-
siderandos cuya existencia Vuestra Excelencia ha negado. Uno
de ellos dice: "Que la Conferencia Internacional Americana está
en el deber de conservar la cordialidad y la buena armonía entre
el Estado que presta el Asilo y el Estado territorial y remover las
causas que han amenazado perturbarlas".

Si no hubieran existido conflictos, los consíderandos no a-
ludirían a las causas que amenazan perturbar la cordialidad y la
buena armonía de los Estados.

La Conferencia de Montevideo de 1933 creyó resolver es-
tos desacuerdos adoptando la innovación radical de la califica-
ción unilateral imperativa del Estado asílante, para salir del irn-
pase de posiciones contradictorias.

La Conferencia tuvo a la vista el proyecto del Instituto
Americano de Derecho Internacional, cuya parte pertinente de-
cía lo siguiente: "La calificación de la delincuencia política corres-
ponde al Estado que presta el Asilo. Si fuese objetada por el Es-
tado terrrtortall deberá ser sometida la cuestión a la Comisión
Permanente de Washington o Montevideo instituida por la Con-
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vencion de 23 de mayo de 1923, o cualquiera otra Comisión de
Conciliación que las partes reconocieran. La opinión de la Comi-
sión será aceptada por las dos partes".

Se tomó de este texto la primera parte, desintegrando así
la concepción jurídica integ-ral que confería al Gobierno territorial
el derecho de objetar la calificación del Estado asílante.

Según el proyecto del Instituto de Derecho Internacional
que, como afirma Vuestra Excelencia, fue inspirado por un ilus-
tre internacionalista peruano, la calificación unilateral era mera-
mente presuntiva. En el texto adoptado en 1933, resultaba impe-
rativa y tan amplia y absoluta que, como hemos dicho, tuvo que
ser modificada en 1939.

Era natural que desechado el proyecto, el Perú se resistie-
ra a ratificar la Convención de 1933, y aun la misma Convención
de 1939.

B,l texto aprobado en Montevideo en 1933 se prestaba a
la peligrosa interpretación de que, aun frente a un proceso pre-
vio perfectamente caracterizado, el Estado asilante en su empeño
de favorecer al asilado, discutiera el carácter del proceso mismo.
Dejar al país asílante la facultad de considerar equivocada la ti-
pífícación de dicho proceso entraña una gray.e limitación a la so-
beranía del Estado y a una de sus más definidas expresiones: La
Organización Judicial. Para evitar este i'nconveniente no obstan-
te de que la Convención de 'la Habana había dicho claramente
'que los reos de delito común deberían ser entregados a la breve-
dad posible a las autoridades, la Conferencia de Jurisconsultos de
Montevideo de 1939, conservando como regla subsidiaria la cali-
ficación a favor del país asilante, estableció de modo categórico el
texto que nosotros hemos citado en virtud del cual el asílado po-
lítico no puede obtener el salvoconducto si existe un proceso pre-
vio de delito común seguido ante los tribunales ordinarios. Los
Jurisconsultos de Montevideo en 1939 corrigieron así el carácter
discrecional absoluto de la regla de 1933.

lIT. Esta Cancillería constata que Vuestra Excelencia no
ha objetado Ias observaciones hechas en nuestra nota anterior so-
bre los casos que, equivocadamente, atribuía a la aplicación de la
reqla de la calificación unilateral que se debieron a otras razones.

Vuestra Excelencia cree conveniente insistir en los asilos
concedidos o aceptados durante el Gobierno del señor Bustarnan-
te y Rivero, a pesar de nuestra observación de que la Junta de
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:Gobierno no se siente obligada 'por la orientación del Gobíerno
anterior en materia que suscitó las protestas de la opinión nació-
-nal, Sin embargo, debo recalcar que, de modo genera~l, el Gobier-
no del doctor Bustamante, si bien aceptó la calificación unilateral.

.:aplicó al mismo tiempo el criterio objetivo de'! proceso previo.
La aplicación de la calificación unilateral ha coincidido en

.muchos casos con el criterio del gobierno territorial, Nos llevaría
muy lejos el examinar en cada caso si el asilo fue concedido por el
carácter imperativo de [a 'regla o por asentimiento en en la calí-
',ficación. y ese fue sin duda el criterio en 10s casos referidos.

Vuestra Excelencia enumera algunos casos de asilo conce-
didos por la Junta Militar de Gobierno a favor de asflados apris-
.tas que podían no' tener la condición de jefes responsables de la
política terrorista del APRA, sea por circunstancias que el Go-
bierno conocía, sea por ser figuras de segundo orden en la orga-
nización aprista. La política que siguió la Junta Militar se ínspí-
.ró en declaraciones del Presidente de la misma, cuando afirmó
.que el programa revolucionario se limitaría a demandar sanción
legal de los que 'tenían por su posición o por su actuación, respon-
.sabilidad directa e indudable en los delitos cometidos por el APRA.

Hace un párrafo aparte Vuestra Excelencia sobre el asi-
lo español. Esta Cancillería reitera el carácter extraordinario, fue-
ra de toda previsión y norma jurídica, de pleno e indiferenciado
refugio humanitario que tuvo el asilo español en momentos de ex-

-cepcíonal violencia y de gravísimo pe1igro, para centenares de
personas a quienes había que salvar por imperiosos deberes de
humanidad, situación que no tiene ninguna semejanza con el ca-

'50 que debatimos.
IV. Vuestra Excelencia considera como una omisión en

-mi nota anterior el no haber tratado, al estudiar la Convención de
'1928 el punto relativo al uso y las leyes del país de refugio. Es-
ta Cancíllería no consideró necesario tocar ese punto porque
Vuestra Excelencia omitió en esa oportunídad y omite en la no-
ta que contesto, referirse a [os caSQS en que Colombia ha Invoca-
do o consentido la calificación unilateral. Al no presentar esos
casos Vuestra Excelencia, es claro que debemos deducir que el

'Gobierno de \Colombia no debe alegar el uso de esa regla en re-
lación con otros paises. Y se explica la preterición de Vuestra Ex-

-celencia, porque Colombia, por los precedentes y las doctrinas
.sentadas, no ha sido partidaria del asilo irrestricto. Bien 10 reve-
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Ian las citas que hicimos de la circular que no atribuímos al señor-
Núñez como Ministro, como equivocadamente dice Vuestra Ex-
celencía, sino al Gobierno del Excelentísimo señor don Rafael
Núñez. Aquella circular, que proclamó tan alto el deber de defen-
der la seguridad del Estado, reducía el asilo a los casos de urgen-
cia para amparar a los delincuentes polítícos contra rigores bár-
baros y defendía el principio de la jurisdicción de las autoridades
locales. La circular, en los párrafos que no era necesario que, ci-
tara el Gobierno del Perú, no modifica la doctrina tan enfática-
mente sostenida; y aunque lleva la firma del señor Vicente Res-
trepo fue elaborada en cump'limiento de instrucciones precisas da-
das por el mismo Presidente Núñez, como 10 revelan las palabras
que transcribo;

quiero invocar estos precedentes, des-
de luego respetables, para manifestar en seguida
a Vuestra Excelencia, con instrucciones del ciu-
dadano Presidente de la República, la manera co-
mo este Magistrado y el Gobierno que preside en-o
tienden las inmunidades de los Ministros diplomá-
ticos extranjeros, en relación con e'l asilo que es-
posible se crean obligados a dispensar a perso-
nas hostiles comprometidas en la actual contien-
da civil".

A la opinión del Presidente Núñez hay que agregar la no
menos autorizada de don Marco Fídel Suárez, Subsecretario de"
Relaciones Exteriores y después Ministro y Presidente de la Re-
pública, en 1892, que figura en los Anales Diplomáticos de don
Antonio José Uribe, página 602, que dice:

"Interrogado el Ministro por cra Honorable
Legación de Francia en esta ciudad, expuso las.
ideas del Gobierno tocantes al asilo diplomático,
tema muy interesante, sobre todo con ocasión de
las guerras civiles. Dicho concepto no tuvo el ca-
rácter de una regla obli'gatoria sino el de una teo-
ría más o menos probable. Consiste en distinguir
entre el derecho de conceder el asilo y el deber de
respetarlo; en restringir aquel derecho a los ca-
sos de persecución injusta en que corra riesgo la
vida del asilado; en no admitirlo en ningún caso
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contra la accion ordinaria de la justicia; en atri-:
buír exclusivamente al Gobierno de la Legación
que lo otorga la facultad de Iimitarlo: en obligar
al Gobierno del asilado a respetar el asilo, salvo
los casos en que éste asuma tales proporciones
que amenacen el orden público; y en establecer
como solución de estos conflictos no el choque en-
tre el derecho de conceder el asilo, y el deber de
respetarlo, sino la acción armónica de los Gobier-
nos para limitar en 'la práctica esta institución a
fines justos y humanitarios".

Vuestra Excelencia no desconocerá ni la prestancia del au-
tor de la cita ni el valor de la doctrina que en ella sustenta. El
Asilo es apenas una teoría probable, dice él. Hay necesidad de
restrinqír el asilo a los casos de persecución injusta en que corra
riesgo la vida del asilado; no debe admitirse en ningún caso con-
tra la acción ordinaria de la Justicia. Quiero llamar la atención de
Vuestra Excelencia a la coincidencia entre la doctrina peruana
qUle reflejó el proyecto del Instituto Americano de Derecho In-
ternacional y la doctrina Suárez cuando establece que para solu-
cionar estos conflictos debe contemplarse [a "acción armónica de
los Gobiernos para limitar en la práctica esta institución a fines-
justos y humanitarios".

La renuncia de Colombia al asilo, inspirada en las doctri-
nas Núñez y Suárez ha determinado que se dijera 'recientemente
que la actitud de Colombia sólo había cambiado al no formular
reservas a los convenios sobre asilo de la VI y VII Conferencias
Interamericanas.

V. Del estudio anterior se deducen estas claras conclusio-
nes sobre el primer punto de la cuestión planteada:

1o.-N o cabe confundir la calificación técnica del delito
en la extradición con la calificación unilateral imperativa en el a-
silo; obligatoria sólo para los que ratihcaron Ta Convenció de
1933~
20.-El Perú ha observado una línea lógica de conducta al no
ratificar la Convención de 1933 que descartó la tesis peruana de
salvar las objeciones del Gobierno territorial a la calificación del
Gobierno asilante;

3o.-N o puede haber derecho consuetudinario cuando 1,.,
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reqla supuso una innovación radical para resolver posiciones con-
tradictorias y tuvo que ser modificada;

40.-Quedan en pie las observaciones del Perú sobre los
. casos que citó Colombia atribuyéndoles equivocadamente a la ca-
lificación unilateral y sobre los casos en que ésta se aplicó con
reserva por el Presidente Bustamante y Rivera y a los casos en
que se aplicaron por mutuo consentimiento:

50.-Co10mbia no ha podido fundamentar como derecho
-consuetudinario del país de refugio la calificación unilateral. por-
que no ha invocado un solo caso que haya consentido esta regla;
y en cambio el Perú cita la doctrina expuesta por los eminentes
políticos colombianos Núñez y Suárez, enteramente desfavora-
bles al asilo irrestrícto regulado únicamente por la volunt~d o cri-

-terio del país asílante.
Al conc1uír este punto, cree mi Gobierno conveniente ob-

servar todos los peligros que para la institución humanitaria del
.asilo tiene su abuso y .su desnaturalización a consecuencia de una
calificación que no respeta los ecos, que puede discutir de un pro-

.ceso ya enmarcado por la legislación territorial y que puede con-
-ducír al amparo y a la impunidad de verdaderos criminales

La tesis peruana de regular el asilo dentro del criterio ob-
jetivo de respetar la calificación de los delitos y los procesos se-
'guidos ante la jurisdicción territorial y de agotar los medios de
-esclerecimiento en los casos controvertible s no sólo es conforme a
.los principios de derecho y sana lógica sino que está endereza-
-da a salvar la institución misma. El peligro para el asilo no está
en que se restrinja con legítimas razones, sino en que se amplía in-

,debida y abusívamente,
VI. El punto crucial de este debate es el relativo a saber

si los delitos de terrorismo y el cometido contra la estructura del
'Estado y la organización social. delitos conexos o modalidades
del mismo aspecto de la delincuencia, pueden clasífícarse como
simp'les delitos políticos o como una modalidad agravada de la

'criminalidad común.
El Gobierno de Vuestra Excelencia. ínfortunadamente ab-

suelve la cuestión planteada separándose no sólo de la doctrina
europea sino de la doctrina americana.

Desde que se inició la propaganda extremista se prefirió
el delito contra la seguridad y estructura del Estado y su modali-
.dad terrorista, El Derecho Americano en contradicción con lo
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que ha dicho Vuestra Excelencia, se inspiró siempre en la idea de-
que la esencia del delito no puede estar constituida por su finali-
dad política sino por la trascendencia que pueda tener para la es-
tructura del Estado, por su profunda inmoralidad y los enormes,
peligros sociales que entrañan los procedimientos empleados. Si
el delito político fue un delito de jure civitatís, el terrorismo tiende
a ser un delito de jure gentium que atenta contra la comunidad
internacional de los Estados porque lo impulsan fuerzas ocultas.
distribuí das en todo el planeta y conectadas especialmente con
las organizaciones políticas de tipo totalitario.

A.-La declaración del Instituto de Derecho Internacional-
en su sesión de Oxford, tuvo una influencia enorme en el Dere-
cho Americano. La segunda nota del Perú citó el Tratado de Ex-
tradición celebrado entre el Perú y el Brasil que hizo a la regla
de exclusión de los delitos políticos la importantísima excepción
de que no se tratara de crímenes más graves desde el punto de-
vista de Ia moral y el derecho común como el asesinato, los in-
cendios, las explosiones. Esta misma reserva que nosotros cita-
mos del Tratado de 1919, la hizo el Tratado de Extradición de'
Caracas que Vuestra Excelencia cita, pero dándole una interpre-
taciónn enteramente distinta a la nuestra. Cuando con motivo de
un delito político se violan principios de moral y de derecho, se-
cometen asesinatos a mansalva, después de debelado el movi-
miento, y cuando ha habido preparación para incendios y explo-
siones, es evidente que conforme al espíritu de 'la Convención de"
Caracas de 1911, sobre Extradícíón. y el Tcatado de Extradición
Peruano-Brasileño de 1919, la finalidad política de los hechos no
cubre la modalidad terrorista de los procedimientos y la grave--
dad de los atentados.

Colombia fue parte de la Convención de 1911, de modo
que la cita que hace Vuestra Excelencia, Idéntica a la que hemos
invocado nosotros en e:! tratado Peruano-Brasileño de 1911, no
favorece la tesis del Gobierno colombiano. sino la desvirtúa por-
que por encima de la caracterización genérica del delíto político,
está la especificación referente a medios terroristas y la más am-
plia 'relativa a 'los principios de moral y de derecho común.

El Gobierno de Vuestra Excelencia ha celebrado con el
Gobierno del Brasil un Tratado de Extradición aprobado en-
1939. tratado semejante al nuevo pacto entre el Perú y el Bra-
sil que incluye en la extradición los actos que constituyen francas
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manifestaciones de anarquismo. Y el anarquismo está condenado
por ser un atentado contra la estructura del Estado y por 10'5

'medios que usa.

B.-Sostiene Vuestra Excelencia que la Convención de
1939 el no haber tomado en cuenta la propuesta argentina "Los

'terroristas no podrán ser beneficiados por el asilo", desechó
prácticamente el concepto del terrorismo como delito autónomo

, porque en América no existía el fenómeno anarquista que había
conmovido a Europa y porque aceptarlo ponía en peligro .la ins-
tftucíón del asilo. La Resolución No. 5 de la Reunión de Juriscon-
sultos descarta esta explicación. La Convención de 1939 incluyó

.,'el principio sobre terrorismo porque creyó conveniente tener una
fórmula precisa de diferenciación entre el delito politíco, el te-
rrorista y el común. según aparece en dicha Resolución, cuyo tex-
toconviene transcribir:

"No. 5.-DETRMINACION DEL DELITO
DE TERRORISMO.---'La Reunión de Jurisconsul-
tos recomienda a los Gobiernos y a todos los ins-
titutos jurídicos de los Estados Americanos, se sir-
van colaborar, por todos los medios adecuados en
el propósito de lograr una determinación lo más
precisa posible de la naturaleza, alcance y modos
de expresión del delito de terrorismo, distínquíén-
dolo del delito político y del delito común y utili-
zando para ello, tanto los elementos de la doctrina
científica como los datos de la experiencia".

Los autores de la Convención de 1939 aceptaban la dífe-
-rencía entre el delito político, el delito común y el delito de terro-
rismo y lo único que deseaban era que se precisara su naturaleza.

•alcances y métodos de expresión.

C.-En América se había legislado internacionalmente so-
"bre el anarquismo, y el terrorismo y los delitos contra Ia restruc-
tura social y lo prueban, además de la Convención de Méjico a
que aludimos desde nuestra primera nota, el Tratado Chileno-
Brasileño de 4 de mayo de 1879, cuya cláusula 3a. estableció que
no serán reputados delitos políticos para la aplicación de las re-
gIas que preceden los actos de anarquismo díríqídos contra las
bases de la organización social Igual principio repite el Tratado
Espeñol-Cubano de 1906 y el Tratado Alemán-Paraguayo de
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1909, aeí como los Tratados de
lombia con Costa Rica en 1901,

:la en 1928.
La Argentina no se limitó a proponer expresamente que el

terrorismo no es delito político sino que su Código Penal de 1921
Libro 11, Título VIII, relativo a los "Delitos contra el orden pú-
blico" estableció penas severas para la instigación a perpetrar de-
litos, la¡ asociación ilicita, la intimidación pública y la apología
.del crimen (Artículo 209 y 213). y Colombia consideró como de-
lito en su Código Penal, la fabricación, adquisición y conserva-
ción de dinamita y otras 'materias u objetos explosivos según el
.artículo que transcribimos: "Artículo No. 260. Al que, fuera de
los casos permitidos por la ley, fabrique, adquiera o conserve di-
namita u otra materia y objetos explosivos o inflamables, o gases
o bombas mortíferas y substancias que sirvan para la- composi-
ción o Fabricación de ellos, se le impondrá prisión de uno a cin-

-co años".
La tendencia Americana culmina en la Circular de la Can-

-cilleria brasileña de 15 de julio de 1938 que ha definido en tér-
minos de precisión insuperable los delitos de terrorismo y los de-
litos contra la seguridad, personalidad y estructura del Estado y
'la organización social. Cabe observar que este definitivo docu-
mento transcrito en mi nota de 19 de marzo no ha merecido la
.elevada atención de Vuestra Excelencia.

extradición celebrados por Co-
N icaragua en 1929 y Guatema-

D.-No ha negado Vuestra Excelencia el inmenso valor
'que tiene para las definiciones jurídicas la Convención de Gine-
bra de 1937; según élla son aspectos fundamentales del terrorís-
.mo los actos de intimación y todos los que puedan determinar un
peligro común y específícarnente la fabricación, obtención y pose-
sión de explosivos, que es delito común penado por nuestro Có-
-diqo y el de Colombia. Vuestra Excelencia intenta enervar la a-
plicación que esta Convención tiene en el presente caso, aludien-
.do a ciertas opiniones del Secretariado de la Sociedad de las Na-
ciones sobre el Proyecto de 1936 en que se afirmaba que las o-
bligaciones estaban restringidas por las disposiciones que mantie-
nen el derecho de asilo para los delincuentes políticos. Dichas ob-
'servaciones no se reflejaron en ninguna cláusula del propio Tra-
tado, como puede verlo Vuestra Excelencia si revisa cuidadosa-
mente la Convención. No hay ningún artículo referente al asilo.
En cambio, el artículo 19 dice que la "Convención deja intacto el
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principio en virtud del cual los hechos contemplados por ella, las-
penas aplicables, el juicio, el régimen de excusa, e! derecho de
gracia y amnistía, corresponden en cada país a las reglas de su
legislación interna, sin que jamás la impunidad pueda resultar de
una laguna en los textos de esa legislación en materia penal",

Si e! espíritu de la Convención de Ginebra de 1937 hubie-
ra sido hacer una reserva respecto del asilo la habría incluído ex-
presamente en la enumeración precisa del artículo 19. Su omisión
está probando lo contrario de lo que sostiene Vuestra Excelencia.

La 'redacción definitiva del tratado no tuvo en cuenta las
observaciones hechas por e! Secretariado al proyecto de 1936.

Buscando como buscaba la Convención, según el texto
transcríto, que jamás quedaran impunes los delitos contemplados,
es evidente que el terrorismo no podía ser cubierto por el asilo,
No son las observaciones del Secretariado de la Liga las que pue-
den ínvocarse para la interpretación de la Convención, sobre to-
do 'respecto del Derecho Americano, sino la dada por los mismos
países americanos, principalmente los que suscribieron esa Con-
vención, como la Argentina yel Perú.

. El Brasil, que, aunque no estaba en la Liga en esa época.
aceptó los principios de esa Convención, al interpretarla declaró
que [os delitos en ella contemplados no podían acogerse al asilo
diplomático.

Definida la posición americana respecto del terrorismo por
diversos Tratados internacionales, y sobre todo por la doctrina
formulada por el Perú, e! Proyecto Argentino y la Circular Bra-
sileña, no puede ser contradicha por las objeciones exclusívamen-
te teóricas como las que cita Vuestra Excelencia de autores na-
cionales de países que no aceptan el asilo. Ni hace al caso tam-
poco el origen europeo y las circunstancias que motivaron la Con-
vención de 1937.

No es tampoco exacto que la Convención fue inspirada por
los países de política totalitaria, pues la suscribieron países de-
mocráticos como Bélgica y Francia,

D.-Ha cabido a nuestra América el insigne honor de ha-
ber precedido en la formación de esta doctrina a los institutos
europeos. Debo citar la nota del Ministro de Chile, don Antonio
Varas, de 15 de mayo de 1851. A,l oponerse al asilo de! Coronel
Arteaga, dijo lo siguiente: "Sobre él pesan cargos gravísimos de
complicidad de un motín militar y en una tentativa de incendio
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que debieron asolar una parte de esta capital y envolver al país
en los horrores de una guerra desastrosa, A los reos de esta natu-
raleza no sólo se niega terminantemente el asilo en la casa de un
Agente Diplomático, según los principios eternos de justicia que
forman la base del derecho de 'las naciones, pero aún sería cuestio-
nable que una nación en cuyo suelo se albergase tuviese derecho
para resistir a su extradición. El infrascrito se permite de nuevo
llamar a la consideración de Su Señoriaa un punto que a su jui-
cia es decisivo en la cuestión. N o se trata de delincuentes o reos
puramente de delitos políticos que en un país expuesto a frecuen-
tes discordias civiles no constituyen muchas veces crímenes , , ,

Lo que se discute es si debe hacerse extensivo a los delín-
cuentes de graves delitos contra el Estado o contra la Sociedad,
el privilegio de extraterritorialidad ficticia concedido en la casa
de un Agente Diplomático, solo en protección de su persona y su
famflia, y esto es lo que pugna con la justicia, lo que comprome-
te la seguridad de las naciones y lo que los publicistas condenan",

F.-La posición jurídica de América respecto de los deli-
tos contra la estructura del Estado y la delincuencia terrorista ha
sido fijada definitivamente por la Resolución 32 de la Conferen-
cia de Bogotá.

La condena del Comunismo y de todo totalitarismo no es
simplemente una crítica o exclusión de esas ideologías. Es sobre
todo, un formal repudio de los métodos de la organización totali-
taria, de violencia, de intimidación, de organización vertical. Si
esa condena no se interpreta de ese modo, sería simplemente una
declaración romántica circunstancial y no una orientación políti-
ca de valor práctico. Si los delincuentes comunistas y totalitarios
no son equiparados a los delincuentes comunes y quedan simple-
mente en la condición de 'reos de delitos de opinión o de simples
delincuentes políticos, la Declaración de Bogotá carece de signi-
ficado y trascende~cia.

G.-No cabe mantener el terrorismo dentro de! rubro ge-
nérico de delito político con el argumento de que aún no se ha
cristalizado o precisado como delito autónomo en el Derecho A-
mericano positivo. El terrorismo existe; su finalidad política no le
quita sino que le agrava su esencia de delito común. Las legisla-
ciones internas de los Estados civilizados castigan las modalida-
des terroristas y los delitos comunes' y los delitos conexos. Se ha
i.Ienado, pues, e! requisito de la ley previa y de la pena previa.
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De lo único que se t-rata es de saber sí en el complejo de la delin-
cuencia, la finalidad política puede cubrir la criminalidad común,
o si ésta debe prevalecer sobre los fines políticos. El Derecho mo-
derno europeo y sus interpretaciones americanas más 'represen-
tativas adoptan la solución que exige a la vez la doctrina cientí-
fica y los principios eternos de la justicia. Los delitos contra la
estructura del Estado y principalmente su modalidad terrorista
no son ni pueden ser delitos puramente políticos.

En este punto ha quedado definitivamente consolidada la
doctrina que ya desde 1892 sostenía el Instituto de Derecho In-
ternacíonal cuando en su sesión de Ginebra votó la Resolución
de 8 de septiembre de ese año, que decía: "No son absolutamen-
te reputados delitos políticos, los hechos delíctuosos que son díri-
gidoscontra las bases de toda organización social y no contra un
Estado determinado o <leterminada forma de Gobierno".

y en conformidad con esta doctrina, la ley peruana de
amnistía N o 9048 de 25 de enero de 1940, la concedió a los de-
lincuentes políticos, excluyendo expresamente a los terroristas.

VII. El tercer punto jurídico de la posicion peruana se re-
fiere a Ia existencia de un proceso previo en que ha sido incluído
Haya de la Torre. Según mi Gobierno la existencia de ese proce-
so que va a juzgar de las actividades terroristas del APRA y que
ha incluído a Haya de la Torre desde el primer momento es sufi-
ciente para no considerarse obligado a dar el salvoconducto por
ser improcedente el asilo. Vuestra Excelencia responde a la tesis
peruana afirmando en buena cuenta:

10.-Que el proceso es típicamente político y no de dere-
cho común.

20.-Que t.ratándose de las imputaciones terroristas, [a
situación de Haya de la Torre no importa para éste
una responsabilidad que solo puede ser personal. di-
recta e intrasferible, según la teoría de la íntrasmísí-

bílídad del dolo.

Antes de contestar lo relativo a .la caracterización y ex-
tensión del proceso, me ha de permitir Vuestra Excelencia una fun-
dada reserva sobre su apreciación de la responsabilidad que pu-
diera alcanzar a su asilado.

Vuestra Excelencía se ha manifestado renuente a juzgar
los hechos y actividades del APRA, por considerar que ello im-
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portaba una intromisión en la política peruana, a pesar de que
el Perú le sometía esos hechos honrada y confiadamente. Mi Go-
.bierno hizo notar el contraste entre esta intención de neutralidad
y el juzgamiento implícito de los hechos que importaba la calífi-
.cacíón del delito y del asilado. Mi Gobierno, sin emba·rgo, apre-
cia aquella intención, y por lo mismo ha quedado dolorosamen-
te impresionado al ver que Vuestra Excelencia hace algo más
.que calificar de un modo general el asilado y desestimar las prue-
bas que el Perú presente. Al exonerar de responsabílídad a Haya
de la Torre, se adelanta a pronunciarse sobre lo que pueda resul-
tar para él en el proceso que se sigue, responsabilidad que sólo
compete formular a los Tribunales de mi patria. Sometido a un
proceso Haya de la Torre, la apreciación de su culpabilidad, por
'Su acción personal y por la acción de su partido, tiene un carác-
ter sub-judice que excluye toda apreciación extraña.

La consideración anterior, que estoy seguro que el Gobier-
no de Colombia haría si se hallara en situación semejante, me auto-
riza a prescindir de los argumentos de Vuestra Excelencia sobre
la participación de Haya de la Torre en la acumulación de explo-
:sivos, en los planes revolucionarios y en los medíos bárbaros de
la revolución del Callao. Repito que todo esto es de la competen-
-cia exclusiva de los Tribunales peruanos, y su aplicación al caso
de Haya de la Torre puede corresponder a su defensor en el pro-
'ceso. Sin embarqo, como las objeciones de Vuestra Excelencía
se inspiran en una teoría que exime de responsabilidad a Ios jefes
·de partido de organización vertical y totalitaria en los actos que
el partido sólo puede realizar con el funcionamiento regimentado
-de su organi'zación y bajo la dirección existente, me veo obligado
.a refutarlas exponiendo la verdadera doctrina jurídica. Nadie dis-
cute que tratándose de hechos individuales, la responsabilidad es
intrasmisible. Nadie discute tampoco que en la delincuencia co-
leotíva, explosionante y anónima es difícil establecer y particula-
rizar las responsabilidades, pero entre estos dos casos extremos,
-existe la realidad de los partidos políticos de organización totali-
'tarf'a en que los ejecutores o actores son simples ruedas de una
máquina de una dirección única.

En tal caso, el principio de la responsabilidad se perfila
con una claridad meridiana. Hacer recaer la culpabilidad en los e-
Iernentos secundarios agentes del deli-to, comparables a los ínstru-
:mentos materiales que los realizan y no a los inspiradores, orqa-
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nizadores, promotores, autores morales y seguramente aprovecha-
dores del mismo, sería una incalificable injusticia.

No ignora Vuestra Excelencia que tratándose de las enti-
dades colectivas aun del orden civil, no puede establecerse la irres-
ponsabilidad y que ésta gravita sobre sus personeros o elementos
directivos. Del mismo modo, y con mayor razón, tiene que suce-
der en el Derecho Penal sin que valgan las citas de autores socia-
listas, interesados en excluir la responsabilidad de los jefes en los
movimientos políticos en que se hace uso de métodos de violen-
cia y acción directa. Por encima de estas parcialízadas teorías es-
tá la concepción jurídica que establece como autor principal del
delito al director y jefe de la organización que 10 perpetra. Y en
el presente caso Vuestra Excelencia pueda examinar la organiza-
ción del APRA, sobre la cual llamó la atención mi Gobierno des-
de mi primera nota. Esa organización vertical está probada por
-el Código de Disciplina Aprísta, por los Estatutos del Partido,
por el juramento de fidelidad al jefe, por las renuncias en blanco
de los miembros del Parlamento, a pesar de tener la más alta in-
vestidura nacional y de ser tales cargos írrenuncíables conforme
a la Constitución del Perú.

En cuanto al punto relativo a la caracterización del delito;
Vuestra Excelencia no ha querido tampoco tratarlo de un modo
general, sino refiriéndolo a la participación de Haya de la Torre
en los sucesos, lo cual, vuelvo a decirle, es de competencia exclu-
siva de los Tribunales del Perú.

Colocada esta materia en el terreno general doctrinario
que es el que nos compete examinar, debo decir a Vuestra Exce-
lencia que el proceso no es solamente por delito-de rebelión si-
no por delito contra la estructura misma del Estado.

El comunicado oficial publicado dice a la letra "Además
de poner a disposición de la justicia privativa a los numerosos de-
tenidos que participaron en esos sucesos, como autores materiales
de los delitos de rebelión militar y contra la seguridad del Esta-
do, ha señalado también como autor moral e instigador principal
plenamente identificado al Partido del Pueblo o Alianza Popular
Revolucionaria Americana (APRA, y por consiguiente a su jefe
y dirigentes, dada la organización vertical o de Comando Unico
que caracteriza a ese partido. La denuncia contiene graves car-
gos y apreciaciones cuyo detalle será dado a conocer oportuna~
mente".
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Se trata de una 'rebelión militar y de un delito contra la
seguridad del Estado, con aqravantes, hechos conexos y modali-
dades terroristas que sobrepasan la simple calificación del delito
puramente político.

Dentro de ese proceso, conforme a disposición expresa del
Código de Justicia Militar Peruano, ha de juzgarse no solo el de-
lito de rebelión mismo sino también los delitos comunes cometi-
dos con motivo de la rebelión; y el mismo Código establece que
cuando no pueda descubrirse a sus verdaderos autores serán pe-
nados como tales los Jefes principales de la rebelión.

Cumplo con manifestar a Vuestra Excelencia que Haya de
la Torre fue citado en los edictos que se publicaron, que contra
él se ha dictado auto de prisión, y que, por. consiguiente, figura
como acusado del mismo en su etapa inicial y en su actual estado.

Existe en consecuencia legislación y juicio anteriores al a-
silo, ante Tribunales Ordinarios. Conforme a esa leyes que den-
tro de ese juicio corresponderá a los tribunales peruanos juzgar
-al asilado que, repito, con anterioridad al asilo, se encuentra en-
juiciado, citado y con orden de prisión.

Vuestra Excelencia ha querido también exonerar a Haya
-de la Torre de responsabilidad al afirmar que sólo se le ha im-
puesto el almacenamiento de explosivos, y llega a insinuar que ese
almacenamiento no fue obra de la organización aprísta, contra las
pruebas evidentes que presentara el propio Gobierno del doctor
Bustamante y Rivera. Aunque esta circunstancia, es, también, sub-
judice y, por tanto, extraña al conocimiento de Vuestra Excelen-
cia, debo manifestar que no se trata únicamente de almacena-
-miento. Los explosivos encontrados se hallaban en diferentes pun-
tos de la ciudad, listos para su utilización por los dinamiteros so-
metidos a los comandos sectorales del Apra. Algunos de estos ex-
-p10sivos debieron estallar en la Central de teléfonos y otros cerca
del palacio de Gobierno.

Se trata, pues, del caso típico intencional y de la tenta-
tiva de que habla la Convención de Ginebra al considerar este
delito.

No puede aceptar tampoco mi Gobierno la teo-ría de que
por Ia conexión de los delitos comunes con los delitos políticos se
reaUiza una especie de asunción del carácter común por la fina-
Iídad polítíca. Puede el tratadista BilIot afirmar lo contrario, pe-
ro su teoría no prevalece ante la corriente que apoya la tesis de
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~ue la crimi~alidad común da el tono final y definitivo al comple-
JO de la delincuencia cuando afecta la estructura del 'Estado P

di F h ' oreso Ice -tauc ille que "la no extradición ·en materia de dditos.
conexos a actos más o menos políticos puede llevar a consecuen,
ci.as escandalosas", Y en recientes tratados celebrados por Colom-
b~a_se ha dejado establecido que el fin o motivo político no impe-
~lra la extradición si el hecho constituyere, principalmente, un de-
~ltO de ..~erecho común y si el hecho incriminado constituyere una
infracción de la ley penal común.

En conclusión, esta Cancillería constata que para defender
la procedencia del asilo de Haya de la Torre ha sido indispensa-
ble:

lo.-Atribuír al Perú una obligación jurídica que no ha
contraído de respetar el asilo automático, injusto e in-
conveniente;

20.-Afirmar que el terrorismo es simplemente un delito
polítco;

30.-Sostener que en los actos de las entidades políticas
de organización rígida y totalitarra, la responsabili-
dad recae sobre los elementos secundarios simples e-
jecutores materiales, quedando absolutamente exentos
los autores morales, instigadores y aprovechadores
potenciales del delito.

. Esta Cancillería deplora la radical oposición de puntos de
VIsta de los dos gobiernos, no solamente en cuanto a los hechos-
sino en cuanto a las doctrinas y principios que deben ser aplica-
dos y ve con pesar que no es posible, como era nuestro deseo, un
acuerdo directo de las partes para resolver la cuestión planteada.
Esta solución debe hallarse, por tanto, en la adopción de otros me-
dios establecidos por el derecho de gentes.

La Cancillería del Perú recuerda con legítima complacen-
cia que desde el principio ha planteado las cuestiones trascenden-
tales que importaba el asilo que se discute, en el terreno estricta-
mente jurídico, esperando, sin lograrlo, que la fuerza de esas ra-
zones convenciera al Gobierno de Vuestra Excelencia; y reitera
en estos momentos su fe en el valor de los hechos que ha alegado
y en el derecho que defiende. Y así por el carácter del asunto-
discutido y confiando plenamente en los principios jurídicos que
le son aplicables, sostiene que la solución adecuada es la estricta-
mente judicial pronunciada por la Corte Internacional de Justicia.
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El Perú se mantiene fiel a su invariable tradición diplomá-
tica de 'resolver las cuestiones controvertibles de carácter interna-
ciona! por los medios jurídicos, de acuerdo con su naturaleza. En
consecuencia esta Cancillería invita al Gobierno de Vuestra Ex-
celencia a iniciar las negociaciones para fijar la materia del juí-
cio ante la Corte Internacional de Justicia y las modalidades del
procedimiento.

Aprovecho la oportunidad para reiterarle, señor Embaja-
dor, las seguridades de mi más alta y distínquída consideración.

(Fdo.) FEDERICO DIAZ DULANTE

Al Excelentísimo señor doctor don CARLOS ECHEVE-
RRI CORTES, Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de
Colombia.-Ciudad.

Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.-Lima, 29
de Abril de 1949.-No. (S) 6-8/7,

Señor Embajador:
Mi Gobierno considera que el de Colombia ha aceptado

tal jurídíscción, dado el tenor de las declaraciones hechas por el
Excelentísimo señor don Eduardo Zuleta Angel, Ministro de Re-
laciones Exteriores de Colombia, que han sido publicadas, y es-
tima conveniente que el Gobierno de Vuestra Excelencia forma-
lice esa aceptación.

Aprovecho la oportunidad para
lencia las seguridades de mi más alta y

reiterar a Vuestra Exce-
distinguida consideración.

FEDERICO DIAZ DULANTE

Al Excelentísimo señor doctor don CARLOS ECHEVE-
RRI CORTES, Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de
Colombia.-Ciudad.

Lima, mayo 7 de 1949.
Sañor Ministro:

Tengo el honor de contestar a la nota de Vuestra Excelen-
cia número (S) 6-8/7, del 29 de Abril pasado, en la cual Vues-
tra Excelencia, refiriéndose a su comunicación número 6-8/, de
fecha 6 del mismo mes, confirma que el Gobierno del Perú está
dispuesto a someter a la Corte Internacional de Justicia la diferen-
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cia surgida sobre el caso de asilo del señor Víctor Raúl Haya de
la Torre.

Agrega Vuestra Excelencia que su Gobierno, basándose
en las declaraciones del señor Ministro de Relaciones Exteriores
de mi país que han sido publicadas, considera que el Gobierno de
Colombia ha aceptado la jurisdicción aludida y estima convenien-
te que mi Gobierno formalice tal aceptación.

En 'relación con este punto, me permito hacer observar que
la aceptación del Gobierno de Colombia es en este caso superflua.
por cuanto fue él quien. por medio de la nota que tuve la honra
de di'rigir a Vuestra Excelencia el 28 de marzo, propuso al Go-
bierno del Perú. a título optativo. diversas soluciones jurídicas
entre Ias cuales figuraba el recurso judicial. En efecto. al final de
dicha nota se decía 10 siguiente: "Confiado en la justicia de la
causa que defiende en beneficio de una institución tradicional del
derecho americano. mi' Gobierno propone al de Vuestra Excelen-
cia escoger entre los varios recursos jurídicos que están abiertos
a los Estados Americanos -la conciliación e investigación. el ar-
bitraje, el recurso judicial. la reunión de consulta de Cancilleres-
aquel que el Gobierno de Vuestra Excelencia prefiera". Así, pues.
cuando Vuestra Excelencia declaró, en su nota de 6 de Abril. que
la Cancillería del Perú "Sostiene que la solución adecuada es la
estrictamente judicial pronunciada por la Corte Internacíonal de
Justicia" e invitó a continuación a mi Gobierno a iniciar negocia-
ciones para fijar la materia del juicio ante dicha Corte y las mo-
dalidades del procedimiento. no hizo otra cosa que proceder a la
escogencia que le ofrecía el Gobierno proponente, o sea el de Co-
lombia. para dirimir jurídicamente el asunto debatido, decisión
que mi gobierno acogió por cierto con vivo beneplácito, como [o
'expresó el señor Ministro de Relaciones Exteriores de Colombia
en su declacacíón del 7 de abril, publicada en la prensa.

Apenas necesito ratificar en la presente -y lo hago sólo
por dar respuesta a la pregunta concreta que me dirige Vuestra
Excelencia en su nota referida- que mi' Gobierno está listo a ini-
ciar sin dilación el procedimiento judicial propuesto por él en la
forma indicada y aceptado en seguida por el Gobierno de Vues-
tra Excelencia.

El punto que, por lo tanto, se plantea actualmente para los
dos Gobiernos es el relativo al acuerdo para .la prestación y tra-
mitación del asunto ante la Corte de Justicia. Mi Gobierno abrí-
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~ga el vivo deseo de que tal acuerdo se produzca en el más bre-
ve término posible. En cuanto al método que haya de seguirse pa-
.ra llegar a él. mí Gobierno me encarga informar a Vuestra Exce-
lencia que no tiene preferencia al respecto y que está en conse-
cuencia dispuesto, ya a examinar el proyecto que el Gobierno de
Vuestra Excelencia desee someter en tal sentido, ya a presentar
,a la consideración de ese Gobierno un proyecto propio sobre ei
.mísmo particular. •

Debo finalmente manifestar a Vuestra Excelencia. tam-
bién por instrucciones de mi Gobierno. que al adoptar en el caso
presente el sistema del acuerdo previo para el recurso a la Corte
Internacional de Justicia. el Gobierno Colombiano ha querido dar
.al de Vuestra Excelencia un nuevo testimonio del espíritu de a-
mistosacardialidad con que desea ventilar el asunto actualmente
,pendiente entre los dos gobiernos. En efecto. como 10 sabe V ues-
tra Excelencia, el artículo 7 del Protocolo Colombo-Peruano fir-
mado en Río de Janeiro en 1934 faculta a cada uno de los dos Es-
tados para llevar por derecho propio ante aquel Tribunal toda
-controversía con el otro Estado que no haya podido ser resuelta
por la vía diplomática. Tal recurso estaba, pues, desde el princí-
pio abierto al Gobierno de Colombia, pero este. por la considera-
-ción apuntada, se ha abstenido de utilizarlo.

Mi Gobierno me recomienda, sin embarqo, hacer constar
-que, para el caso de que el acuerdo buscado no pudiera lograrse
-dentro de los límites de tiempo que reclama la urgencia del asun-
'to, se reserva en toda su integridad el derecho de hacer uso de [a
facultad que le otorga el artículo mencionado del Protocolo de

'Río de Janeiro.

Aprovecho la oportunidad para reiterar a Vuestra Exce-
lencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.

Fdo.). CARLOS ECHEVERRI CORTES, Embajador de
Colombia.

Al Excelentísimo señor Contralmírante don FEDERICO
DIAZ DULANTE, Ministro de Relaciones Exteriores y Culto.-
'Ciudad.
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IV

ACTA DE LIMA DEL 31 DE AGOSTO DE 1949

"Reunidos en el Ministerio de Relaciones Exteriores y
Culto, en Lima, el Excelentísimo señor don Víctor Andrés Be-
laúnde, Embajador Extraordinario y Plenipotenciario ad hoc de
la República Peruana, y el Excelentísímo Señor don Eduardo Zu-
leta Angel, Embajador Extraordinario y Plenipotenciario ad hoc
de Colombia, designados por sus respectivos Gobiernos para ne-
gociar y suscribir los términos del documento compromisario, me-
diante el cual debe ser sometida a la Corte Internacional de Jus-
ticia la controversia suscitada con motivo de la solicitud de la Em-
bajada de Colombia en Lima, sobre expedición de Salvoconducto
para don Víctor Raúl Haya de la Torre; y después de canjeados.
los respectivos poderes, declaran, dentro de Ios sentimientos de
amistosa cordialidad que anima a los países lo siguiente:

PRIMERO

Que han examinado con espíritu comprensivo la contro-
versia existente, la que, por acuerdo de ambos Gobiernos, han
convenido en someter a la decisión de la Corte Internacional de
Justicia.

SEGUNDO

Que en vista de que no ha sido posible a los Plenipoten-
ciarios del Perú y Colombia llegar a un acuerdo sobre Ios térmi-
nos en que hubieran de someter conjuntamente a la Corte Inter-
nacional de Justicia el caso que se discute, convienen en que pue-
da iniciarse el procedimiento ante la Jurisdicción reconocida de
la Corte, por solicitud de cualquiera de las partes, sin que esto
constituya un acto inamistoso hacia la otra, ni altere las buenas re-
laciones de los dos países. La parte que ejercite ese derecho a-
nunciará amistosamente a la otra, con prudencial antelación, la
fecha de la presentación de la solicitud.

TERCERO

Que convienen, desde ahora: a) .-En que el procedimien-
to del JUICIO que se inicia sea el ordina-rio; b) .-Que ambas par-
tes podrán ejercitar el derecho a designar jueces de su nacíonalí-
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dad según lo estatuye el artículo 31, numeral 30., del Estatuto de-
la Corte; c) .-Que el idioma que se use sea el francés.

CUARTO

Que la presente acta sea comunicada a la Corte por las
Partes, una vez firmada.
Firman y sellan la presente acta, por duplicado, a los treinta y un
días del mes de agosto de mil novecientos cuarenta y nueve.

En fe de 10 cual. los Plenipotenciarios arriba mencionados,

(Firmado) VICTOR ANDRES BELAUNDE-

(Firmado). Eduardo Zuleta Angel

-V-
SENTENCIA DE LA CORTE INTERNACIONAL DE

JUSTICIA
Presentes: Señores: Basdevant, Presidente; Guerrero, Vice--

Presidente; Alvarez, Hackworth, Winiarski, Zorí-
cic, De Vtsscher, Sir Arnold McNair, Klaestad, Ba-
dawi Pasha, Krylov, Read, Hsu Mo, Azvedo, Jueces;
Alayza y Paz Soldán, y Caicedo Castilla, Jueces adt
hoc; Garnier-Coignet. Greffier adjunto.

..
En el asunto del derecho de asilo,
entre
la República de Colombia,
representada por:
J. M. Yepes, profesor, Ministro Plenipotenciario, jurisconsulto del.
Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, ex-Senador, co--
mo Agente:
asistido por
Alfredo Vásquez,
del Ministerio de
gado:
y
la República del Perú,
representada por:
Carlos Sayán Alvarez, Abogado, Embajador, ex-Ministro, ex--

Ministro Plenipotenciario, Secretario General:
Relaciones Exteriores de Colombia, como Abo-
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Presidente de la Cámara de Diputados del Perú. como Agente.
.asistido por
Felipe Tudela Barreda, Abogado. Profesor de Derecho Constitu-

.cional en Lima.
Fernando Morales Macedo R.. Intérprete parlamentario.
Juan José Calle y Calle. Secretario de Embajada.
así como por los Consejeros
Georges Scelle, Profesor honorario de la Universidad de París.
Julio López

-Oliván, Embajador.
'La Corte.
así compuesta, expide la siguiente S 'E N T E N e I A:

En la fecha 31 de agosto de 1949. un acuerdo .llamado
"Acta de Lima" fue firmado en Lima a nombre del Gobierno de

-Colombía y del Gobierno del Perú. Esta acta está así concebida:
"El Excelentísimo Señor Don Víctor Andrés Belaúnde,

Embajador Extraordinari'o y Plenipotenciario ad hoc de la Repú-
blica del Perú y el Excelentísimo Señor don Eduardo Zuleta An-
gel. Embajador Extraordinario y Plenipotenciario ad hoc de Co-

"lombía, designados por sus respectivos Gobiernos para negociar
-y suscribir los términos del documento compromisorio, mediante
el cual debe ser sometida a la Corte Internacional de Justicia la
controversia suscitada con motivo de la solicitud de la Embajada
de Colombia en Lima. sobre expedición de salvoconducto para
-don Víctor Raúl Haya de la Torre. y después de canjeados los•
respectivos Poderes. declaran. dentro de los sentimientos de a-
mistosa cordialidad que anima a los dos países. 10 siguiente:

PRIMERO

Que han examinado con espíritu comprensivo la controver-
-sía existente. la que. por acuerdo de ambos Gobiernos. han con-
venido en someter a la decisión de la Corte Internacional de [us-

rticía.
SEGUNDO

Que en vista de que no ha sido posible a los plenipoten-
·darios del Perú y Colombia llegar a un acuerdo sobre los ,térmi-
nos en que hubieran de someter conjuntamente a la Corte Interna-

.cíonal de Justicia el caso que se discute. convienen en que pueda
.íniciarse el procedimiento ante la jurisdicción reconocida de la
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Corte. por solicitud de cualquiera de las Partes. sin que constitu-'
,tuya un acto inamistoso hacia la otra Parte ni altere las buenas-
relaciones de los dos países. La Parte que ejercite ese derecho a-
nunciará amistosamente a la otra con prudencial antelación. la fe-·
cha de la presentación de la solicitud .

TERCERO

Que convienen desde ahora: a). En que el procedimiento
del juicio que se inicie sea el ordinario; b). Que ambas partes po-
drán ejercitar el derecho a designar jueces de su nacionali'dad se-
gún lo est~tuye el artículo 31. numeral 30. del Estatuto de la Cor-·
te; c). Que el idioma que se use sea el francés.

CUARTO

Que la presente Acta sea comunicada a la Corte por las"
Partes. una vez firmada".

El 15 de octubre de 1949. una demanda. que se refiere al.
Acta de Lima de 31 de agosto de 1949. fue depositada en la Se-
cretaría de la Corte a nombre del Gobierno de Colombia. Después
de haber enunciado que Colombia sostiene:

a) .-Que tiene derecho. en el caso de personas que bus-
can asilo en sus Embajadas. Legaciones. Navíos de Guerra. cam-
pos o aeronaves militares. de calificar a estos "asílados" como de-
lincuentes de derecho común. como desertores de tierra o de mar-
o como delincuentes políticos;

b) ,-Que el Estado territorial. en este caso el Perú. debe'
otorgar "las garantías necesarias para que el refugiado salga del.
país. siendo respetada la inviolabilidad de su persona".

La demanda concluye pidiendo a la Corte:
"Juzgar y resolver. tanto en presencia como en ausencia'

del Gobierno de la República del Perú. después de los plazos que
le corresponda fijar a la Corte. y bajo reserva de acuerdo entre
las Partes. las cuestiones siguientes:

PRIMERA CUESTION

En el marco de las obligaciones que se derivan en parti-
cular del Acuerdo Bolivariano sobre Extradición de 18 de julio
de 1911 y la Convención sobre Asilo de 20 de Febrero de 1928.



ambos vigentes entre Colombia y el Perú y de manera general del
Derecho Internacional Americano, le toca o nó a Colombia como
país que ha acordado el asilo calificar [a naturaleza del delito pa-
ra los fines del dicho asilo?

SEGUNDA CUESTION:

En el caso concreto materia del litigio, el Perú en su cali-
dad de Estado territorial, está obligado o nó a otorgar las garan.
tías necesarias para que el refugiado salga del país siendo res-
petada la inviolabilidad de su persona?

El Agente de'! Gobierno de Colombia depositó en la Secre-
taría de la Corte, al mismo tiempo que la demanda de su país, el
texto del Acta de Lima, en copia certificada conforme al original
-en 'Castellano, acompañado de una traducción en francés. Con
'comunicación del 15 de octubre de 1949, recibida en la Secreta-
ría el mismo día, el Agente del Gobierno del Perú depositó tam-
'bíén una traducción certificada y conforme del Acta de Lima.

De conformidad con el artículo 40, parágrafo 30., del Es-
-tatuto de la Corte, la demanda fue notificada a los Estados capa-
-citados para comparecer ante la Corte. También fue notificada al
.Secretarío de las Naciones Unidas. Como la demanda se funda-
ba en la Convención sobre Derecho de Asilo firmada en La Ha-
bana el! 20 de febrero de 1929, así como sobre el Acuerdo sobre
Extradiciórrsuscri'to en Caracas el 18 de julio de 1911, la notífí-
-cacíón prevista en el artículo 63, parágrafo 1, del Estatuto de [a
Corte, fue también hecha a los Estados que, además de las Par-
.tes interesadas, 'particíparon en esos convenios.

Habiendo sido depositadas las piezas del procedímíento es.
-críto dentro de los plazos fijados por la Ordenanza del 20 de Oc-
tubre de 1949 y prorrogados por las Ordenanzas del 17 de dícíem-
'bre de 1949 y 9 de mayo de 1950, el asunto se encontraba el 15
de junio de 1950 en estado de juicio.

Como la Corte no contaba entre sus jueces titulares con
ninguno de [a naci'bnalidad de las Partes, cada una de éstas se
ha acogido al derecho previsto en el artículo 31, parágrafo 30.,
del Estatuto. Así fueron designados en calidad de Jueces ad hoc:
por el Gobierno de Colombia don José Joaquín Caicedo Castílla,
doctor en Derecho, Profesor, ex-Diputado y ex-Presidente del
Senado, Embajador; por el Gobierno del Perú don Luis Maya y
.Paz Soldán Doctor en Derecho, Profesor, ex-Ministro, Embajador.
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La fecha de apertura del procedimiento oral fue fijada pa-
ra el 26 de septiembre de 1950. Se .realizaron audiencias públicas
los días 26, 27, 28 y 29 de septiembre y, 2, 3, 6, y 9 de octubre
de 1950. En el curso de estas audiencias la Corte escuchó los a-
legatos; por parte de Colombia, de don J. M. Yepes, Agente, y
de don Alfredo Vásquez, Abogado; por parte del Perú de don
Carlos Sayán Alvarez, Agente y de don Georges Scelle, Cense-
[ero.

Al fina} del procedimiento escrito, las Partes habían dado
a conocer las siguientes conclusiones:

Por Colombia (conclusiones contenidas en la Réplica):

"SIRVASE LA CORTE
Desestimar las conclusiones del Gobierno del Perú,
DECIR y JUZGAR
Conforme a las conclusiones formuladas por el Gobierno

.de la República de Colombia en su Memoria de 10 de enero de
1950, sometida a la Corte en la misma fecha, y Rechazando toda
'conclusión contraria,

10.-Que la República de Colombia tiene el derecho como
país otorgante del asilo. de calificar la naturaleza del delito, con
relación a dicho asno, dentro del cuadro de las obligaciones que
se desprenden, en especial, del Acuerdo Boliviariano sobre Ex-
tradición del 18 de julio de 1911, Y de la Convención sobre Asilo
de La Habana de 20 de febrero de 1928 y, de una manera gene-
ral, del Derecho Internacional Americano;

20.-Que la República del Perú, en su calidad de Estado
territorial, está obligada, en el caso concreto material del litigio,
a conceder las garantías necesarias para que don Vtctor Raúl
Haya de la Torre salga del país, respetándose la inviolabilidad
<le su persona".

Por el Perú (conclusiones contenidas en la Duplica):
"SIRVASE LA CORTE
Desestimar las conclusiones del Gobierno de Colombia, y
DECIR Y JUZGAR:

a título de reconvención, según Ios términos del artículo
63 del Reglamento de la Corte, en una sola y misma sentencia,
que la concesión del asilo por el Embajador de Colombia en Lí-
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ma a Víctor Raúl Haya de la Torre ha sido realizada en violación'
del artículo 20., parágrafo 2, inciso l o., de Ia Convención sobre
Asilo firmada en la Habana en 1928".

Como consecuencia de los alegatos, en el curso de los cua-
les el Agente del Gobierno del Perú trajo una adición a las con-
clusiones que habían sido formuladas en el procedimiento escrito,
la Corte tomó conocimiento de Ias siguientes conclusiones Finales
tales como las Partes las habían formulado en audiencia y luego
confirmado por escrito:

Por Colombia (sobre la demanda principal).

"SIRVASE LA CORTE
DECIR Y JUZGAR:

1o.-Que la República de Colombia tiene el derecho, co-
mo país otorgante del asilo, de calificar la naturaleza del delito,
con relación al derecho de asilo, dentro del cuadro de las obliga-
ciones que se desprenden, en especial, del Acuerdo Bolivariano
sobre Extradición de 18 de julio de 1911 y de la Convención so-
bre Asilo de La Habana de 20 de febrero de 1928 y, de una ma-
nera general, del Derecho Internacional Americano,

20.-Que la República del Perú, en su calidad de Estado
territorial está obligada, en el caso concreto materia del litigio,
a conceder las garantías necesarias para que don Víctor Raúl
Haya de la Torre salga del país respetándose la ínvíolabílidad
de su persona".

(sobre la demanda reconvencícnal]

10.-Que la demanda reconvencional presentada por el
Gobierno del Perú el 21 de marzo de 1950 no es aceptable por su
carencia de conexión di~ecta con la demanda del Gobierno de
Colombia;

20.-Que la nueva demanda reconvencional, indebidamen-
te presentada el 3 de octubre de 1950 baje la forma de conclusión
en sus alegatos orales, no es aceptable porque:

a). Ha. sido presentada en violación del artículo 63 del Re-
g.lamento de la Corte;

b). La Corte no tiene competencia para conocerla;
c). Carece de conexión directa con la demanda del Gobier-

no Colombiano".
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Por el Perú

"SIRVASE LA CORTE
Rechazar las conclusiones 1 y 2 de la Memoria de Colom-

bia.
Rechazar las conclusiones presentadas por el señor Agen-

te del Gobierno de Colombia en la parte final de su aleqato del
6 de octubre de 1950 respecto de la demanda reconvencíonal del
Gobierno del Perú, conclusiones renovadas en su comunicación
del 7 de octubre de 1950.

DECIR Y JUZGAR:
A título reconvencional, según los términos del artículo

63 del Reglamento de la Corte, y por una sola y única resolución
que el otorgamiento del asilo por el Embajador de Colombia en
Lima a Víctor Raúl Haya de la Torre ha sido efectuado en vio-
ladón del artículo 10., parágrafo l o., y del artículo 20., parágra-
fo 10., y del artículo 20., parágrafo 20. (inciso l o.}, de la Con-
vención sobre Asilo firmada en 1928 y que en todo caso el man-
tenimiento del asilo constituye actualmente una violación de di-
cho Tratado".

El 3 de octubre de 1948 estalló una rebelión militar en -el
Perú. Fue reprimida el mismo día y se abrió inmediatamente la
investigación respectiva.

El 4 de octubre el Presidente de la República publicaba un
Decreto cuyos consíderandos hacían recaer sobre un partido po-
lítico, la Alianza Popular Revolucionaria Americana, la responsa-
bilidad de haber preparado y dirigido la rebelión. Decretaba, por
consiguiente, que ese partido se había puesto fuera de la ley y
que en adelante no se le permitiría el ejercicio de ninguna acti-
vidad y que sus dirigentes serían sometidos a la Justicia nacional
como instigador de dichha rebelión. Al mismo tiempo el Jefe de
la Zona Judicial de Marina ordenaba al Juez Instructor de Mari-
na abrir inmediatamente instrucción sobre los hechos que consti-
tuyeron el delito de rebelión.

El 5 de octubre el Ministro de Gobierno dirigía al Minis-
tro de Marina un "oficio de denuncia" contra el Jefe de la Alian-
za Popular Revolucionaria Americana, Víctor Raúl Haya de la
Torre, y otros miembros del Partido, como responsables de la re-



472 -

belíón, Esta denuncia fue reafirmada el mismo día por el Minis-
tro de Marina y ellO de octubre por el Auditor, quíen indicó que
el objeto de la prosecución era el delito de rebelión militar

El 11 de octubre el Juez de introducción expidió un auto
determinando la apertura de instrucción contra Haya de la Torre
y otros "por el delito de rebelión militar que les es imputado en
la denuncia", y el 25 de octubre ordenó la detención de ,las perso-
nas acusadas que todavía no habían sido aprehendidas.

El 27 de octubre una Junta Militar dio un golpe de Esta-
do y se adueñó del mando supremo. Esta Junta Militar de Gobier-
no publicó el 4 de noviembre un Decreto disponiendo la institu-
ción de Cortes Marciales para juzgar sumariamente en los casos
de rebelión, sedición y motín, y que fijaba plazos reducidos y pe-
nas severas e inapelables.
. " Este Decreto no fue aplicado en el procedi'miento judicial
l~lCl~,do contra Haya de la Torre y otros. Este procedimiento pro-
SlgUlO dentr~. de la misma jurisdicción de antes. Esto se despren-
d.e, de un OfICIO de 8 de noviembre dirigida por el Juez de Instruc-
Clan, que declara que Haya de la Torre y otros no habían podido
ser arrestados por no haber sido hallados, y de un auto de la
misma fecha por el cual el jefe de Instrucción disponía que se ci-
tara a los ausentes por medio de edictos públicos. El 16 de no-
viembre y los días sigui'entes los edictos fueron publicados en el
diario oficial "El Peruano" ordenando a los reos ausentes -Ha-
ya de la Torre y otros- que se presentaran al despacho del Juez
de In.~trucción para defenderse de los cargos que pesaban sobre
el1os, por delito de rebelión militar". Haya de la Torre no se pre-
sento, y los hechos que han sido puestos en conocimiento de la
Corte no Indican que ulteriormente se hayan tomado medidas
contra él.

El 4 de octubre, día siguiente al de la rebelión militar, el
estado de sitio había sido declarado, suspendiendo ciertos dere-
chos con!stitucion'ales; fue prorrogado el 2 de noviembre, y el 2
de diciembre de 1948, y el 2 de enero de 1949.

El 3 de enero de 1949, Haya de la Torre buscó asilo en la
Embajada de Colombia en Lima. Al día siguiente, el Embajador
de Colombia, envió la nota que sigue al Ministro de Relaciones
Exteriores y Culto del Perú:

Tengo el honor de informar a Vuestra Excelencia de con-
formidad con ]0 dispuesto en el artículo 20. paráqrafo?o. de la
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Convención sobre asilo firmada por nuestros dos países en la cíu-
.dad de la Habana en el año de 1928, que el señor don Vtctor Raúl
Haya de la Torre se halla asilado en la sede de la Misión a mi
cargo desde el día de ayer, a las 21 horas.

Por lo expuesto, y en vista del deseo de esta Embajada de
que el asilado señor Haya de la Torre salga del Perú lo antes po-
.sible, ruego de la manera más atenta a Vuestra Excelencia, orde-
nar la expedición de'l salvoconducto respectivo que le permita a-
bandonar el país con las facilidades usuales establecidas por el
Derecho de Asilo diplomático".

El 14 de enero el Embajador envió al Ministro una nueva
nota concebido en estos términos:

"Por instrucciones recibidas de la Cancillería de mi país,
tengo el Honor de manifestar a Vuestra Excelencia que el Go-
.bierrro de Colombia, de conformidad con el derecho que le otor-
ga el artículo 2 de la Convención sobre Asilo Político suscrita
por nuestros dos países en la ciudad de Montevideo el 26 de Di-
-cíembre de 1933, ha calificado al señor don V'íctor Raúl Haya de
la Torre como asilado político",

Se produjo enseguida una correspondencia diplomática, la
que concluyó con el acta de Lima de 31 de agosto de 1949, por
efecto y como consecuencia de la cual el díferendo ha sido some-
tido por los dos Gobiernos a la Corte.

El Gobierno de Colombia ha presentado dos conclusiones,
-de las cuales la primera pide a la Corte decir y juzgar:

"Que la República de Colombia tiene derecho, como país 0-

otorgante- del asilo, de calificar la naturaleza del delito, con rela-
. -cíón al derecho de asilo, dentro del cuadro de 'las obligaciones

que se desprenden, en especial, del Acuerdo Bolivari'ano sobre
extradición del 18 de julio de 1911 y de la Convención sobre A-
silo de la Habana de! 20 de febrero de 1928 y de una manera ge-
'neral, del Derecho Internacional Americano".

Si por esta conclusión el Gobierno de Colombia hubiera
'tenido en mente pretender que Colombia, en su condición de Es-
tado que otorqa el asilo, tiene competencia para calificar el deli-
to solamente de una manera provisional y sin efecto obligatorio
para el Perú, la solución no sería dudosa. Es evidente que el re-
presentante diplomático a quien corresponde apreciar si el asilo
debe o no ser otorgado a un refuqiado, debe tener competencia pa-
Ta efectuar esta calificación provisional del delito imputado al re-
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fugiado. Debe, en efecto, examinar si las condiciones requeridas
para conceder el asilo han sido satisfechas. El Estado territorial
no sería por eso privado de su derecho de objetar la calificación.
En caso de desacuerdo entre los dos Estados se produciría un di-
ferendo, el que sería susceptible de ser resuelto según los méto-
dos previstos por las Partes para solucionar sus diferencias.

No es ese, empero, el sentido que el Gobierno de Colom-
bia dá a su pretensión. No ha reivindicado el derecho de califi-
cación simplemente en vista de fijar su línea de conducta. Los ar-
gumentos escritos y orales presentados en nombre de ese Gobier-
no indican que es conveniente interpretar su conclusión en el sen-
tido de que Colombia, en su condición de Estado que concede el
asilo, tiene él derecho de calificar la naturaleza del delito por una
decisión unilateral y definitiva, obligatoria para el Perú. Colom-
bia ha fundado esta conclusión en parte sobre reglas convencio-
nales y en parte sobre la pretendida existencia de una costumbre.

El Gobierno de Colombia se ha referido al Acuerdo Boli-
variano de 1911, artículo 18, que está concebido en los siguien-
tes términos:

"Fuera de las estipulaciones del presente Acuerdo, los Es-
tados signatarios reconocen la institución del asilo conforme a los
principios del Derecho Internacional". .

Reconocfendo "la institución del asilo", este artículo se li-
mita a referirse a los principios del Derecho Internacional. Pero
los principios del Derecho Internacional no reconocen ninguna
regla de calificación unilateral y definitiva al Estado que conce-
de asilo diplomático.

El Gobierno de Colombia se ha basado también en el ar-
tículo 4, de este Acuerdo, que es relativo a la extradición de un .
criminal por el Estado en cuyo territorio ha buscado refugio. Los
argumentos presentados al respecto denotan confusión entre el
asilo territorial (extradición) de un lado, y el asilo diplomático
de otro.

En el caso de la extradición, el refugiado se encuentra en
el territorio del Estado de refugio. Una decisión relativa a extra-
dición no implica sino el ejercicio normal de la soberanía terri-
torial. El refugiado se encuentra fuera del territorio del E.stado en
el que se han cometido el delito y una decísíón de otorgarle asilo
no deroga de ninguna manera la soberanía de este Estado.

En el caso del asilo diplomático, el refuqíado se encuentra

I
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en el territorio del Estado en el que ha sido cometido el delito.
La decisión de conceder el asilo diplomático entraña una deroga-
ción de la soberanía de este Estado. Sustrae el delincuente a la
[usticía de este mismo estado y constituye una intervención en la
jurisdicción que corresponde exclusivamente a la competencia del
Estado territorial. Semejante derogación de la soberanía territo-
rial no podría ser admitida, a menos que en cada caso especial se
establezca el fundamento jurídico.

Por los motivos expuestos, no es posible deducir de las re-
'9'las convencionales pertinentes a la extradición, una conclusión
referente y que se aplique al asunto de que ahora se trata.

El Gobierno de Colombia se apoya, además, en la Conven-
-ción de La Habana de 1928 relativa al asilo. Esta Convención es-
tipula algunas reglas relativas al asilo diplomático, pero no con-
tiene ninguna disposición que dé al Estado una manera definitiva
y de carácter obligatorio para el Estado territorial. El Gobierno
-de Colombia, sostiene, sin embargo, que esta competencia está
implícitamente contenida en la Convención y que es inherente a
la institución del asilo.

Una competencia de este orden es de naturaleza excepcio-
nal. Encierra una derogación de los derechos iguales de califica-
·ción que a falta de una regla que disponga lo contrario, deben ser
reconocidos a cada uno de los Estados; hace así más grave aún
la derogación de la soberanía territorial que constituye el ejercí-
-cio del asilo. Tal competencia no es inherente a la institución del
asilo diplomático. Esta institución sería acaso más eficaz si una
regla de calificación unilateral y definitiva fuera aplicada. Pero
.una regla de esta naturaleza no es necesaria para el ejercicio del
asílo.

Esas consideraciones demuestran que el pretendido dere-
cho de calificación unilateral y definitiva no puede ser considera-
-do como implícitamente reconocido por la Convención de La Ha-
bana. Desde luego, esta Convención, que ,tiene por finalidad el
propósito enunciado en su preámbulo de "Fijar las reglas" que
los Gobiernos de los Estados Americanos deben observar en ma-
teria de asilo, fue concebida con el fin manifiesto de impedir los
-abl!sos que la práctica había revelado, y por eso limita el otorga-
miento del asilo. Lo hace de varias maneras y con términos ex-
-cepcíonales restrictivos y enérgicos ("No es lícito a los Estados; .-
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El asilo no podrá ser concedido sino en los casos de urgencia y
por el tiempo estrictamente índíspensable ... ").

/El Gobierno de Colombia ha invocado el artículo 2, pará-
grafo 1, de la Convención de La Habana, que está así redactado:

"El asilo de de'líncuentes políticos, en .legaciones, navíos de
guerra, campamentos o aeronaves militares, será respetado en la
medida en que, como un derecho o por humanítarfa tolerancia, lo
admitieren el uso, las convenciones o las leyes del país del refu-
gio y de acuerdo con las disposiciones siguientes".

Este artículo ha sido interpretado por dicho Gobierno en
el sentido de que la costumbre, las convenciones y las leyes de
Colombia relativas a 'la calificación del delito pueden ser invoca-
das frente al Perú. Esta interpretación, que entrañaría el hecho,
de que la extensión de las obligaciones de uno de los Estados sig-
natarios dependería de las modificaciones que podrían sobreve-
nir en el derecho de otro de esos Estados, no puede ser admitida.
La disposición debe ser considerada como una 'limitación de la
medída dentro de .la cual el asilo debe ser respetado. Lo que dice-
en realidad es que el Estado de refugio no practicará el asilo en
una proporción más amplia que la que le permiten sus propias
costumbres, convenciones y leyes, y que el asilo concedido será
respetado por e! Estado territorial solamente hasta donde esté au-
torizado este asi'lo por las costumbres, convenciones, y leyes def
país de refuqío" No hay nada que se pueda deducir de esta dis-
posición en lo que concierne a la calificación.

E~ Gobierno de Colombia ha hecho valer también la Con-
vención de Montevideo sobre asilo político de 1933. Es efectiva-
mente esta Convención la que ha sido invocada en la nota dirigi-
da e! 14 de enero por el Embajador de Colombia al Ministro de
Relaciones Exteriores del Perú.

Se ha pretendido que E!lartículo 2 de esta Convención in-
terpreta la Convención de.la Habana de 1928 en el sentido de
que la calificación de un delito político corresponde al Estado'
que otorga el asilo. Los artículos 6 y 7 de la Convención de Mon-
tevideo establecen que ésta será ratificada y entrará en vi'gencia
a medida de que las ratificaciones sean depositadas. La Conven-
ción de Montevideo no ha sido ratificada por el Perú, y por lo
tanto no se le puede invocar contra este 'Esrado. E'I hecho de que
se haya juzgado necesario incorporar en esta Convención un ar-
tículo admitiendo el derecho de calificación unilateral, parece in-
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dicar que se consideraba esta so'lución como una regla nueva, no
reconocida por la Convención de La Habana. Además se dice que
el preámbulo de la Convención de Montevideo (textos español,
francés y portugués), que esta modifica la Convención de La Ha-
bana. Por consiguiente no se puede considerar a la Convención
de Montevideo como representando simplemente una interpreta-
ción de la de La Habana.

SI Gobierno de Colombia se ha apoyado por fin "de una
manera general, en el Derecho Internacional Americano". Se ha
basado, pues, no sólo, en las reglas convencionales que ya hemos
examinado, sino también en una pretendida costumbre regional
o local que es propia de los Estados de América Latina.

La Parte que invoca una costumbre de esa naturaleza <tie-
ne que probar que esta costumbre se ha constituído de un modo
tal que se ha hecho obligatoria para la Parte contraria. El Go-
bierno de Colombia debe probar que 'la regla que hace valer es-
tá de acuerdo con un uso constante y uniforme practicado por
los Estados referidos, y que este uso representa un derecho de!
estado que concede el asilo y un deber del E.stado territorial. Es-
to se deduce del artículo 38 del Estatuto de la Corte, que mencio-
na la costumbre internacional "como prueba de una práctica ge-
neral aceptada como siendo derecho".

Para fundamentar su tesis relativa a la existencia de tal
costumbre, el Gobierno de Colombia ha citado gran número de
tratados de extradición que, como la hemos dicho, no son perti-
nentes a la cuestión de que aquí se .trata. Ha citado convenciones
y acuerdos que no contienen ninguna disposición referente a la
pretendida regla de calificación unilateral y defínítíva: la Con-
vención de Montevideo de 1889 sobre Derecho Penal Internacio-
nal, el Acuerdo Bolivariano de 1911 y la Convención de La Ha-
bana de 1928. Ha invocado Convenciones que no han sido ratifi-
cadas por el Perú, tales como la Convención de Montevideo. Ha
invocado Convenciones que no han sido ratificadas por más de
11 Estados y [a Convención de 1939 sólo lo ha sido por 2.

Es particularmente sobre la Convención de Montevideo de
1933 que el criterio del Gobierno de Colombia se ha basado para
el caso. Se ha sostenido que esta Convención no ha hecho sino
codificar principios ya reconocidos por la costumbre de la Amé-
rica Latina y que se podía oponer esa Convención all Perú como
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una prueba de derecho consuetudinario. El número limitado de
Estados que han ratificado esta Convención pone en evidencia Ia
debilidad de semejante tesis, la que, por lo demás, está invalidada
por el propio preámbulo de la Convención, en el que se dice que
ésta modifica la Convención de La Habana.

Fína'lmente. el Gobierno de Colombia ha citado numero-
sos casos particulares en los cuales el asilo diplomático ha sido e-
fectivamente acordado y respetado. Pero no ha establecido que
la pretendida regla de calificación unilateral y definitiva haya sido
invocada o que -si en ciertos casos ha sido 'en realidad invoca-
da- fué ella aplicada, fuera de las estipulaciones convencionales,
por los Estados que otorgaron el asilo. como un derecho que per-
tenecen a éstos. y por los Estados territoriales como un deber que
les incumbe y no sólo por razones de oportunidad política Los
hechos sometidos a la Corte revelan tanta incertidumbre y tantas
contradicciones, tantas fluctuaciones y disconformidades en el
ejercicio del asilo diplomático y en los puntos de vista expresados
al respecto en diferentes oportunidades; ha habido tal carencia
de consistencia en la rápida sucesión de los textos convencionales
relativos al asflo, ratificados, por algunos Estados y rechazados
por otros. y la práctica ha sido de tal manera influenciada por
las oportunidades políticas de los distintos casos, que de todo ello
no se puede deducir una costumbre constante y uniforme, acep-
tada como siendo derecho en lo que toca a la pretendida regla de
Ia calificación unilateral y definitiva del delito.

La Corte no podría admitir que el Gobierno ha probado
la existencia de tal costumbre. Suponiendo que tal costumbre exis-
tiera solamente entre determinados Estados de la América Latina,
no se le podría de ninguna manera hacer valer ante el Perú, el
que, lejos de haberse adherido, por el contrario, la ha repudiado,
al abstenerse de ratificar las 'convenciones de Montevideo de
1939. las primeras que han incIuído una regla que concierne a la
calificación del delito en materia de asillo diplomático.

En el desarrollo del procedimiento escrito y en el desarro-
llo del procedimiento oral, el Gobierno de Colombia ha hecho va-
ler los comunicados oficiales publicados por e'! Mínísterio de Re-
laciones Exteriores del Perú el 13 Y el 26 de octubre de 1948, y
el Gobierno del Perú ha hecho va'ler un informe de la comisión
Consultiva del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia
del 2 de septiembre de 1937. Esos documentos contienen, en lo
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qu~ atañe a la calificación, puntos de vista di~tj.~tos de 'Io.s que
sostienen hoy esos Gobiernos. La Corte cuya mrsion es aplicar el
.derecho internacional para juzgar el presente caso, no puede dar
,importancia decisiva a ninguno de estos documentos.

Por tales motivos, la Corte llega a la conclusión de que
Colombia, en su condición de Estado que otorga el asilo, no tie-
ne derecho de calificar la naturaleza del delito por una decisión
unilateral y definitiva que sea obligatoria para el Perú.

En su segunda conclusión, el Gobierno de Colombia pide

a la Corte que diga y juzgue:
"Que la República del Perú, en su calidad de Estado te-

rritorial. está obligada, en el caso concreto mater iat del litigio, a
conceder las garantías necesarias para que don Victor ?-aúl Ha-
ya de la Torre salga del país. respetándose la inviolabilidad de

"su persona •
Esta pretendida olJligación que recaería sobre el Gobierno

del Perú no depende del todo de la respuesta dada a la primera
,conclusión de Colombia relativa a la calificación unilateral defi-
nitiva del delito. De los dos primeros artículos de 'la Convención
-de la Habana resulta que, aun si tal derecho de calificación no
es admitido, el Gobierno de Colombia. tiene motivo. en determina-
das condiciones. para pedir un salvoconducto.

La primera condición es que el asi'lo haya sido regularmen-
te concedido y mantenido. El asilo no puede ser otorgado sino a
criminales políticos que no están acusados o condenados por de-
litos comunes. y sólo en caso de urgencia. y por el período estric-
tamente indispensable para que el refugiado se ponga en seguri-
dad. Estos puntos de vista se vinculan con la demanda reconven-
.cional deil Perú; serán. pues. examinados más tarde. en la medida
"necesaria para definir el asunto.

La segunda condición está formulada en el artículo 2 de la
Convención de La Habana:

"El Gobierno del Estado podrá exiqir que el asilado sea
puesto fuera del territorio nacional dentro del más breve plazo po-
sible; y el agente diplomático del país que hubiera acordado el
asilo podrá a su vez exigir la garantía necesaria para que el refu-
giado salga del país respetándose 'la inviolabilidad de su persona".

Si se toma en cuenta. de un lado. la estructura de esta dis-
posición. que indica un orden sucesivo. y si se observa, de otro
·'lado. el sentido natural y usual de las palabras "a su vez". esta
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disposición sólo puede signi'ficar que el Estado territorial pod .. . 1 f m
eXI.gIr que e re u,giado sea puesto fuera del país y que sólo des-"
pues de esto el Estado asilante podrá exigir garantías necesa "
co u dí .. rrasmo na con ICIOnpara la salida del terri"torio. En otros tér .
1 di '" d 1 E mInOS,a ISpOSICIOn a astado territoria'l la opción de pedir la sa'"d
del refugiado,. y este Estado no está obligado a suministrar el ~al~
voconduct~ SInO después de haber ejercido esa opción.

La Interpretación contraria llevaría, en el caso en que se
ocupa la Corte, a Ia conclusión de que sólo pertenecía a Colom-
bIa el .derecho de juzgar si todas las condiciones establecidas en
los arüculos 1 y 2 de la Convención para la regularidad del asilo
h~n sId~" llenadas. y ello sería totalmente incompatible con el ré-
gImen fIjado por la propia Convención.

. ~~ cierto q~e e~iste una práctica según la cual el agente
dIp1~matrco que da asilo solicita inmediatamente el sal1voconduc_
to SIn esperar, que el Estado territorial pida la salida del refugia-
do. Este modo de proceder obedece a ciertas necesidades: el a-
gente diplomático desea naturalmente que la presencia del refuqía-
do no. se pr?lo~gue en su residencia; por otra parte, el Gobierno
~el pais terrrtorral desea, en gran nÚmero de casos, ver que se ale-
je el adversario polítIco que ha obtenido asilo. Esta coincidencia
b.ast~ .para. explicar la práctica que se anota, pero esta práctica no
sIgmfIca m puede significar que el Estado al qu dí "did ' e se IrIg,e un pe-

1 o de salvoconducto, esté jurídicamente obligado a concederlo.
En el presente caso el Gobierno del Perú no ha pedido

qu~ Hay~ de la !orre abandone el país. El Gobierno peruano ha
objetado la legalrdad del asilo que se había otorgado y ha nega-
d~ el sa.lvoconducto. 'En esas condiciones el Gobierno de Colo m-
~Ia no tIene. razón para reclamar al Gobierno del Perú las garan.
t~as nec~sa~Ias ..par~ .que Haya de la Torre salga del país, respe-
tándose la ínvíolabilídad de su persona.

La demanda reconvencional del Gobierno del Perú fue e-
nunciada, en forma definitiva, en el curso de la exposición oral
del 3 de octubrr, de 1950 en los términos siguientes:

"SIRVASE LA CORTE
DECIR Y JUZGAR:

A título reconvencional, según los términos del artículo 63
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del Reglamento de la Corte, y por una sola y única Resolución.
que el otorgamiento del asilo por el Embajador de Colombia en
Lima a Víctor Raúl Haya de la Torre ha sido efectuado en vio-
lación del artículo 1, parágrafo 1, Y del artículo 2, inciso 1, de la
Convención sobre asilo firmada en 1928 y que 'en todo caso el
mantenimiento del asilo constituye actualmente una violación de
dicho tratado".

Conforme se ha expresado ya, la última parte de la frase
"y que en todo caso el mantenimiento del asilo constituye actual-
mente una violación de dicho tratado" no figuraba en la demanda
reconvencional presentada por el Gobierno del Perú en la Contra-
memoria. La adición ha sido hecha en el procedimiento oral. La
Corte examinará primero la demanda re convencional en su for-
ma primitiva.

La demanda re convencional tiende principalmente a poner
fin a un litigio, invitando a la Corte a que declare que el asilo
ha sido mal concedido, siendo su otorgamiento contrario a cier-
tas disposiciones de a Convención de La Habana. Su objetivo es
excusivamente el de definir, con este fin, las relaciones de dere-
cho que dicha Convención ha establecido entre Colombia y el Pe-
rú. La Corte observa, a propósito, que el asunto de la entrega e-
ventual! del refuqíado a las autoridades territoriales no está en
modo alguno planteado en la demanda reconvencional, Anota que
la Convención de La Habana, que estipula la entrega a esas au-
toridades de [as personas acusadas o condenadas por delitos co-
munes, no contiene ninguna disposición semejante con relación a
los criminales políticos. Comprueba, por fin, la Corte que ni en
la correspondencia diplomática sostenida por las Partes ni en nin-
gún momento del presente juicio, esta cuestión ha sido promovida.
y, de hecho, el Gobierno del Perú no ha pedido 'la entrega del re-
fugiado.

De las conclusiones finales del Gobierno de Colombia, ta-
les como han sido presentadas a la Corte el 6 de octubre de 1950.
se desprende que este Gobierno no ha objetado "la competencia de
la Corte respecto de la demanda reconvencional en su forma pri-
mitiva; no lo ha hecho sino en forma relativa respecto del agre-
gado que a esa demanda reconvencional se hizo en el curso del
procedimiento oral. En cambio. apoyándose en el artículo 63 del
Reglamento de la Corte, se ha opuesto a que se reciba la deman-
da re convencional, haciendo valer su falta de conexión directa
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-con el objeto de la demanda. Esa carencia de conexión procedería,
-según el Gobierno de Co:Jombia, del hecho de que la demanda re-
convencional plantea nuevos problemas y tiende así a desplazar
la materia del litigio.

La Corte no pued.ecompartir este modo de ver. Se dedu-
ce claramente de la argumentacaión de 'las Partes que la segunda
conclusión del Gobierno de Colombia, pertinente a la exigencia

"de un salvoconducto, se apoya ampliamente sobre la pretendida
regularidad del asilo, regularidad que precisamente objeta la de-
manda reconvencional. La conexión es tan directa que ciertas
condiciones requeridas para exigir un salvoconducto dependen ea-

.balmente :de los puntos que están puestos en juego por la deman-
da reconvencíonal, Resultando así puesta en evidencia la conexión
directa, la única excepción que se oponía a que se reciba 'la deman-

,da reconvencional en su forma primitiva se halla descartada.
Antes de examinar las sólidas bases de la demanda recen-

vencional, la Corte debe precisar el sentido que dá a Ios térmi-
-nos "otorgamiento del asilo" que contiene. El otorgamiento del a-
silo no es un acto instantáneo, que terminaría con el hecho de a-

'<.:oger, en determinado momento, a un refugiado en una Embaja-
da o en una Legación. Toda concesión de asilo origina, y por

..consiguiente, implica lógicamente un estado de protección; el asi-
lo se mantiene todo el tiempo que la presencia del refugiado en la
Embajada prolongue esta protección. Este modo de juzgar, que
está impuesto por la naturaleza de la institución del asílo, está des-

-de luego respaldado por la actitud de las Partes en el curso del
'proceso. La demanda reconvencíonal, tal como figura en la Contra-
'memoria del Perú, se refie-re expresamente al artícW9 2, parágrafo
2, de la Convención de La Habana, texto que dispone que el asilo
no podrá ser concedido sino "por el tiempo estrictamente indispensa-
ble". El Gobierno de Colombia no ha pensado de modo distinto;
su Réplica indica que para él, como para el Gobierno del Perú,

"la referencia a la mencionada disposición de la Convención de La
.Habana plantea el caso de "la duración del refucio"" .

El Gobierno del Perú ha fundado su demanda re conven-
cional sobre dos bases diferentes, que corresponden respectivamen-

'te al artículo 1, parágrafo 1, y al artículo 2, parágrafo 2, de 'la
Convención de La Habana.

Según términos del artículo 1, parágrafo 1, "N o es lícito
,-a los Estados dar asilo en Legaciones ... a personas acusadas o

t
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condenadas por delitos comunes". Corresponde a'l Perú suministrar'
la prueba de que Haya de la Torre ha sido acusado o condenado
por delito común antes del asilo.

La Corte no tiene dificultad en admitir, para el caso, que
el refugiado era un "acusado", en el sentido de ,la Convención de
la Habana, pues las piezas presentadas por el Gobierno del Pe-
rú al respecto le parecen concluyentes. No se podría admitir que
el término "acusado" contenga, en un tratado multílateral, como
es el de la Habana, un significado técnico preciso, con didonan-
do la calificacíón del "acusado" al requerimen to de formalidades"
estrictamente definidas y que podrían variar según las legaciones.

En cambio, la Corte considera que el Gobierno del Perú,
no ha demostrado que los hechos de que ha sido acusado el refu-
giado antes del 3-4 de enero de 1949 son delitos de derecho co-
mún. Desde el punto de vista de 'la aplicación de la Convención
de la Habana, es el hecho de la acusación, tal como ha sido for-
mulada por las autoridades judiciales antes de que se produzca el
asilo, 10 único que se toma en cuenta. Ahora bien, como se des-
prende de la exposición de hechos, todas Ias piezas que proceden
de la justicia peruana llevan como único motivo de acusación la
rebelión militar, y el Gobierno del Perú no ha establecido que la,
rebelión militar ocnstítuya de por sí un crimen de derecho común.
El artículo 248 del Código de Justicia Militar Peruana de 1939"
hasta tiende a demostrar lo contrario, pues establece una distin-
ción entre la rebelión militar y los crímenes de derecho común al
prescribir: "[os delitos comunes cometidos en la rebelión, o con
motivo de ella, serán castigados de conformidad a las leyes, con'
independencia de la rebelión".

Estas comprobaciones autorizan para decir que el primer
cargo hecho por el Gobierno del Perú al asilo no está justificado'
y que, en este punto, 'la demanda reconvencíonal está mal funda-
da y debe ser desestimada.

El Gobi'erno del Perú dá como segundo fundamento de su
demanda reconvencional el pretendidO desconocimiento del artí-
culo 2, parágrafo 2, de a Convención de La Habana de 1928, dis-
posición que así reza: "El asilo no podrá ser concedido sino en ca-
so de urgencia y por el tiempo estrictamente indispensable para
que el asilado se ponga de otra manera en seguridad".

Antes de examinar esta disposición, la Corte considera que'
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debe hacer las siguientes observaciones sobre la Convención de
la Habana en general y particularmente acerca de su artículo 2.

La Convención de La Habana, que es el único instrumen-
to convencional pertinente en el asunto de que tratamos, tuvo co-
mo objetivo, según lo indica su preámbulo, fijar las reglas que 'los
Estados signatarios deben observar en sus mutuas relaciones pa-
ra conceder asilo. Se ha querido así, según se dijo más arriba, po-
ner término a abusos originados por la práctica del asilo y capa-
ces de comprometer su crédito y su utilidad. Esto es lo que con-
firma d temperamento ya prohibitivo, ya claramente restrictivo,

·de los artículos 1 y 2 de la Convención.
El artículo 2 se ocupa del asilo de los criminales políticos

y'eeña'la con precisión las condiciones a que debe atenerse al res-
peto por el Estado territorial del asilo concedido a-tales crimi-
nales políticos.-Es de notar que todas esas condiciones tienden
a dar garantías al Estado territorial y se presentan, en conclusión,
como !la compensación de la obligación que asume de respetar ese

·asilo, es decir, de aceptar en principio las consecuencias mientras
este asilo se mantiene regularmente.

A la cabeza de las condiciones enunciadas figura la díspo-
· sición ya citada del artículo 2, parágrafo 2. Es por cierto, la más
importante, pues la justificación esencial del asilo se encuentra en
la inminencia o en la persistencia de un peligro para la persona
del refugiado. Es al Gobierno de Colombia a quien corresponde
presentar en prueba los hechos relativos a esa condición indicada.

No está en discusión entre las Partes el que el asilo pueda
ser concedido con un fin humanitario para proteger a los crimina-
les políticos de la acción violenta y desordenada de Ios elementos
irresponsables de la población. El Gobierno de Colombia no ha
alegado que Haya de la Torre se encontraba en tal situación en

,el momento en que buscó refugio en la Embajada de Colombia
en Lima. En ese momento habían trascurrido ya 3 meses desde
la rebelión militar. Este largo intervalo dá al presente asunto un
aspecto completamente especial. Durante esos 3 meses Haya de

· la Torre había aparentemente vivido oculto en el país, negándose
a acatar el edicto judicial publicado los días 16 y 18 de Noviem-
bre de 1948, absteniéndose de pedir asflo en las Embajadas ex-
tranjeras en las que varios de sus acusados habían encontrado
refugio antes de esa fecha. N o es sino el 3 de enero de 19,19 que

-se hace asilar en la Embajada de Colombia. La Corte estima que,
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'prima facie, tales circunstancias dan difícilmente autoridad para
hablar de urgencia.

La correspondencia diplomática cambiada entre los dos
Gobiernos no especifica la natura'ieza del peligro al que habría es-
tado expuesto el refugiado. Igualmente, la Memoria del Gobierno
de Colombia se limita a decir que el refugiado pidió al Embaja-
dor que le suministrara la protección diplomática del asilo, estan-
do su libertad y su vida en peligro. Es sólo en su réplica que el
Gobierno de Colombia ha precisado la naturaleza del peligro en
virtud del cual el refugiado había considerado conveniente pedir
protección. Este peligro habría resultado ser para el refugiado,en
particular, el proveniente de 'la situación política anormal que exis-
tía en el Perú como consecuencia del estado de sitio establecido
el 4 de octubre de 1948 y prorrogado sucesivamente el 2 de no-
viembre y el 2 de diciembre de 1948 y el 2 de enero de 1949; de
la declaración de "crisis nacional" del 25 de octubre de 1948,
que contiene diferentes afirmaciones contra Ja Alianza Popular
Revolucionaria Americana, partido cuya dirección tenía el refu-
giado; de la declaración de ilegalidad de ese mismo Partido por
el Decreto de 4 de octubre de 1948; del edicto del Juez Instructor
Suplente de Marina del 13 de noviembre de 1948, disponiendo
la citación, por notificaciones públicas de los acusados ausentes;
del Decreto del 4 de noviembre de 1948, organizando la institu-
ción de Cortes Marciales para juzgar sumariamente, con lafacul-
·tad de agravar [as penas y suprimiendo el derecho de apelación,
a los autores, cómplices y demás responsables de los delitos de re-
'belíón, sedición y motín.

Del conjunto de estos hechos así alegados fluye, esta vez
claramente, la índole del peligro cuyo carácter urgente habría,
según el Gobierno de Colombia, justificado el asilo: ese peligro se-
Tía el de una justicia política por efecto de la subordinación de las
autoridades [udíciales peruanas a las influencias del Ejecutivo.

Conviene, pues, examinar en qué condiciones y en qué me-
dida un peligro de tal naturaleza puede servir de fundamento al
asilo.

En principio, no se puede concebir que, refiriéndose a ..ca-
'sos de urgencia", la Convención de La Habana haya Incluido
dentro de esos términos el peligro de procesos regulares a los que
se expone el ciudadano de un país que atenta contra ,las institucio-
-nes del mismo; tampoco se puede admitir que haya pensado en
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otorgar protección contra la acusacion regular de la Justicia, se-
ñalando el tiempo estrictamente indispensable "para que el asila-
do se ponga de otra manera en seguridad".

Inútilmente se trataría de extraer argumentos en sentido
contrario del artícu'lo primero de la Convención de La Habana,
que prohibe dar asilo a personas "acusadas o condenadas por de-
litos comunes" y que dispone que se entregue esas mismas perso-
nas al Gobierno local tan pronto este lo exija. No se puede dedu-
cir que una persona, porque está acusada de crímenes políticos y
no de delitos de derecho común, está calificada, simplemente por
eso, para ser asíiada. Claro está que tal deducción desconocería las
condiciones dentro de las cuales el artículo 2, parágrafo segundo,
establece el otorgamiento del asilo a los criminales políticos.

En principio, pues, él asilo no puede ser opuesto a la ac-
ción de la justicia. No hay excepción a este principio sino cuan-
do, bajo el manto de Ja justicia, la arbitrariedad sustituye el rei-
no de las leyes. Tal sería el caso si la administración de justicia
se encontrara viciada por medidas claramente inspiradas por un
espíritu político. El asjlo protege al criminal político contra las
medidas que el Poder pretendería o trataría de tomar contra sus
adversarios políticos y cuyo carácter extralegal fuera evidente:
El término "seguridad", que el artículo 2, parágrafo 2, determi-
na el efecto de'! asilo concedido a los criminales políticos, signifi-
ca protección contra la arbitrariedad del poder, beneficio de la le-
galidad. Por el contrario, la seguridad que procede del! asilo no
podrá ser justificada como una protección contra la aplicación re-
gular de las leyes y la jurisdicción de los tribunales [eqítímamen-
te constituido, Una protección así concedida autorizaría al Agen-
te Diplomático a poner obstáculo en la aplicación de 'las leyes del
país que tiene la obligación de respetar equivaldría de hecho a la
inmunidad, lo que evidentemente la Convención de La Habana no
ha tenido en mente.

Es cierto que los decretos sucesivamente promulqados por
el Gobierno del Perú habían puesto y prorrogado el estado de si-
tio en el país; pero no se ha demostrado que la existencia del esta-
do de siti'o implicaba la subordinación de la just:cia al Ejecutivo
ni que 'la suspensión de ciertas garantías constitucionales acarrea-
rá la abolición de las garantías judiciales. En cuanto ad Decreto
de 4 de noviembre de 1948 organizando la institución de Cortes
Marciales, no contiene ninguna indicación que pueda hacer creer
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que las nuevas disposiciones se aplicarían retroactivamente a los
delitos perpetrados antes de la aplicación de ese Decreto. En rea-
lidad ese Decreto no ha sido aplicado en el procedimiento judi-
cial seguido contra Haya de la Torre, como se evidencia por la
exposición de hechos efectuada más arriba. En lo que toca a'l fu-
turo, la Corte ha tomado nota de la siguiente declaración hecha
en nombre del Gobierno del Perú:

"El Decreto-ley mencionado tiene fecha 4 de noviembre de
1948, o sea que se dictó un mes después de producidos los hechos
por los cuales se 'abrió juicio contra Haya de la Torre. Se expi-
dió para ser aplicado a los delitos que contempla y que pudieran
realizarse después de su expedición, y en el Perú a nadie se le ha
ocurrido utilízarlo, porque se conoce el principio de la irretroac-
tívídad de Ias leyes, especialmente en el orden penal, para juzgar
el caso a que por desgracia se refiere la defensa de Colombia. Si
fuera cierta la afirmación que en tal sentido formula el Gobierno
de Colombia, el del Perú no hubiera osado traer el caso ante Ia
Corte Internacional".

Esta declaración, que figura en la Dúplica, ha-sido con-
firmada por el Agente del Perú en su exposición oral del 2 de oc-
tubre de 1950.

La Corte no podría admitir que los Estados signatarios de
la Convención de La Habana hayan tenido la idea de sustituir la
práctica de las Repúblicas de América Latina, práctica en que las
consideraciones de cortesía, de buena vecindad y de oportunidad
política han tenido amplio lugar, por un régimen jurídico que ga-
rantizaría a sus propios nacionales acusados de crímenes políticos
el privilegio de escaparse de la jurisdicción nacional Semejante
concepto se estrellaría, desde luego, con una de las tradiciones más
arraigadas en la América Latina, Ia de la no intervención. La Sex-
ta Conferencia Panamericana de 1928, en el curso de la cual se
afirmó la Convención sobre asilo, fue la reunión en la que los Es-
tados de la América Latina afirmaron su oposición decidida a to-
da política de intervención extranjera. Sería difícil imaginar que
esos mismos Estados hubiesen consentido al mismo tiempo some-
terse a una intervención de las menos aceptables, 'la que implica-
ría una ingerencia extranjera en el funcionamiento de su justicia
interna, lo que no podría manifestarse sin arrojar dudas sobre la
imparcialidad de tal justicia interna.

También la correspondencia diplomática cambiada entre
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los dos Gobiernos demuestra la constante preocupación de Co-
lombia de permanecer, en este terreno como en otros, fiel a su tra-
dición de no--intervención. No se alejó de esta actitud ni siquie-
ra cuando se encontró colocada frente a frente a una afirmación
categórica del Ministro de Relaciones Exteriores del Perú, quien
afirmó que el tribunal ante el cual se había citado a Haya de la
Torre estaba constituído de acuerdo con la organización genera'!
y permanente del Poder Judicial peruano y bajo el control de la
Corte Suprema. Esta afirmación no ha merecido ni observaciones
ni reservas. No es sino mucho después, a raíz de la introducción
de la demanda reconvencional del Perú, que, en su Réplica y en
el desarrollo de sus exposiciones orales, el Gobierno de Colombia
ha preferido llevar la defensa del asilo a un terreno en el que la
Convención' de La Habana, interpretada a luz de las más arrai-
gadas tradiciones de América, no le ofrecía base.

Las consideraciones que anteceden llevan a descartar la
tesis según la cual la Convención de La Habana habría querido
asegurar de manera completamente general, la protección del asi-
lo a toda persona perseguida por crímenes o delitos políticos, ora
en el curso de acontecimientos revolucionarios, ora en los perío-
dos más o menos turbios que los siguen, por el simple motivo de
que se debe presumir que la administración de justicia se encuen-
tra alterada. Es obvio que la adopción de semejante criterio lle-
varía a intromisiones extranjeras, particularmente Iesivas, en los
asuntos internos de los Estados. Desde luego no se le encuentra
confirmación dentro de la práctica de América Latina, tal como
ha sido expuesta a la Corte.

La Corte, al expresarse de este modo, no pierde de vista
los numerosos casos de asilo que han sido citados en la Repúbli-
ca del Gobierno de Colombia y en las alegaciones. Cabe al respec-
to hacer 'las siguientes observaciones:

Carecíéndose de datos precisos, es difícil formarse una idea
del alcance de esos casos como precedentes capaces de establecer
la existencia de una obligación jurídica para el Estado territorial.
que 'Id obli'gue a reconocer la validez de un asilo concedido con
ocasión de persecuciones iniciadas por la Justicia local. Los he-
chos que se han llevado a conocimiento de Ia Corte demuestran
que en numerosos casos las personas que se beneficiaron del asi-
1'0 no eran objeto, en el momento en que se les concedió éste, de
ninguna acusación que provenga de autoridades judiciales. De un
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modo más general, parece que han sido consideraciones de con-
veniencia o de simple oportunidad política las que han determina-
do que el Estado territorial reconozca el asilo, sin que esta decisión
le fuera dictada por un sentimiento de deber jurídico.

Estas observaciones, sí bien tienden a reducir considera-
blemente el alcance, como precedentes, de los casos de asilo se-
~alados por el Gobierno de Colombia, demuestran, en cambio,
que el asilo, tal como ha sido practicado en da América Latina.
,es una institución que dentro de una gran amplitud, debe su des-
arrollo a factores extrajurídicos. Las relaciones de buena vecin-
dad de las Repúblicas, intereses políticos diversos de los Gobier-
nos, han favorecido el mutuo reconocimiento del asilo, al margen
de toda reglamentación jurídicamente definida. En especial, la
Convención de La Habana, si es cierto que representa una reac-
ción contra las prácticas abusivas, no por eso tiende a limitar la
práctica del asilo en cuanto esta práctica procede del acuerdo de
los Gobiernos interesados, inspirándose en sentimientos mutuos
de tolerancia y buena voluntad.

En conclusión, sobre la base de las consideraciones y cons-
tataciones enunciadas más arriba, la Corte estima que en la fecha
-del 3 y del .4 de enero de 1949, no existía un peligro qu~ constitu-
yera caso de urgencia, tal como lo entiende el artículo 2, pará-
'grafo 2, de la Convención de La Habana.

Esta apreciación no entraña ninguna crítica al Embajador
de Colombia. Su decisión de acoger al refugiado en la noche del
3 de Enero de 1949, puede haber sido tomada sin que haya sido
posible reflexionar ampliamente; puede haber estado influencia-
da tanto por el otorgamiento de salvoconductos que se hizo a
coacusados de Haya de la Torre cuanto por 'la consideración más
'gene.ral de los recientes acontecimientos que se habían desarcolla-
do en el Perú, acontecimientos que pueden haber inducido a creer
que había urgencia.

Pero esta apreciación subjetiva no es un elemento pertinen-
te a la decisión que Ia 'Corte debe adoptar sobre la validez del a-
:silo; sólo importa la objetividad de los hechos: es esta objetividad
la que debe determinar la decisión de la Corte.

Las comunicaciones del Embajador de Colombia del 14
de enero y del 12 de febrero de 1949 revelan la actitud del Go-
bierno de Colombia respecto del asilo acordado por su Embaja-
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doro La primera confirma el asilo y pretende justificar su otorga-
miento por una calificación unilateral del refugiado. La segunda
fórmula la exigencia de la entrega de un salvoconducto que per-
mita la salida del refugiado y ha apoyado expresamente esta exi-
gencia sobre "Ias obligaciones internacionales", que recaerían so-
bre el Gobierno del Perú. Al expresarse de esa manera el Go-
bierno de Colombia ha definitivamente afirmado su voluntad de
proteger a Haya de la Torre, no obstante Ia existencia de 'la a-
cusación contra él por rebelión militar. El Gobierno de Colombia
ha mantenido esta actitud y esta protección persistiendo en su
exigencia del salvoconducto, a pesar de que el Ministro de Rela-
ciones Exteriores del Perú le recordaba "el proceso judicial ins-
taurado bajo la soberanía nacional" contra el refugiado (notas
del Mínísterío de Relaciones del Perú del 19 de marzo de 1949 y
del Embajador de Colombia del \28 de marzo de 1949).

Se deduce claramente de esta correspondencia que la Cor-
te no puede [írnítarse en suapreciadón del asilo a la fecha del
3-4 de Enero de 1949 como fecha del otorgamiento, según se ha
dicho más arriba, es inseparable de la protección que produce,
protección que en este caso ha tomado la forma de una defensa
contra ITa acción judicial. Resulta que el asilo ha sido concedido
por un período tan largo como el que el Gobierno de Colombia
ha utilizado para formular su demanda de salvoconducto.

La Corte ha sido llevada a comprobar que la concesión del
asilo, desde el 3-4 de enero de 1949 hasta el momento en que los
dos gobiernos se pusieran de acuerdo para someterle a díferendo.
ha sido prolongado por una razón que el artículo 20., parágrafo
20., de la Convención de La Habana no reconoce.

Esta comprobación hace que no tenga objeto el agregado
hecho a la demanda reconvencional en el curso del procedimiento
oral y que está enunciado por estas palabras: "y que en todo ca-
so el mantenimiento del asilo constituye actualmente una viola-
ción de dicho tratado". Esta parte de la conclusión finalmente for-
mulada por el Gobierno del Perú estaba destinada a sustituír la
demanda reconvencional en su forma primitiva si ésta fuera des-
cartada: desaparece por el hecho de que esta demanda ha sido
admitida. Desde entonces no hay razón para que la Corte exami-
ne la excepción de incompetencia ni la excepción de i'rrescepti-
bilidad que el Gobierno de Colombia ha deducido de 'la inobser-
vancia del artículo 63 del Reglamento de la Corte, ni' el argumen-
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ro de fondo de la pretensión así formulada por el Gobierno del
Perú.

. Por estos motivos,
,la Corte,
sobre las conclusiones del Gobierno de Colombia,
por 14 votos contra 2,
rechaza la primera conclusión en cuanto esta implicaría un

,derecho para Colombia, como país asílante, de calífícar la natu-
raleza del delito por una decisión unilateral, definitiva y obliga-
toria para el Perú;

Por 15 votos contra 1,
rechaza la segunda conclusión.
Sobre la demanda reconvencíona'l, del Gobierno del Perú,

por 15 votos contra 1,
rechaza en cuanto ella se funda en una violación del artí-

culo 1, parágrafo 1, de la Convención sobre Asilo suscrita en La
Habana en 1928;

Por 10 votos contra 6,
dice que el otorgamiento de asilo por el Gobierno de Co-

10mbia a V'íctor Raúl Haya de la Torre no ha sido hecho en con-
formidad con el artículo 2, parágrafo 2, inciso 1, de dicha Con-
vención.

Hecho en francés y en inglés, dando fé el texto francés,
en el Palacío de la Paz en La Haya, el 20 de noviembre de 1950,
en tres ejemplares, uno de los cuales quedará depositado en los
Archivos de la Corte y los otros' remitidos respectivamente al Go-
bierno de la República de Colombia y al Gobierno de la Repúblí-
ea del Perú.

El Presidente
BASDEVANT

El Greffier adjunto.
GARNIER-COIGNET


